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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, noviembre 18 de 1983. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
extraordinaria, en régimen de cuarto intermedio, maña- 
na martes 19, a ia hora 17, a fin de informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Convenio de 
Garantia celebrado entre la Administración Nacio: 
nal de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) y el 
Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 
(BIRF), por un monto de U$S 4:000.000.-, destinados 
a financiar el Proyecto de Ingeniería del Sector 
Elécírico. 


(Carp. N9% 258 - Rep. N? 126) 


2%1 Informe de la Comisión Investigadora sobre la Com- 
pra de Centrales Telefónicas Digitales efectuada por 
ANTEL relacionado con tos procedimientos vincula- 
dos al negocio de compra directa y sin licitación, 
efectuado por ANTEL a la Compañía Ericsson. 


(Carp. N9 115 - Rep. N* 150) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


39) Por el que se designa con el nombre de “Enrique 
Amorim" a la Escuela N* 81 del departamento dé 
Salto. 


(Carp. N? 348 - Rep. N9 147) 


19) Por el que se establece un régimen de concesión de 
pensiones graciables y recompensas pecuniarias y se 
deroga el Decreto-Ley N% 14.562, de 24 de agosto de 
1976. 


(Carp. N* 344 - Rep. N? 152) 


39) Discusión particular del proyecto de ley por el que 
sc concede pensión graciable a: Carlos González. 
Federico Moller de Berg, Germán Cabrera, María 
Freire, Alberto Candeau, Angel Curotto, Tidefonso 
Pereda Valdés, Idea Vilariño, Juan Cunha, Celia Fi- 
goli de Basso Maglio, Margarita Mortarotti Gente, 
Virginia Castro, Atilio Rapat, Emilio Taccone. María 
Isabel González de Prevosti, Isabel Parada de Mo- 
netgal, Elena Pinocchio de Frangela, Armonía Ate- 
chepare de Henestrosa (Armonía Somers), Curt Lan- 
ge, Juan Martín y Blanca Elma González de García 


y se incrementa la pensión graclable servida a Juan 
Hlaria, Julio Verdié y Eugen Regis. 


LOS SECRETARIOS." 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Araújo, Ba- 
talla, Cadenas, Capeche, Cardoso, Cersósimo, Cigliuti. 
Croce, Fá Robaina, Flores Silva, García Costa, Jude, La- 
calle Herrera, Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, Posadas. 
Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, Senatore, Singer. 
Terra, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senaderes Ferreira 
Paz Aguirre, Tourné, Ubillos y Lenzi; con aviso. el seño; 
senador Batile. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, esta 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 15 minutos) 
-—Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, noviembre 19 de 1985. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo, a los que acompañan los si- 
guientes proyectos de ley: 


Por el que se designa con el nombre de “Agustin Fe- 
rreira” al Centro Nacional de Actualización Perma- 
nente del Magisterio Rural, ubicado en el Km. 40 de 
la Ruta 7, del departamento de Canelones. 


(Carp. N9 406/85) 
—A la Comisión de Educación y Cultura. 


La misma Presidencia remite Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que da cuenta de haber promulgado la ley 
por la que se deroga el Decreto-Ley N* 15.730, de 11 de 
febrero de 1983, que dispuso la supresión del Servicio Des- 
centralizado Industria Lobera y Pesquera del Estado 
(LPE). 


(Carp. N% 328/85) 


—Téngase presente y archivese. 


19 de Noviembre de 1985 


_La misma Presidencia remite Mensajes del Poder Eje- 
cutivo por los que da cuenta de haber dictado los siguien- 
tes Decretos y Resoluciones: 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economía 
y Finanzas libre Orden de Pago a favor de la Inten- 
dencia Municipal de Tacuarembó en concepto de asis- 
tencia financiera, 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economia 
y Finanzas libre Orden de Pago a favor de la Inten- 
dencia Municipal de Durazno en contepto de asisten- 
cia financiera. 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economía y 
Finanzas libre Orden de Entrega a favor de la Supre- 
ma Corte de Justicia por concepto de tributos y Cos- 
tos de la intimación de pago de arrendamientos del 
local sede del Juzgado Letrado Departamental de 
Artigas. 


Por el que se fija, para el ejercicio fiscal 19 de octu- 
bre de 1983 - 30 de setiembre de 1984, en la suma de 
N$ 802.65, por hectárea, el costo de la producción me 
dia por hectárea pecuaria referida a los rubros de 
Deducción Preceptiva. 


Por la que se dispone la distribución para el presente 
año de la partida aprobada por €l artículo 16 de la 
Ley N9 15.767, de 13 de setiembre de 1985, con des- 
tino a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social 
y de Economía y Finanzas para la ejecución del Pro 
grama Solidario de Emergencia. 


Por la que se traspone en el Inciso 05 “Ministerio de 
Economia y Finanzas” la suma de NS 550.000, del Ren- 
glón 061.303 “Prima a la Eficiencia” de, Programa 1.01 
“Administración de la Política Económico-Financiera” 
al mismo Renglón el Programa 1.12 “Cordinación del 
Comercio Fxterivr y Asistencia al Exportador”. 

Por el que se dispone la distribución de la partida 
gue eostablece el artículo 11 de la Ley N* 15.767, de 
13 de setiembre de 1985. 


Ténsanse presentes y archivense. 


La misina Presidencia destina una nota de la Junta 
Departamental de Colonia por la que solicita la interpre- 
tación Jozal que corresponde a los articulos 273 inciso 30 
y 275 inciso 4% de la Constitución de la República, refe- 
rentes a competencias parn establecer las tarifas de los 
servicios de ¿mnibus 


(Carp. N? 413/851 
A la Comisión de Constitución y Legislación. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje por los que solicita 
venja para cxonerar de sus cargos a: 


una funcionaria de la Dirección General de la Segu- 
ridad Social. 


(Carp. N? 407/8501 


un funcionario de la Dirección Nacicnal de Hidrogra- 
fía, Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 


Carp. N2 408/85? 
--A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El mismo Poder remite la información proporcionada 
por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, rela- 
cionada con la exposición escrita presentada por el señor 
senador Pedro W. Cersósimo sobre la ubicación del tra- 
zado definitivo de la Ruta Nacional N% 11 “José Batlle 
y Ordóñez” a la altura de la ciudad de Santa Lucía. 


—A disposición del señor senador Pedro W. Cersósimo. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—199 


El Ministerio de Industria y Energía acusa recibo del 
pedido de informes formulado por el señor senador Hugo 
Batalla sobre Preservación del Medio Ambiente. 


—-—A disposición del señor senador Hugo Batalla. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite 
nota en respuesta a la exposición escrita presentada por 
el señor senador Luis Alberto Lacalle Herrera, relacio: 
nada con las dificultades en el abastecimiento de agua 
a le Iotalgna de Merincs en el departamento de Pay- 
sandu. 


-- A disposición del señor senador Luis Alberto Lacalle 
Herrera. 


El Ministerio de Agricultura y Pesca acusa recibo del 
pedido de informes presentado por el señor senador Hugo 
stella relacionado con la Preservación del Medio Am- 

iente, 


-- A disposición de] señor senador Hugo Batalla 


El Banco Hipotecario del Uruguay remite nota a la 
que acompaña fotocopia de la resolución del Directorio 
por la que solicita se excluya de la suspensión de las eje- 
euciones que genéricamente se proyecta poner en vigencia 


(Carp. N* 357/85 
Téugase presente y agréguese a sus antecedentes. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor 
mado el proyecto de ley por el que se aprueba la adhe- 
sión de la República al Protocolu al Tratado Relativo 
a la Neutralidad Permanente y al Funcionamiento del 
Canal de Fanamá. 


(Carp. NO 288/85) 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se declaran inembargables las indemniza 
ciones dispuesta por la Ley N* 15.753. de 24 de junio 
de 1985. 


(Carp. N* 351851 


Por +1 que se designa con el nombre de “Fructuoso 
* a la Escuela N9 35, ubicada en el barrio “Es- 
e la ciudad de Minas, departamento de La- 


valleja. 


(Carp. NC“ 370/85) 


Por el que se designa con el nombre de «Treinta y 
Tres Orientales” a la Escuela N* 117, de Primera Ca- 
tegoría del departamento de Canelones 


(Carp. NO 372/85 


Por el que se establecen normas para la restitución 
de funcionarios públicos destituidos. 


(Carp. N* 400,850 


Por el que se declara feriado para cl departamento 
de Flores el día 30 de diciemhre de 1985, con motivo 
de celebrarse el centenario de su Creación. 


(Carp. NO 373/85 


Por el que se cleva a la categoría de pueblo ul pobla- 
do Rincón, ubicado en la 3% Sección Judicial gel de- 
partamento de Treinta y Tres. 


(Carp. N? 396/851 


La Comisión de Presupuesto eleva informe relaciona: 
du con la fijación de un premio adquisición que se deno- 
minará “Premio Cámara de Senadores”, destinado a la 
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“Tercera Bienal de Primavera”, a realizarse en el depar- 
tamento de Salto. 


(Carp. N? 412/85) 
-—Repártanse. 


Las Juntas Departamentales de Durazno y Lavalleja 
remiten notas relacionadas con el proyecto de ley de Re- 
financiación de la Deuda Interna. 


-Ténganse presentes y agréguense a sus antece- 
dientes. 


La Junta Departamental de Florida remite nota a la 
que adjunta las palabras del señor edil Julio Lamadria, 
relacionadas con la solicitud de que el Liceo de Mendoza 
lleve el nombre de “Angel Valerio”. 


La Junta Departamental de Salto remite nota rela- 
cionada con la situación de funcionarios de Enseñanza 
Secundaria de Salto. 


La Junta Departamental de Tacuarembó remite las 
siguientes notas: 


Relacionada con la propuesta de un proyecto de ley 
por e! que se prohiba a texto expreso toda vincula- 
ción expresa o tácita con los medios de comunita- 
ción, del Presidente y Vice-Presidente de la República. 


Relacionada con la necesidad de que se asegure el 
acceso a los medios de comunicación en igual pro- 
porción y con igualdad de derechos a las diferentes 
fuerzas políticas. 


—Ténganse presentes.” 

4) RECTIFICACION DE TRAMITE 

SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una socili- 
tud de rectificación de trámite. 

(Se da de la siguiente: ) 

“La Comisión de Presupuesto aconseja al Cuerpo la 
rectificación dei trámite dado al proyecto de ley por el 
que se crea tasa de justicia que gravará las sentencias que 
ordenen el pago de dinero, moneda extranjera o demás 
medidas de valor, y el pase a la Comisión de Hacienda. 


(Carp. N% 362/85)” 


—Se va a votar la rectificación de trámite aconseja- 
da por la Comisión de Presupuesto. 


(Se vota:) 
--20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Dése cuenta de una expo- 
sición escrita. 

(Se da de la siguiente:) 

“El señor senador José Pedro Cardoso solicita el envío 
de una exposición escrita relacionada con la situación de 
los trabajadores de la Empresa Conector Ltda., ubicada 


en Nuevo Berlín, departamento de Río Negro, al Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social.” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota:) 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita: ) 
“Montevideo, 13 de noviembre de 1985. 
Sr. Ministro de Trabajo y Seguridad Social 


Lic. Hugo Fernández Faingold. 


PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


Me dirijo a Ud., a fin de expresarle mi preocupación 
por la situación que afecta a los trabajadores de la Em- 
presa CONECTOR LTDA. (Nuevo Berlin - Dpto. de Rio 
Negro), situación que, según creo, obra en vuestro cono: 
cimiento. 


Los referidos trabajadores, que se agrupan en la ASO- 
CIACION DE TRABAJADORES DE CONECTOR LTDA. 
(adherida al Plenario Intersindical de Rio Negro), me han 
hecho saber las múltiples irregularidades que, a su juicio. 
está cometiendo para con ellos la referida Empresa. 


También me han enterado de los infructuosos esfuer- 
zos realizados directamente ante el titular de CONECTOR 
LTDA. —Sr. Carlos Farcppa-— así como ante su encargado 
a nivel local ---Sr. Conrado Rostán— tendientes 2 solucio- 
nar los aspectos en litigio por la via del diálogo franco. De 
estos pasos, asi como de cada una de las reivindicaciunes 
cbreras, fue enterado el Agente Zonal del Ministerio a su 
cargo, Sr. Luis Aguiar Lanusse, ante quien los trabajado- 
res efectuaron oportunamente su denuncia. De aquí mi su 
posición acerca de su conocimiento de! tema central de es- 
ta nota. 


De los múltiples reclamos que plantean los trabajado: 
res —que abarcan una vasta gama, que va desde el pago 
de salarios adeudados hasta el cumplimiento estricto de 
elementales disposiciones legales— destacamos algunos que 
consideramos de especial gravedad, como ser aquellos re- 
lacionados con el no cumplimiento, por parte de la Em- 
presa de marras, con las normas prescriptas en moferia 
de Seoguridad en el Trabajo; o como ser la no regulariza 
ción de la Empresa ante el Seguro de Paro o ante el pro- 
pio Banco de Seguros. de enorme incidencia sobre los pro 
pios ingresos de los trabajadores (en este último caso, por 
ejemplo, elio ha determinado que desde el año 1974, obre- 
ros accidentados no hayan podido cobrar los subsidios co- 
rrespondientes, por no estar la Empresa CONECTOR 
LTDA. al día con el Banco). 


Sr. Ministro: no quisiera extenderme en constderacio: 
nes sobre un tema que, con seguridad, es harto frecuente 
para Ud. e integra sus preocupaciones cotidianas, Mi jn- 
tención al dirigirle esta nota, simplemente apunta a diri- 
gir su atención hacia un problema quizás menor, pero que 
afecta a unos cuantos trabajadores. 


Habiendo, pues, cumplido con este objetivo que me 
había trazado, sólo me resta saludarlo con la mayor aten: 
ción. 


José Pedro Cardoso. Senador.” 


6) INDEMNIZACIONES PERCIBIDAS POR 
PRODUCTORES DAMNIFICADOS, 
Declaración de inembargables. Ley N? 15.753. 
Alteración del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una moción 
de orden que ha llegado a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Mocionamos para que se declare urgente el proyecto 
de ley relativo a indemnizaciones percibidas por produe- 
tores damnificados, Ley N? 15.753. A. Francisco Rodrí- 
guez Camusso, Américo Ricaldoni, José P. Cardoso, Hugo 
Batalla y Gonzalo Aguirre Ramírez. Senadores.” 
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—Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

—15 en 18, Negativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se necesitan 16 votos. 
SEÑOR CIGLIUTI. — Que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción. 


(Se vota: ) 


—16 en 19. Afirmativa. 


7) DEPARTAMENTO DE-FLORES. 
Declaración de feriado con motivo del 
centenario de su creación. Alteración del orden 
del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Dése cuenta de otra mo 
ción de orden llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente: ) 

“Que se incluya en tercer lugar del orden del día el 
proyecto de ley declarando feriado el 30 de diciembre 
próximo para el departamento de Flores. Pedro W. Cer- 
sósimo, Senador”. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

—15 en 19. Negativa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Que se rectifique la vota- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota: 
ción. 

(Se vota:) 


17 en 19. Afirmativa. 


8) INDEMNIZACIONES PERCIBIDAS POR 
PROPUCTORES DAMNIFICADOS. Declaración 
de inembargables, Ley N% 15.753, 
Alteración del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra a considerar el 
asunto que pasó a figurar en primer término del orden del 
día: “proyecto de ley por el que se declaran inembarga- 
bles las indemnizaciones percibidas por productores dam- 
nificados. Ley N* 15.753. (Carp. N% 351/85. Rep. 
N9 157/85)” Ñ 


(Antecedentes: ) 
Comisión de Constitución y Legislación. 


“Carp. N 351/85 
Rep. N9 157/85 


Cámara de Representantes 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Decláranse inembargables las indemni- 
zaciones dispuestas por la Ley N* 15.753, de 24 de junio 
de 1985. 
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Art. 29 — Los Jueces actuantes dispondrán, de oficio 
y sin más trámite, la cancelación de los embargos que se 
hubieran trabado sobre las indemnizaciones referidas en 
el artículo 1% 


Art. 32 — La presente ley entrará en vigencia a par- 
tir de su promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Art. 49 -- Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 18 de setiembre de 1985. 


Antonio Marchesano, Presidente. Horacio D. Cata- 
lurda, Secretario. 


INFORME 


Al Senado: 


La declaración por ley de inembargabilidad para cier: 
tos créditos que atienden necesidades cuya protección es 
prioritaria (v.g. salarios, pensiones alimenticias, prestacio- 
nes de seguridad social), está dentro de las potestades del 
legislador y se ha formulado con cierta frecuencia. Su ejer- 
cicio es admisible ya se trate de prestaciones que se sir- 
ven normalmente y con permanencia al beneficiario, o de 
otras que responden a circunstancias excepcionales pero 
no menos dignas de protección (como por ejemplo una in- 
demnización por accidente de trabajo). 


Esto último es lo que ocurre con la situación que 
tiende a solucionar el presente proyecto. En efecto, la Ley 
N* 15.753, otorga a productores agrícolas damnificados 
por las granizadas de noviembre y diciembre de 1984, in- 
demnizaciones para hacer frente a las gravísimas conse- 
cuencias que esa excepcionalidad climática aparejó. Pero 
la finalidad de esta ayuda estatal es la reconstrucción 
del aparato productivo deteriorado por dichas cireuustan- 
cias; de ahí las razones de interés público que aconseja- 
ron la solución consagrada por la Ley N% 15.753. 


De tal manera aparece como un complemento razo- 
nable y necesario de ja misma, que el legislador sustraiga 
a dichas “indemnizaciones” de su condición de garantía 
ejecutable por deudas anteriores de los productores be- 
neficiarios, mediante la declaración de inembargabilidad. 
Para Jograr cabalmente este propósito es defendible la 
fórmula incorporada al artículo 2% del provecto votado en 
la Cámara de Representantes: cancelación de oficio de Jos 
embargos que se hubieran trabado sobre las indemniza- 
ciones referidas en el artículo 1%, 


Por lo expuesto, esta Comisión aconseja al Senado la 
sanción del adjunto proyecto de ley, que tiene ya la apro- 
bación de la Cámara de Diputados. 

Sala de la Comisión, 15 de noviembre de 1985. 

Hugo Batalla, Miembro Informante, Gonzalo Aguirre 

Ramirez, Pedro W. Cersósimo, Juan C. Fá Robaina, 

Dardo Ortiz, Américo Ricaldoni. Senadores.” 

SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 

(Se lee) 

—En discusión general. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Formulo moción para que 
se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota:) 
—16 en 19. Afirmativa. 
En discusión particular. 


Léase el artículo 12. 
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(Se lee) 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2%. 
(Se lee) 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 3%. 

(Se lee) 

-—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) : 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El artículo siguiente es de orden. 


Queda sancionado el proyecto de ley que se comuni- 
cará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al informado) 


9) LEY DE PARTIDOS POLITICOS 
Solicitud de prórroga del plazo de que dispone 
la comisión especial. Alteración del orden 
del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una moción 
de orden que ha llegado a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Mocionamos para que se prorrogue en noventa días 
a partir del 18 de noviembre próximo pasado, el plazo 
de que dispone la Comisión Especial creada por Resolu- 
ción del Cuerpo del 21 de mayo de 1985, destinada a es- 
tructurar un proyecto de ley de partidos políticos. Juan J. 
Zorrilla, Américo Ricaldoni, Carlos W. Cigliuti, Juan C. 
Fá Robaina, A. Francisco Rodríguez Camusso, Hugo Ba- 
talla, Carminillo Mederos, Gonzalo Aguirre Ramírez, Dar- 
do Ortiz, Enrique Cadenas Boix, Juan M. Posadas. Sena- 
dores.” 


En primer término, para ser incluido el asunto en el 
orden del día, se debe declarar, urgente. 


Los señores senadores por la afirmativa, sírvanse in- 
dicarlo. 


(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con la moción presentada, se pasa a con- 
siderar la prórroga en noventa días a partir del 18 de no- 
viembre próximo pasado, del plazo de que dispone la Co- 
misión Especial creada por Resolución del Cuerpo del 21 
de mayo de 1985, destinada a estructurar un Proyecto 
de Ley de Partidos Políticos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) UTE Y BIRF. CONVENIO DE PRESTAMO. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Corresponde ahora conti- 
nuar con la discusión general y particular del proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio de Garantía cele- 
bardo entre la Administración Nacional de Usinas y Tras" 
misiones Eléctricas (UTE) y el Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento (BIRF), por un monto de dó- 
lares 4:000.000, destinados a financiar el Proyecto de In- 
geniería del Sector Eléctrico. (Carp. N9? 258/85. Rep. 
126/85). 


(Antecedentes: ver 71a. S.O.) 


No habiendo más oradores inscritos correspondería vo- 
tar en general este proyecto de ley. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: si no recuerdo mal, había una moción presentada por 
el señor senador Cardoso —apoyada expresamente por el 
señor senador Araújo— en el sentido de pasar este asun- 
to a Comisión. Salvo que el Cuerpo disponga otra cosa, 
se debe decidir previamente ese aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La moción fue formulada 
oralmente por el señor senador Cardoso. No fue presen- 
tada por escrito, pero podemos obviar el inconveniente o 
el detalle si el señor senador Cardoso insiste en la moción 
y pide que se vote, 


SEÑOR CARDOSO. — Si, señor Presidente, insisto. 
SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Señor Presidente: ta moción que 
formuló el señor senador Cardoso -—y que ahora la Mesa 
va a poner a votación— fue presentada en la primera dis- 
cusión de este asunto, es decir hace dos sesiones. 


Entiendo que a lo largo de la discusión y después de 
la intervención de varios señores senadores, este tema fue 
suficientemente informado y las dudas que se presentaron 
fueron aclaradas. También, el miembro informante se pu- 
so a disposición de los señores senadores para sobreabun- 
dar en todos aquellos detalles que se consideraran nece: 
sarios y por lo tanto entiendo que a esta altura del debate, 
este proyecto que es importante para la administración del 
Ente, no debería sufrir más dilatorias de las que ya ha 
tendido a lo largo de muchos meses desde que entró a con» 
sideración del Parlamento. 


Por lo tanto, por las razones expuestas, anuncio que 
vamos a votar en contra de la moción presentada. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción presentada por el señor 
senador Cardoso en el sentido de que este proyecto de ley 
vuelva a Comisión. 

(Se vota:) 

5 en 20. Negativa. 

Corresponde votar el proyecto en general. 


SEÑOR CARDOSO. — ¿Me permite, señor Presidente 
como anticipación de fundamento de voto? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador para fundar el voto. 
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SEÑOR CARDOSO. — Señor Presidente: a lo largo 
de esta discusión hemos oído diversos comentarios, juicios, 
señalamientos varios acerca de esta serie de inspecciones, 
de auditorias, de obligaciones de ajustes internos, de ve- 
rificaciones de balances. En fin, se trata de una serie de 
condicionantes que se consideran necesarias para lograr 
la aplicación de este convenio que a mi entender lesiona 
la soberanía nacional. 


Este no es el primer convenio, de esta índole, que trae 
en su seno todas estas condicionantes. Diría que casi to: 
dos o todos ellos las han tenido. 


He tratado de recordar, buscando algunos anteceden- 
tes, y haciendo memoria sobre otros. Debo decir que desde 
el primero de estos Convenios en que me tocó intervenir, 
como el empréstito con el Eximbank en 1943 y otros que 
siguieron a todos los he votado negativamente tal como 
lo voy a hacer hoy con el que está a consideración. 


Declaro que existen las mismas condicionantes. Podría 
decirse que estoy incurriendo en una contradicción al se- 
falar que si a lo largo de los años, ante la repetición de 
convenios similares, los sucesivos parlamentos han acep- 
tado esas condicionantes, es porque el país también lo 
ha hecho, 


Entiendo que no es así y que se ha ido cayendo en una 
especie de acostumbramiento en esta materia para acep- 
tar la penetración de capitales extranjeros en condicio- 
nes desdorosas para el país y su soberanía. Naturalmente 
los caracteres de nuestro país en lo político, en lo eco- 
nómico, en lo cultural y hasta en lo geográfico, son por 
eierto muy distintos a los de otros paises donde esta pe- 
netración, esta expoliación —aunque no se trata en el 
caso que consideramos de un tema especialmente expo- 
liatorio— tiene características muy distintas. porque no 
se trata de desembarcos, ni de agresiones, como los casos 
de Cuba, Granada, Guatemala, Nicaragua, Santo Domingo. 
etcétera. Pero en el fondo podemos considerar que tienen 
gran similitud si se tiene en cuenta, repito, nuestras con- 
diciones que son muy distintas a las de aquellos países 
hermanos victimas de esas penetraciones y agravios. 


Termino mi fundamento de voto diciendo que espero 
que esta especie de acostumbramiento en aceptar esas 
cosas vaya teniendo rectificaciones históricas en la vida 
de nuestro Uruguay. Espero que América Latina, y nues- 
tro país dentro dc ella, en el porvenir incierto que nos 
aguarda, rechace, resista todo lo que menoscaba —c«omo 
creo que sucede con este tipo de convenios— nuestra per- 
sonalidad como nación. 


Reitero, que este es el fundamento de mi voto en 
contra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley re- 
ferido. 

(Se vota:) 

12 en 18. Negativa. 

SEÑOR SINGER. — Solicito que se llame a Sala. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido que se rectifique la 
votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a llamar a Sala y se 
va a rectificar la votación. 


SEÑOR POSADAS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR POSADAS. — Voy a fundar el voto por el 
cual no acompañé la votación en general de este proyec- 
to de ley. 


En oportunidad en que tomamos contacto con este 
proyecto de ley, hice algunas reflexiones y consideracio- 
nes respecto a los aspectos hirientes o inconvenientes des- 
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de el punto de vista de lo que es una sensibilidad más na- 
cionalista que se encuentran contenidos en la redacción 
de este contrato. 


Advertí en ese momento y lo repito ahora, que com: 
prendemos que se trata de un contrato tipo y que el país 
ha suscrito muchos de esta naturaleza. 


También consideramos que alguna advertencia hay 
que hacer sobre ese estilo y esa es la razón de nuestro 
voto en este momento. Tampoco consideramos que el pase 
a Comisión pueda mejorar en nada este aspecto y que no 
podemos dar personalmente nuestro asentimiento a este 
proyecto de ley. 


Digo esto como fundamento de las dos votaciones rea- 
lizadas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción en general del proyecto de ley. 


(Se vota:;) 
—13 en 19. Negativa. 


11) FUNCIONARIOS PUBLICOS DESTITUIDOS. 
Reincorporación. Alteración del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


“Que se declare urgente la consideración del proyec: 
to de ley venido con sanción de la Cámara de Represen- 
tantes sobre reincorporación de funcionarios públicos des- 
tituidos y que se incluya en el cuarto lugar del orden del 
día, (Firman:) Gonzalo Aguirre, Hugo Batalla, Américo 
Ricaldoni, Juan M. Posadas, Pedro W. Cersósimo. Sena- 
dores”. 


—Se va a votar la referida moción de orden. 
(Se vota: ) 


—16 en 20. Afirmativa. 


12) CENTRALES TELEFONICAS DIGITALES, 
Informe de la comisión investigadora. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto que figuraba en segundo término del orden del día: 
“Informe de la Comisión Investigadora sobre la compra de 
Centrales Telefónicas Digitales efectuada por ANTEL re- 
lacionado con los procedimientos vinculados al negocio de 
compra directa y sin licitación, efectuado por ANTEL a 
la Compañía Ericsson (Carp. N9 115/85. Rep. N* 150/851”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 115/85 
Rep. N? 150/85 


Comisión Investigadora. 
INFORME 


Al Senado: 


La Comisión Investigadora sobre la Compra de Cen- 
trales Telefónicas Efectuada por ANTEL formula a con- 
tinuación el informe acerca de la gestión que ha realizado. 


Dada la diversidad de temas encuadrados dentro del 
marco general de la investigación, hemos dividido nuestro 
informe en varios capítulos, en cada uno de los cuales se 
intenta concentrar lo que se halla disperso en el cuantio- 
so y complejo material informativo y documental de que 
la Comisión dispuso. 
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CAPITULO 19 
Planteamiento inicial 


Con fecha 20 de marzo de 1985 el Senador Juan Mar- 
tín Posadas solicitó la designación de una Comisión Inves- 
tigadora “a los efectos de indagar en todos los procedi- 
mientos vinculados al negocio de compras de centrales di- 
gitales efectuada por ANTEL a la Compañía Ericsson”. 


El Senado, en su sesión del día 20 de marzo pddo. re- 
solvió el nombramiento de la Comisión pedida por el de- 
nunciante, la que fue integrada con los Senadores, Carlos 
W. Cigliuti, Reinaldo Gargano, Francisco M. Ubillos, Ma- 
nuel Flores Silva, Guillermo García Costa, Raumar Jude 
y Dardo Ortiz. 


Esta Comisión se constituyó el 22 de abril de 1985, eli- 
glendo como Presidente al senador Dardo Ortiz. 


Al instalarse, recibió del Senador Juan Martín Posa- 
das, de conformidad con lo establecido en el artículo 130 
del Reglamento del Cuerpo, la confirmación de sus de- 
nuncias. 


Posteriormente, la Comisión solicitó y obtuvo diversos 
antecedentes y documentación relativos al asunto objeto 
de la investigación, enviados por ANTEL y por el Tribu- 
nal de Cuentas. 


Asimismo, la Comisión recibió personalmente al Di- 
rectorio de ANTEL en varias oportunidades y a los seño- 
res Ministros de Relaciones Exteriores y de Industria y 
Energía, así como al señor Director de la Dirección Ge- 
neral de Comercio Exterior, y a algunas delegaciones de 
técnicos relacionados con el caso. 


Contó también en muchas de sus deliberaciones con 
la Opinión técnica de asesores de ANTEL, tanto ingenie- 
ros como abogados, escribanos y contadores. 


La Comisión realizó dieciséis sesiones de casi todas 
de las cuales existe versión taquigráfica que puede ser- 
vir para mayor ilustración de los señores Senadores. 


CAPITULO 29 
Antecedentes 


Formulamos a continuación una breve referencia a 
los antecedentes que integran la historia de esta negocia- 
ción. 


A partir de 1931, año de la creación de UTE, este 
organismo absorbió a las compañías privadas que tenian 
a su cargo la prestación de servicios telefónicos en el de- 
partamento de Montevideo. Paralelamente, se fueron im- 
piemeutando diversas mejoras para la capital, efectuán- 
dose una serie de inversiones que culminaron en 1962, 
Durante la década del sesenta, se atendió principalmente 
a los departamentos del interior mediante el desarrollo 
del “Plan telefónico nacional (PIN) mediante el cual 
se propiciaba la automatización de todas las capitales de- 
partamentales y algunas otras ciudades. 


En 1965 se realizó una licitación que fue adjudicada, 
en 1967, a la Empresa Standard Eléctrica de España, si- 
gla SESA y a la Compañía Siemens, de Alemania. El grue- 
su de esa licitación fue adjudicado a la Compañía Siemens 
que tuvo a su cargo varias centrales de Montevideo y to- 
das las Centrales correspondientes a los departamentos del 
Interior. A la Empresa Standard Eléctrica se le adjudicó, 
en Montevideo, la Central Centro y la actual Central Ciu- 
dad Vieja. 


Posteriormente, con la colaboración del BID se ins- 
taló el sistema de microondas complementario del que ya 
había entre Montevideo y Buenos Aires, y los sistemas 
del Litoral, Centro, Este y Noreste. Estas y otras obras 
permitieron la habilitación de la teleselección nacional, es 
decir, el poder discar desde cualquier punto donde hubie- 
se centrales telefónicas automáticas a cualquier otra ciu- 
dad del país que también las tuviese, incluyéndose a la 
República Argentina. 
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Durante 1978 y 1979 se advirtió que el interior del 
país estaba modernizado, con equipos recién instalados, 
mientras la capital se mantenía con equipos demasiado 
viejos, parte de los cuales databan del año 1933, cuyo 
mantenimiento se volvía demasiado oneroso. Por otra par- 
te, se advertía que los sistemas convencionales estaban 
entrando rápidamente en la etapa de la absolescencia tec- 
nológica y se comenzaba en le mundo la fabricación de 
equipamientos con tecnología electrónica. 


CAPITULO 30 
Desarrollo cronológico 


Se pensó entonces, en la adquisición de centraies. Se 
contrató a una firma consultora “Consutel” y se le en- 
cargó, entre otros trabajos, la preparación de pliegos de 
condiciones para la adquisición de centrales. 


Se llamó así a licitación y simultáneamente se forma- 
lizó con el Banco Mundial el acuerdo según el cual aque- 
lla institución contribuyó al financiamiento, acuerdo que 
se concretó en un contrato de préstamo que fue aprobado 
por Decreto Ley N? 15.230 de 11 de diciembre de 


Ese contrato tenía un monto, en diversas monedas, 
equivalente a U$S 40:000.000 (cuarenta millones de dó- 
lares americanos) destinado a financiar parcialmente el 
plan quinquenal de inversiones de los años 1981-85. Por 
el mismo decreto se autorizó a ANTEL a concertar prés- 
tamos con instituciones nacionales o extranjeras para com- 
pletar la ejecución de las obras de desarrollo de las tele- 
comunicaciones comprendidas en el referido plan. 


A la licitación se presentaron ocho firmas y sus pro- 
puestas se estudiaron con la colaboración de la VIT que 
es una agencia de las Naciones Unidas. La VIT envió tres 
ingenieros; un ingeniero de planeamiento de la adminis- 
tracóin italiana, un ingeniero de la Argentina que había 
estado a cargo del proyecto del cinturón digital de Bue- 
nos Aires y un ingeniero de Costa Rica con vasta expe- 
riencia en este tipo de adquisiciones. Estos tres expertos 
trabajaron con la Comisión Asesora integrada por «boga- 
da Contadores y funcionarios del sector comercial de 


El 16 de diciembre de 1981 se realizó la apertura de 
la licitación pública N* 300 para la adquisición de centrales 
digitales. La Comisión Asesora estudió las ofertas y acon- 
sejó la adjudicación a la Empresa G.T.E, Internacional 
Inc. de Estados Unidos. 


Las circunstancias económico-financieras internacio- 
nales determinaron aue la licitación fuera dejada «+in efec- 
to. La compra se realizaba en base al financiamiento por 
parte del Banco Mundial por un valor de cuarenta millo- 
nes de dólares. El comparativo de precios se realizó con 
el arbitraje de dólares vigentes a la fecha de la apertura; 
dado que la fluctuación de la moneda de denominación de 
las ofertas y su paridad con el dólar, hizo variar las posi- 
ciones, se entendió que ello obstaba a que fueran con- 
sideradas. 


La operación se hacía sobre la base de la obtención 
de U$S 80:000.000 en préstamo: U$S 40 millones que 
otorgaría el Banco Mundial y los otros USS 40 millones, 
los prestaría un consorcio de Bancos privados. Con moti- 
vo del desorden económico que se produjo por las deudas 
voluminosas de los países latinoamericanos, el consorcio de 
Bancos que iba a facilitar U$S 40 millones, se retiró de 
la operación y ésta quedó sin sustento económico. 


Por eso, por resolución de 10 de mayo de 1983 el Di- 
rectorio de ANTEL dejó sin efecto la licitación NO 300. 
notificando a las empresas oferentes y oficiando al Banco 
Mundial y al Tribunal de Cuentas, 


No osbtante, se mantenía la necesidad urgente de con- 
tar con una nueva red de centrales telefónicas digitales. 
Se pensó entonces, en la compra directa. 


No se disponía para ello de los fondos otorgados por 
el Banco Mundial, por lo que se entendió necesario soll- 
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eitar a los oferentes, financiación por el cien por ciento del 
componente en moneda extranjera. El Directorio de ANTEL 
resolvió con fecha 17 de mayo de 1983 contratar en for- 
ma directa la compra de las centrales digitales y solicitar 
del Poder Ejecutivo la autorización a tal efecto. 


El Poder Ejecutivo con fecha 26 de mayo de 1983, 
por resolución N?% 60-917, autorizó a ANTEL a efectuar 
la compra directa. Al mismo tiempo designó una Comisión 
Asesora integrada por representantes de ANTEL, del Mi- 
nisterio de Economía, del Ministerio de Industria y Ener- 
gía, de SEPLACODI y del Banco Central de! Uruguay con 
el cometido de elaborar las bases de negociación y formu- 
lar la evaluación correspondiente de las propuestas que se 
presentaren. 


Esta Comisión, creada como se ha dicho el 26 de ma- 
yo, produjo su informe de inmediato, elaborando las ba- 
ses para la adquisición directa, bases que fueron aproba- 
das por el Directorio de ANTEL por resolución N? 674/83 
de 30 de mayo de 1983. 


ANTEL resolvió que la adquisición directa, aunque 
estaba autorizada a efectuarla a cualquier empresa, sola- 
mente la realizaría a alguna de las firmas que se habían 
presentado a la licitación, a cuyo efecto hizo ¡legar a todas 
ellas las bases a que se refiere el párrafo anterior. 


Se les pidió a las firmas que habían participado en la 
licitación, nuevas ofertas sin modificación de las condi- 
ciones técnicas. Se les exigió que presentasen, asimismo, 
soluciones de pago. También se les pidió que se compro- 
metieran a comprar materia prima o artículos nacionales 
por una cantidad equivalente al monto de la operación. 


La Comisión Asesora antes mencionada produjo su dic- 
tamen de evaluación, opinando que sólo una firma se ajus- 
tó estrictamente a la oferta técnica presentada en opor- 
tunidad de la licitación —condición impuesta en las ba- 
ses— por lo que aconseja que la adquisición se adjudique 
a la misma que es la empresa Ericsson de Suecia. Así lo 
resolvió el Directorio de ANTEL con fecha 15 de mayo 
de 1984 en Resolución N? 526/84. 


Pasado el expediente al Tribunal de Cuentas, este or- 
genismo, con fecha 2:de julio de 1984 otorgó la autoriza- 
ción a que se refiere el artículo 29, apartado 3? “in fine”, 
de la Ley de Contabilidad y Administración Financiera. 


El Poder Ejecutivo, por su parte, con fecha 23 de ju- 
llo de 1984 aprobó la Resolución del Directorio de ANTEL 
cometiéndole, en coordinación con el Banco Central y la 
Dirección de Comercio Exterior del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, la ceiebración de los contratos. 


En el planteo de la adquisición directa se estableció 
que la firma adjudicataria debería financiar el compo- 
nente en moneda extranjera del total del monto de la 
compra a realizar, con un plazo de diez años, con tres 
años de gracia, y también la adquisición como contrapar- 
tida, de productos uruguayos por un monto equivalente 
al cien por ciento del valor de la oferta, en un plazo de 
cinco años y sin que dicha adquisición interfiriera con 
otros acuerdos o con las exportaciones de productos uru- 
guayos a mercados tradicionales. 


La adquisición aprobada era parte del plan quinque- 
nal de inversiones de los años 1981-85 financiado parcial- 
mente con fondos provenientes del préstado 2033/UR del 
Banco Mundial (BIRF). Al financiarse de otra manera, 
los fondos destinnados originalmente a esta adquisición 
pudieron ser reasignados a otros componentes del plan quin- 
quenal citado, pero para que esta reasignación tuviera lu- 
gar, era necesario que los contratos relativos a la adqui- 
sición de las centrales digitales se formalizaran en un pla- 
zo no mayor a sesenta días. A ese efecto el Poder Ejecu- 
tivo ereó una Comisión con el cometido de asesorar al 
Directorio de ANTEL en la preparación de los documen: 
tos respectivos, integrada por un miembro del Directorio, 
la SubDirectora de la Dirección de Comercio Exterior, un 
representante del Banco Central y un representante de 
SEPLACODI. 
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Con fecha 9 de noviembre de 1984 ANTEL aprobó 
el proyecto de contrato a celebrarse con Ericsson, ad-refe- 
réndum del Poder Ejecutivo, y aprobó también el proyecto 
de acuerdo de contrapartida a firmarse entre la Dirección 
de Comercio Exterior del Ministerio de Economía y la fir- 
ma “A.B. Alerta” de Suecia que había sido designada 
por Ericsson como entidad responsable de las compras, 
constituyéndose Ericsson, en fiadora solidaria e indivisi- 
ble. - 


El financiamiento del cien por ciento del monto de los 
suministros y servicios de origen sueco se realizó por me- 
dio de préstamos proporcionados: 


A) por los Bancos Skand:naviska Enskilda Banken, 
Svenska Handisbanken, Swedbank, y Forsta Spar- 
banken por un monto máximo de U$S 1:950.000 
(un millón novecientos cincuenta mil dólares ame- 
ricanos); 


B) por los Bancos mencionados en la letra anterior 
y el Skanska Banken por un monto máximo de 
U$S 11:050.000 (once millones cincuenta mil dó- 
lares americanos). 


El Directorio de ANTEL por resolución N? 1458/84 
de fecha 9 de noviembre de 1984 aprobó, el referéndum 
del Poder Ejecutivo los proyectos de contratos con los Ban» 
cos de Suecia mencionados. 


El Poder Ejecutivo por resolución NY 62-859 de 19 
de noviembre de 1984 aprobó: 


A) el proyecto de contrato y sus anexos a celebrarse 
entre ANTEL y Ericsson para la compra de las 
centrales por un monto máximo de U$S 87:000.000 
(ochenta y siete millones de dólares americanos) 
y de N3 153:675.000 (nuevos pesos ciento cin- 
cuenta y tres millones seiscientos setenta y cinco 
mii); - 


B) el financiamiento por un monto máximo de dóla- 
res 74:000.000 (setenta y cuatro millones de dó- 
lares americanos) en el cual figura ANTEL como 
deudora, el Banco Central como avalista y Eric- 
sson do Brasil Comercio e Industria S. A., como 
acreedor; sl 


C) el proyecto de acuerdo de contrapartida a cele- 
brarse entre la Dirección de Comercio Exterior y 
la firma A. B. Alerta, para la compra, por esta 
última, de productos uruguayos por un monto 
equivalente al 100% del valor del contrato de 
USS 87:000,000 (ochenta y siete millones de dó- 
lares americanos). 


Por otra resolución de la misma fecha -—19 de novlem- 
bre de 1984— el Poder Ejecutivo aprobó los contratos 
de préstamos, sus anexos y pagarés correspondientes, ce- 
lebrados por ANTEL con los Bancos suecos antes mencio- 
nados en los cuales el Banco Central figura como garante. 


De las restantes empresas que habían tomado parte, 
primero, en la licitación N9 300 dejada sin efecto y luego 
en el pedido de precios, Siemens A. G., G'PE Internacional 
Inc. Standard Eléctrica S. A. y C. ITOH y Co. (Uruguay) 
S.R.L. se presentaron, separadamente, con recursos de re- 
vocación contra la Resolución del Poder Ejecutivo y de 
revocación y de anulación en subsidio contra la resolución 
del Directorio de ANTEL. El Poder Ejecutivo por resolu- 
ción de 15 de noviembre de 1984 desestimó los recursos 
instaurados contra su resolución de 27 de agosto anterior. 


CAPITULO 49 
Contrato de compra 


Este contrato fue otorgado el 20 de noviembre de 
1984 siendo las partes, ANTEL por un lado y Telefonak- 
tiebolaget L.M. Ericsson por el otro. Por este contrato, 
Edicsson se comprometió a realizar y entregar una red 
de centrales telefónicas digitales urbanas y una central 
de tránsito mixto interurbano internacional electrónico 
digital en Montevideo, realizando el proyecto de ingenie- 
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ría, suministros, instalación, integración, pruebas, opera- 
ción y mantenimiento y capacitación de personal, todo 
de acuerdo a lo estipulado en el pliego de condiciones. 


El precio del contrato asciende a la suma de U$S 87 
millones (ochenta y siete millones de dólares estadouni- 
denses) y N$ 153:675.000 (nuevos pesos ciento cincuenta 
y tres millones seiscientos setenta y cinco mil), 


La forma de pago es la siguiente: 
A) Pagos en moneda extranjera. 
Suecia 


15% del monto total de suministros y servicios equi- 
valentes a U$S 1:950.000 a los sesenta días siguientes 
a la firma de este contrato. 


85% del valor de cada suministro proveniente de Sue- 
cia equivalente a U$S 10:409.837 contra presentación 
de los documentos de embarque. 


85% del valor de los servicios provenientes de Suecia, 
equivalente a U$S 640.163 contra presentación de fac- 
turas aceptadas y conformadas por ANTEL. 


Brasil 


10% del monto total de suministros y servicios, equi- 
valente a U$S 7:400.000, a los trescientos sesenta y 
cinco días sigulentes a la firma de este contrato. 


5% del monto total de suministros y servicios, equi- 
valente a U$S 3:700.000, a los trescientos sesenta y 
cinco días siguientes a la firma de este contrato. 


85% del valor de cada suministro equivalente a 
U$S 55:306.800 contra presentación de los documen- 
tos de embarque. 


85% del valor de los servicios equivalente a U$S 
7:593.200 contra presentación de facturas aceptadas 
y conformadas por ANTEL. 


Estos pagos serán financiados de acuerdo a los 
términos de los contratos de financiamiento, no te- 
niendo responsabilidad alguna ANTEL si las entida- 
des que otorgan el financiamiento no cumplen con 
los pagos en los plazos acordados por causas no im- 
putables a ANTEL u otras autoridades gubernamen- 
tales uruguayas. 


B) Pagos en moneda nacional. 
Servicios y suministros locales, 


5% del monto total correspondiente equivalente a 
N$ 5:052.166, dentro de los sesenta dias siguientes a 
la firma de este contrato. 


80% del monto total correspondiente equivalente a 
N3 80:834.655 por pagos mensuales de acuerdo con el 
cronograma de desembclsos que se acordará conjun- 
tamente con el proyecto de ingeniería definitivo. 


15% del monto total correspondiente equivalente a 
N3 15:156,498 con la aceptación previa de cada en- 
tidad. 


Fletes en territorio nacional 

El monto total se pagará por flete real como reembol- 
sos de gastos de acuerdo al cronograma de desem- 
bolsos. 


Operación y mantenimiento. 


100% del monto totaj correspondiente equivalente a 
N$ 50:895.868, por pagos mensuales de acuerdo al cro- 
nograma de desembolsos. 
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Los precios en moneda nacional serán ajustados de 
acuerdo a Jo que surja del Boletin Mensual publicado por 
la Dirección General de Estadistica y Censos con refe- 
rencia al índice medio de salarios. 


El atraso en los pagos dará derecho a Ericsson a 
aplicar una tasa de interés sobre los montos impagos no 
superior a la tasa básica fijada por el Banco de la Repú- 
blica para operaciones con recursos propios, El atraso en la 
aprobación de las facturas de los pagos en moneda ex- 
tranjera, devengará una tasa de interés anual igual a la 
LIBOR más dos puntos. 


Con cuarenta y cinco días de antelación a cada uno 
de los pagos mencionados precedentemente, Ericsson de- 
berá constituir una garantía financiera por una suma 
igual. 


Erjesson garantiza los equipos por un periodo de un 
año a partir de la recepción provisoria de cada obra; sin 
perjuicio de que esta garantía sólo finalizará una vez que 
se haya otorgado la recepción definitiva respectiva. 


Los precios en moneda extranjera también serán rea- 
justados aplicándose fórmulas paramétricas detalladas en 
el contrato. 


Ericsson tendrá a su cargo el pago de todos los im- 
puestos, tasas y gravámenes que correspondan de acuerdo 
con Jas leyes uruguayas. También deberá cumplir con to 
das las obligaciones relacionadas con cargas soctales pa: 
tronales. Deberá asegurar las obras contra todo riesgo. 
ANTEL podrá proceder a inspeccionar la fabricación de los 
equipos y efectuar las pruebas en el sitio de su instalación 
por sí misma o por persona o entidad delegada. 


Cualquier controversia o diferencia que surgiera en- 
tre las partes que no pudiera ser resuelta amigablemente 
será sometida a un Tribunal Arbitral compuesto por tres 
miembros nombrados, uno por cada contratante y el ter- 
cero por los dos anteriores. Si estos dos no se pusiesen de 
acuerdo en el nombramiento del tercer ámbito éste será 
designado por el Presidente de la Suprema Corte de Jus- 
ticia. El fallo del Tribunal será definitivo y obligatorio. 


El contrato queda sujeto a la legislación. jurisdicción 
y competencia de los Tribunales de la República. 


Rescisión del contrato. Se establecen en la cláusula 
vigésimo primera diversas causas de rescisión del contra- 
to y las responsabilidades consiguientes para el culpable 
de la misma. 


CAPITULO 52 
Contrato de contrapartida' 


Este contrato fue otorgado el 20 de noviembre de 
1984 siendo las partes del mismo, por un lado la Dirección 
General de Comercio Exterior del Ministerio de Economia 
y Finanzas; por otra parte AB Alerta (ABA) de Suecia; 
y por otra parte Ericsson de Suecia. En este contrato se 
establecieron los términos bajo los cuales se habrá de dar 
cumplimiento a las adquisiciones de productos uruguayos 
en contrapartida a la compra, por ANTEL, de centrales 
telefónicas. 


La adquisición de productos uruguayos será por un 
monto equivalente al cien por Ciento del valor total de 
la moneda extranjera de la adquisición de ANTEL. 


Con la finalidad de cumplir tal requisito la firma 
Ericsson designó como responsable de las compras a la 
Empresa ABA. La adquisición de productos uruguayos de- 
berá realizarse en un plazo máximo de cinco años con: 
tados a partir de la fecha de este contrato. Las compras 
deberán alcanzar cada doce meses a contar de la fecha, 
como mínimo, el 20% del valor total de la contrapartida, 
pudiéndose imputar los excedentes a los compromisos de 
compra del o los años siguientes. Si el contrato de sumi- 
nistro de las centrales fuese rescindido ABA tendrá dere- 
cho a dar por terminado este acuerdo. Las adquisiciones 
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que se efectúen deberán celebrarse a través de contratos 
comerciales independientes entre ABA o las terceras per- 
sonas jurídicas adquirentes y las firmas uruguayas ex- 
portadoras. Sus exportaciones de productos objeto de es- 
te acuerdo recibirán el mismo tratamiento establecido 
por el régimen general aplicable a las exportaciones. Los 
productos uruguayos a ser adquiridos serán seleccionados 
de una nómina que se Considera parte integrante de este 
contrato, Las exportaciones objeto de este acuerdo no de- 
berán interferir en el cumplimiento de Otros acuerdos 
suscritos por el Uruguay ni competir en sus mercados tra- 
dicionales de exportación. Un 10% de los productos uru- 
guayos exportados, como mínimo, tendrán como destino 
los países escandinavos. Eriesson se constituye en fiador 
solidario e indivisible de ABA. Las divergencias suscitadas 
en el cumplimiento de este contrato serán sometidas a ar- 
bitraje. Para todos los efectos de este contrato serán de 
aplicación la legislación, jurisdicción y competencia de 
Jos tribunales uruguayos. 


CAPITULO 6% 
Ritmo de la tramitación 


La Comisión plantea a la atención de los señores se- 
nadores un aspecto de este asunto que entiende debe con- 
siderarse. El se refiere a la celeridad desacostumbrada 
que se observa en el cumplimiento de las diversas etapas. 


El 10 de mayo de 1983 se dejó sin efecto la licitación. 
El 17 de mayo de 1983 se resolvió la compra directa. 


El 20 de mayo de 1983 el Poder Ejecutivo autorizó la 
compra directa, 


El mismo 20 de mayo de 1983 se designa una conmi- 
sión asesora para el elaborar bases de negociación. 


El 26 de mayo de 1983 presenta las bases eleboradas. 
El 30 de mayo de 1983 ANTEL aprueba esas bases. 

El 15 de mayo de 1984 se resolvió comprar a Ericsson. 
El 2 de julio de 1984 se expidió el Tribunal de Cuentas. 


El 23 de julio de 1984 el Poder Ejecutivo aprobó la 
compra. 


El 9 de noviembre de 1984 ANTEL aprobó el proyecto 
de contrato y el proyecto de acuerdo de contrapartida y 
también los proyectos de contratos con los Bancos sue- 
cos. 


El 15 de noviembre de 1284 el Poder Ejecutivo deses- 
timó los recursos de las demás empresas. 


El 19 de noviembre de 1984 el Poder Ejecutivo aprobó 
los proyectos de contratos. 


Esta tramitación se llevó, como puede advertirse, a 
un ritmo desúsado en los anales de nuestra administra- 
ción y de nuestra burocracia. 


Si ello fuera síntoma de un mejoramiento generali- 
zado que impusiera nuevas normas y responsabilidades 
acordes con una orientación renovadora de viejas prác: 
ticas, tendría que ser motivo de satisfacción. 


La Comisión no obstante, entiende que lo insólito de 
las circunstancias hace conveniente estudiar más a fondo 
el proceso de esta adquisición. 


Los altos intereses en juego, la magnitud técnica, 
económica y financiera de la operación, las resultancias 
€ implicaciones de cada una de las decisiones tomadas 
por las diversas autoridades intervinientes hacen suponef 
que antes de adoptarlas debieron merecer un estudio 
profundo y detallado. Como de la simple cronología de los 
acontecimientos resulta que se adoptaron, en días, resolu- 
ciones que normalmente insumen para su estudio lapsos 
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más prolongados, la Comisión entiende que no sería ocio: 
so profundizar en la consideración de este aspecto. 


CAPITULO 79 
Opiniones favorables y desfavorables 


La Comisión oyó con referencia a esta adquisición de 
centrales digitales, las más diversas opiniones. 


La mayor parte de ellas provinieron de ingenieros 
que se expidieron técnicamente. 


Dado que el Parlamento —y por tanto la Comisión— 
no cugnta con asesoramientos propios, debemos circuns- 
cribir nuestro informe, en ese aspecto, a recoger y anali- 
zar, con las limitaciones consiguientes, opiniones teñidas 
en cierto modo de alguna parcialidad, en uno u otro 
sentido, 


El grupo de trabajo técnico designado por Resolución. 
N* 954/84 para colaborar con la Comisión de Negoctación 
en las tratativas previas a la firma del contrato presen- 
tó un informe que obra en el Distribuido N9 53 y fue Jue- 
go rezibido por esta Comisión en su sesión del 23 de mayo 
ppdo. (Distribuido N? 138). Este grupo está integrado por 
las siguientes personas: Ing. Juan Berruti, Ing. Carlos 
García, Ing. Ricardo Gómez, Ing. Rodrigo Diaz, Ing. José 
Saldías, Ing. Guillermo Langwagen, Sr. Enrique Brandes, 
Sr. Douglas White, Cdor. Hugo Mario Badano y Sr. Leo- 
peldo Eimer. 


Este grupo, cuando fue designado, elaboró un erono- 
grama donde se especificaban las tarcas, tiempos y re- 
cursos necesarios para el posterior estudio, previo al con- 
trato. Se proponia realizar un primer estudio detallado 
de los equipos y sistemas adjudicados y luego se preveía 
un período extra para la evacuación de dudas técnicas a 
través de consultas al oferente. La finalidad de la tarea 
a realizar en esa fase era dar al grupo de trabajo que 
colaborara en la implementación del contrato, las herra- 
mientas necesarias para poder determinar, por sus pro- 
pios medios, el equipamiento adecuado para cumplir con 
las especificaciones y los requerimientos de ANTEL. Se 
previó además, una revisión del proyecto realizada por 
especialistas, consistente en la obtención y análisis de di- 
versos datos que servirían para determinar algunos pa- 
rámetros como ser los referidos a nuevas centrales, cen: 
tro de tránsito, etc. y disponer de ellos en el momento 
de comenzar con una última fase del estudio técnico en 
la cual se definiria el proyecto de ingeniería del sistema 
a ser suministrado. No fue posible realizar el estudio téc- 
nico según la metodología mencionada anteriormente, 
restringiéndose la profundidad de los estudios y por lo 
tanto pudiéndose poner en duda algunos de los resulta- 
Gos alcanzados. 


La conclusión de este grupo de trabajo técnico, en su 
informe es la de que sería aconsejable realizar la revi- 
sión propuesta del proyecto según el cronograma plantea- 
do al que antes se ha hecho referencia y procurar del 
oferente toda la información necesaria, a fin de que fue- 
se posible determinar, antes de la firma del contrato. 
los equipos más convenientes para las actuales necesida- 
des de ANTEL. Al no haberse procedido de esta manera 
no le es posible asegurar en este momento, que los ti- 
pos, cantidades y montos de equipos del contrato sean 
los más adecuados para instrumentar un sistema conve: 
niente para ANTEL. 


Este informe se acompañó, en su presentación a AN 
TEL, de varios Anexos. 


Durante su concurrencia personal a la Comisión los 
integrantes de este grupo ratificaron en lineas generales 
lo manifestado en su informe haciendo además, a reque- 
rimiento de la Comisión, algunas precisiones importantes. 
Asi se indicó que el cometido del grupo no era el de opl- 
nar sobre la conveniencia o no de la compra sino el de 
lograr una redacción del contrato lo más conveniente pa- 
ra ANTEL. No obstante preguntados expresamente por 
la Comisión. expresaron que a pesar de las dudas que 
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surgen del informe, el equipo comprado es bueno y su 
compra es muy favorable para «el pais, Informaron tam- 
bién que hubiera sido deseable que los proyectos de in- 
genier:a definitivos se realizaran antes de la firma del 
ecntrato, pero que ei el pliego de condiciones estaba es- 
tablecido que se realizarían después de la firma, solución 
que ellos objetan. La diferentia consiste, según ellos, en 
que es mejor llegar al coutrato sabiendo lo que se debe 
comprar y negociar, en la parte técnica, sin haber firma- 
do el contrato, con ¡a fuerza que da el saber que, si rio 
se llega a un acuerdo, el contrato no se firma. En cam- 
bio, una vez firmado el contrato se empieza a perder 
fuerza negociadora. 


Es de hacer notar que el informe de este grupo de 
trabajo fue entregado al Directorio el 20 de noviembre o 
sea el mismo día en que se firmó el contrato y si bien 
algunos de los Ariexos que lo integraban se entregaron an- 
tes, Jo fuerca sin firmar y sin redacción definitiva ya 
que posteriormente fueron modificados. Esto revela un 
desajusto digno de explorarse desde que si se sabia con 
anterioridad la fecha en que se firmaría el contrato, la 
presentación del informe debió producirse con la suficien* 
te antelación como para dar al Directerio tiempo para 
considerarlo; y si la fecha de la firma se fijó sin esperar 
al informe, revela un apresuramiento que de no estar 
muy bien motivado, no justifica el haber prescindido del 
informe. 


Otros señalamientos efectuados por estos técnicos con- 
sisten en confirmar que el costo de una central digital 
es mucho menor que el de una e'estromecánica tanto 
en ste instalación como en su mantenimiento: que permi- 
te ofrecer al abonado no sólo un servicio superior sino 
muevas opciones y posibilidades que no brinda el equipo 
electromecánico en muchos casos porque es dificil y en 
otros porque es imposible. 


Interrogados sobre la pesibilidad de interrumpir la 
construcción a efectos de un mejer estudio, expresaron 
que todas las obras tienen etapas de realización. No po- 
dría corta una central a la mitad porque se correría 
el riesgo de doiar fuera a'gunos elementos que impidieran 
que pudiera funcionar la ctra mitad, Se podría, sí, redu- 
cir el tamaño de la central pero ello implica un nuevo 
diseño. Teniendo en cuenta todo esto se pueden instalar 
diez o veinte centrales. siempre que se concreten las eta- 
vas Correspoolientes para qne esa obra pueda tomar Con- 
tacto con las restantes. No habría inconveniente en fir- 
mar un contrato por 50.000 líneas. Por supuesto. que no 
siempre es posible cortar tetalmerte un trnbaio nre sé 
pensaba hneer en dos etapas. En cuanto al número de 
centrales, en lugar de hacer treinta pueden hacerse cin- 
ro siempre y cuando se completen esas cinco. 


Arloraren también los técnico: que el sistema digital 
actualmente es el mejor existente en el mundo y funcio- 
na er numerosos países. Entienden finalmente que no 
rín conveniente cemprar un sistema electromecánico por- 
que actualmente es obsoleto y resultaría más caro. 


La Comisión también recibió a un grupo de ingenie- 
ros integrantes del llamado “Movimiento de Ingenieros, 
Renovación y Participación”. Vinieron a la Comisión los 
ingenieros Asdrúbal Carranza, Juan Giempone y Jorge 
Puchet que expresaron poder invucar la representación 
de la mayoría de la Asociación de Ingenieros. Sus derla- 
raciones constan en el Distribuido N9 172 y dada la com- 
plejidad de los temas técnicos que encaran resulta di- 
ficil compendiarjas en el escueto marco de este informe. 
Señalan que esta compra no fue precedida de los estudios 
suficientes. Obietan la cantidad de lineas a instalarse y 
dicen que existen aproximadamente 36.000 líneas absoletas 
que es necesario reemplazar, sumadas las cuales a la de- 
manda que ellos prevén para los próximos cinco años y 
que estiman en 40.000 lineas daría un total necesario de 
76.060, muy inferior a las 200.000 que se están comprando. 
Señalan que lo prudente y aconsejable sería hacer una 
sustitución anual de líneas que no fuera superior al 10%. 
Objetan el hecho de que en la compra no se haya te- 
nido en cuenta a la industria y técnica nacionales y 
basándose en el antecedente constituido por las centrales 
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de Telex que fueron instaladas por técnicos uruguayos 
consideran que un proyecto nacional de centrales teieió- 
nicas podría ser factible. Se requerirían, a su juicio, mil 
meses-hombre de trabajo técnico lo que se traduce en 44 
técnicos trabajando durante 30 meses, Reconocen que el 
pais necesita en los próximos dos o tres años, de 30.000 
2. 40.000 ¡íneas. Xl proyecto nacional no puede suminis- 
hrar esa solución atites de 1990 ó 1991. La conclusión e 
que llegan es la de que es necesario comprar ahora lo in- 
dispensabie para el periodo que va desde ahora a 1991. 
En cuanto al proyecto nacional, requeriria la intervern: 
ción del Estado. 


En relación con algunos aspectos de las opiniones 
iócnicas resumidas precedentemente «€l Dirertovio de 
ANTZL y sus asesores se expidieron ideniicstando que 
cuando el ente hizo ¿a licitación pública de las central 
no tuvo en cuenta la posibilidad de licitar en el país ni 
podría hacerlo, ya que aquí no se pueden realizar las 
centrales Civiteles con la rapidez, experiencia y contralor 
cientifico y técnico que pueden traerse de los. palses que 
originariamente poseen la técnica. 


Señalaron que ANTEL no está pegando un precio ex- 
cesivo porque hubo una competencia entre las diversas 
firmas —ocho-- que se presentaron. todas las cuales cue- 
rían ganar y ofrecían sus eroductos al menor pe pasj- 
ble. 


En cuanto a las posibiudades de la industria nacional 
señalaron lo siguiente. A instancias de ANTEL la indus- 
tria nacional, hace algún tiempo, había empezado a en- 
carar la elaboración de una pequeña central de Telex que 

podía atender 123 líneas entre números y troncales a di- 
versos lusares. Ese desarrollo fue propiciado por ANTEL 
meciante una licitación que fue ganada por un Censar- 
cio de des empresas de plaza. 


Esto ha dado la idea de que un tema como +] de las 
centrales Cigitales podría ser desarrollado en nuestro país. 


El Ing. Peluffo, de TEL recercá, como antecede 
te ilustrativo que en ccasión de haberse realizado +n Gí- 
nebra, en 1982, a exposición de telecomunicacionez que 
se denorrinó “Telecom 83” se publicó en el “Business 
We:k” una nota dedicada especialmente a las comprecos 
que desarrollaban sistemas de conmutación digital. En di- 
cho artículo se estimaba que el tiempo necesario para lo- 
uan desarrollo cue llevase a un fin comercial era de 
cis a siste años con una inversión cercana a los m i 
llones de dólares. Agregó el Ing. Peluffo añe tuvo 08 
de observar los centros de desarrollo de buena parte de 
esas empresas y encontró que para lograr ese desarrollo 
se está trabajando en grupos de doscientos a echocientos 
ingenieros durante seis u ocho años. 


A estas consideracicnes agrega las suyas el Ing. Ul- 
ses Anaya, miembro d-1 Directorio de ANTEL ¿e ¿n y 
niíjesta que cree que la industria nacional puede desarro- 
larse en muchos campos, que potencialmente es capaz 
de hacer muchas cosas pero hay que pensar en q 
po y a qué casto, El propio informe de los ingeniero: 
mina recomendando un estudio de factibilidad. Quiere 
decir que no asegura la viabilidad de esta construcción, 
porque, en el fondo, subyace un problema económico. 


Participa en cambio del informe del grupo de inge: 
nieros en el sentido de que podría haberse hecho una con- 
pra más moderada estudiando, paralelamente, las posibi- 
lidades de la industria nacicnal. Si realmente existiera, 
tal vez dentro de cinco años se podría terminar la red 
con producción uruguaya. Entiende, pues, que podrían ha- 
berse comprado menos de doscientas mil líneas. 


En este capitulo en que consignamos diversas opinio- 
nes vertidas sobre esta compra, nos parece oportuno se- 
ñalar que durante el año 1984 y con motivo de las trami- 
taciones administrativas que trascendieron a la opinión 
pública, la prensa nacional se Ocupó del tema en varias 
oportunidades. El diario “El Día” publicó algunos artícu- 
los en los que a la vez de señalar la necesidad de que el 
mois no permanezca ajeno a los avances tecnológicos en 
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esta tuateria, manifiesta su preocupación por el excesivo 
hunto de la operacion proyeviada, dado el preexistente 
vulugn ad engcuatuicuto exterro, 


También los partidos políticos integrantes de la co- 
mision multpartiaaria, con iecha 19 de setiembre de 1984 
expidierun un comunicauo, exigiendo úe ¡as auturidauées 
pertinentes ia postergación de ía firma del contrato, 


De esta resolución se hicieron eco, para apoyarla ¡os 
periodicos “Colreo de los Viernes”, “La Democracia”, 
“Crónicas Económicas”, “Aquí”, etc. 


Asimismo el Sr. Representante Nacional Ricardo Ro 
cha fmaoz del Partido Nacional, hize una exposición en 
la susión de la Cániara ue Liputados del 7 de riayo de 
1985 reclamando que se busque la forma de declarar la 
nulidad de iodo io actuado y que se investigue a fondo 
todo el asunto para determinar ws correspondientes res- 
ponsabilidades. 


CAPITULO 82 
Estado de cumplimiento 


En su sesión del 13 de junio la Comisión recibió el 
Directorio de ANTEL del cual concurrieron t'dos sus 
miembros o sea su presidente Sr. Gilberto Acosta Arteta 
y sus vocales señores Dr. Miguel Vi:ytzs Romero, Dr. 
Oscar Rodríguez Pórez, Esc. Josá Daría Speranza Di “er- 
vi e Ing. es Anaya. Fueron acompañad por lo 
sores Ing. Eduerdo García Resueiso, Cócr. Omer Poeciro. 
Dr. Frantisco E hezarreta, lug. Luis Mi. Felulfo, £ ¿van 
Berruti, Cdou. Medina e (ng. Bordabehere. 


interrogados por la Cuiwisión acerca Gel estado en 
que se encontraba la ejecución del contrato masdiesta- 
ron que de »cuerto al cronograma previsto en el contrato, 
se han realizado ios trabajos de relevamiento de lo red 
troncal de Montevideo, una optimización del enrutamier- 
to entre centrales, el proyecta de ingeniería para las cen: 
trales que se habililan en la primera etapa y también se 
presentó el proyecto de inseniería definitivo del total de 
las cbras ecnt.atadas. También se ha comenzado un plan 
de capacitación del perseno! eruguayo cue posteriormente 
Ceberá rorlizar las prueb=s en los equipos entregados y 
que en el r:iomento oportuno tomará a su cargo las opera- 
ciones y mantenimirnto de los misinos. Con respezto a los 
equipos en sí. se ha realizado el primer embarque de ma- 
terial de montaje aque ya se encuentra en el puerto de 
Montevideo. Dicho materia! está constituido por cables, 
hierres y demás elementos de la central. 


En cuanto a la capacitación de técnicos, se desarro- 
12ó en varios niveles. Hubo un primer Curso de empalme 
fe fibra óptica, que es el medio de trasmisión que se va 
a utilizar en las centarles. Las centrales, que son electro- 
mecfnicrs se comunican entre sí a través de cables de 
cobre en una proporción de dos hlios de cobre por cada 
comunicación. En cuanto a las centrales digitales es com: 
veniente que se conecten entre sí para lograr un mayor 
Aprovecharriento de las líneas físicas, Entonces, la prime- 
ra, etapa de interconexión digital es aquella en la cual se 
utilizan equipos que trasmitan cada dos pares: es decir, 
cuatro hilos de cobre pueden establecer treinta comunica- 
ciones simultáneas. Una segunda etapa para el mejor 
aprovechamiento es la comunicación a las centrales por 
una línea especial que en vez de ser de cobre es de fibra 
óptica, que se compone de vidrio y plástico. La trasmi- 
sión se hace entonces por medio de la luz, con lo gue 
se logra colocar, treinta, ciento veinte o cuatrocientas 
ochenta conversaciones pcr una sola fibra, según el equi- 
po que se colocue en los extremos, 


En el contrato con Ericsson se incluye la Compra de 
fibra óptica y los equipos de trasmisión que ella requiera. 


El curso de empalme de fibra óptica se realizó en 
el Uruguay y a él concurrieron varios técnices de la Ad- 
ministración. Además se dictó otro curso con respecto a 
los equipos de alre acondicionado, sistemas de.alearma y 
de extinción de incendios, que se realizó en Brasil. Estos 
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cursos son los menos impertantes. Los cursos de mayor 
“rascendencia son los de equipos ae trasmisión que se dic- 
taron en Suecia y que están incluidos en este Contrato 
siendo de señalar que estos cursos están prácticamente 
finalizados. Por otra parte, les cursos sobre las centrales 
en sí y sobre los equipos de conmutación de dichas cen- 
trales se están realizando en Brasil y se encuentran bas- 
tante avanzados en su desarrollo. 


Teniendo en cuenta lo precedentemente expuesto en 
cuanto al estado de ejecución de lo contratado, la Comi- 
sión se imteresó por saber a cuanto asciende, en dinero, 
el valor de ¡o cumplido, Aunque la cuantificación exacta 
o sea fácil de establecer, puede estimarse, aproximada- 
mente, en los siguientes términos. El proyecto de inge- 
niería definitivo presentado a ANTEL por Eriesson da un 
monto total, de los elementos que se detallan en él, del 
orden de los U$S 80:004.100. De ese costo total se han 
emplido cursos de un valor aproximado de U$S 500,000. 
Hay en el puerto (al 13 de jutiijoj material por valor de 
USS 300.000 y se'ha realizado un relevamiento de las 
redes troncales que tiene un costo aproximado de USS 5 
millcnes a valores actuales. Faltaría agregar a esto el 
valor de la cantidad de equipos fabricados en Brasil y 
en fuecía que en estos momentos (+3 de junio) están 
listos para ser embarcados. 


Si el estado de cumplimiento lo encaramos desde el 
A izta de los pagos etectuados por ANTEL, tene- 
fos que esnsiderar tanto los desembolsos efectuados co- 
mo la firma de documentos que implican compromisos del 
organismo. En ese sentido puede informarse que en pagos 
ya realizados en efectivo ANTEL ha desembolsado 771.000 
úélares y N$ 5:052.000 (21 13 de junio). Eso incluye, bási- 
camente, costos finanticros de los contratos de financia 
miento, comisión de cortrato, comisión de compromiso. 
etc. y un primer adelanto de suministros y servicios en 
iieneda nacionel Puede estimarse que en el resto del 
ña 3985 deberán rezlizarre desembolsos efectivos de 
ANTEL per USS 1:260.002. A la vez existen documentos 
firmados por USS 10:054.000 correspondientes a los con: 
tratos de financiamiento. 


CAPITULO 92 


10n 


Consecuencias de la rese: 


La rescisión del contrato de compra implica multas, 
pérdidas y otra serie de consecuencias y posiblemente al- 
“cuna repercusión en el ámbito internaciona] espetial- 
mento en lo que refiere a nuestras relaciones comerciales 
con Brasil 


Fegún el Directorio de ANTEL, en el Caso de Yesci- 
ción. quedarían obras sin utilizar ya sea realizadas o 
en curso de €jecución mediante contratos ya firmados con 
varias empresas y en las cuales, por eiemplo en la parte 
de conmuteción con el interior, quedarian sin uso equi- 
pos de las centrales automáticas interurbanas gue, al no 
tener la correspondencia de equipamiento y del tráfico 
generado por los abonados de Montevideo o hacia ellos 
no producirían los beneficios esperados. Es bastante difi- 
cil evaluar el monto, en ese caso, porque son equipos que 
pueden ir hacia distintas direcciones. 


En la parte de trasmisión, con una consecuencia si- 
miler a la expresada anteriormente, porque quedarian 
inactivos enlates efectuados en microondas y que son 
inversiones ya realizadas. Se ha estimado que lo que que- 
da sin utilizar es un importe de cinco millones de dó- 
lares, 


Agemás, si no hay una central internacional auto: 
mática ANTEL deberá seguir arrendando, como se ha he- 
cho hasta el año pasado, canales a través de ENTEL 
Argentina. En la nueva estación terrena —la standard A--— 
tiene un importe aproximado a los once millones de dó- 
lares. 


En cbras civiles, las redes de cables de distribución 
telefónica que pueden asignarse a la parte de centrales 
digitales, se estiman en U$S 10:200.000. En edificios, los 
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compromisos de construcciones afectadas a nuevos servi- 
clos de centrales digitales y ampliaciones, el monto es 
de U$S 1:600.000, Por otra parte, de no ampliarse la red 
de Montevideo, habría que realizar obras Compiementa- 
rias para atender las necesidades imprescindibles de los 
servicios, tanto a nivel de telediscado nacional como inter- 
nacional semi-automático. De manera que se estima que 
estos equipos, si se decidiera postergar el plan de cen- 
trales digitales, tendrían que ser levantados con un costo 
estimado de U$S 2:000.000. 


Hay además once mil números instalados en cinco 
centrales transportables, que iban a ir para ei interior. 
Si ellos no se recuperan, nuevamente habrá la alterna- 
tiva de retrasar en cuatro años las mejoras, a realizar 
en el interior o bien adquirir equipos electro-mecánicos, 
con las consiguientes consecuencias negativas de mayor 
costo por número y aumento de equipamiento con tec- 
nología antigua. A ello se adicionaria el costo de los edi- 
Ticios, de los contenedores que correspondiera comprar y 
si se dispusiera Comprar este equipamiento a fin de se- 
guir con esas ampliaciones o mejoras para la automati- 
zación del interior, el costo sería de unos USS 5:000.000. 


El total que podrían establecerse, pues, según el Di- 
rectorio oscilaría, según el caso entre U$S 29:000.000 y 
U$S 34:000.000 si se adopta la alternativa. 


Esto es desde el punto de vista de la evaluación en 
dinero, pero también hay servicios que durante ese lap- 
so, sino se hace la ampliación de Montevideo, con cen- 
trales digitales o de cualquier otro tipo, no se van a po- 
der prestar para las centrales del interior. 


Por otro lado, no se podrá mejorar la calidad de la 
comunicación, pues casi la mitad de los equipos de comu- 
nicación, por ser de diseño antiguo y por su extenso uso, 
generan ruidos y faltas que no son reducibles sustancial- 
mente. 


Existe además, según el Directorio, el aspecto relacio- 
nado con el Banco Mundial. Este organismo concedió un 
préstamo para financiar un proyecto de telecomunicacio- 
nes dentro del cual se estimaba que unos USS 35:000.000 
se destinarian a financiar parte de las centrales digita- 
les, Dentro del compromiso del préstamo. Montevideo fi- 
guraba con 208.000 números y el interior con 19.700, La 
no adquisición de las centrales digitales puede provocar, 
entonces, la rescisión del contrato de préstamo de USS 40 
millones. 


En otro aspecto de este tema de las consecuencias de 
una rescisión, se hace notar que según el contrato de 
compra, ANTEL, al rescindir por su sola voluntad deberia 
pagar en concepto de daños y perjuicios, un 6% del valor 
de las obras no realizadas aún. Esto en cuanto se refiere 
al contrato principal o sea el de compra. Existen además 
los contratos de préstamo con los Bancos suecos que en 
conjunto lo son por USS 13:000.000. En caso de que en el 
momento de la rescisión esos Bancos ya hubieran desem- 
bolsado alguna cantidad, podrán exigir el pago inmediato 
del total de lo prestado más la indemnización corres- 
pondiente. 


En lo que se relaciona con el contrato de contrapar- 
tida, también quedaría rescindido junto con el principal 
o sea anulada la colocación de productos uruguayos en 
el exterior por un importe de U$S 87:000.000. 


En la sesión del 27 de junio de 1985 la Comisión re- 
cibió al Director General de Comercio Exterior econo- 
mista Isidoro Hodara. Como resumen de sus manifesta- 
ciones puede decirse que la rescisión del contrato de con- 
trapartida repercutiría desfavorablemente en nuestras re- 
laciones comerciales con Brasil. Señala que las concesio- 
nes obtenidas en setiembre de 1984, en general conside- 
radas muy importantes para las exportaciones Uruguayas, 
de acuerdo a la perspectiva brasileña, fueron otorgadas 
con alguna vinculación al resultado de esta compra. En 
consecuencia y aun sin que exista una previsión a texto 
expreso, se puede presumir que Brasil no va a Continuar 
aceptando con el mismo buen grado las exportaciones 
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uruguayas que se beneficiaban de los resultados de deter- 
minadas negociaciones, en la eventualidad de que la com- 
yra se dejara sin efecto. 


Dentro d ela generalidad del tema abarcado en la 
reunión de la Comisión con el economista Isidoro A. Ho- 
dara merece señalarse a la atención de los señores sena- 
dores el hecho de que quien era Director de Comercio 
Exterior en la época de la firma del contrato pasó luego 
a integrar la Compañía Uruguaya de Exportaciones So- 
ciedad Anónima, compañia que entró a colaborar con 
ABA, la parte compradora en el acuerdo de contrapar- 
tida, circunstancia que haria muy valioso su testimonio 
“de realizarse futuras actuaciones. 


CAPITULO 10 
Conclusiones 


A' A juicio de la Comisión tanto los aspectos técnicos 
como los económic:-financieros Ofrecen múltiples fa- 
cetas cada una de las cuales daría lugar a desarro- 
llos extensos y profundos. La diversidad de opiniones 
recogidas, todas ellas avaladas, al parecer, con Cifras, 
afirmaciones, antecedentes y pronósticos aparente: 
mente sólidos, han dificultado la formación de un 
criterio terminante, con respecto a todos los aspectos 
de la tramitación que no ofreciera ninguna duda y 
que permitiera, en consecuencia, arribar a conclu- 
siones irrefutables sobre todos los temas. 


No obstante, como saldo de una trabajosa labor 
de estudio y de recepción de datos y Opiniones, la 
Comisión considera, en líneas generales, que el volu- 
men físico y financiero de la operación emprendida 
es notoriamente excesivo tanto para las necesidades 
como para las posibilidades del país. Es notorio que 
el endeudamiento externo gravita desmesuradamente 
en la economía nacional y que la atención de nues- 
tros compromisos exige un gran sacrificio al país. Por 
ello, la asunción de nuevas obligaciones, aun respon- 
diendo a loables destinos, debe encararse con un eri- 
Lerio restrictivo al máximo. 


La compra realizada, sin perjuicio de otras con- 
notaciones, parece excesivamente ambiciosa. No está 
determinada por graves urgencias puesto que éstas. 
que realmente existen en el área de las telecomun! 
caciones, podrían satisfacerse para los próximos años 
con un volumen de adquisiciones mucho menor. En 
el caso a estudio, la operación está concretada, los 
eamprom asumidos, la obra está en pleua ejecu- 
ción. No cree del caso la Comisión aconseiar como 
actitud conveniente la cancelación del contrato, la 
suspensión de los trabajos y la paralización de todo 
el emprendimiento. Entiende, sí, que debe intentarse 
una renegociación que permita efectuar una reduce: 
ción física y financiera acorde con las disponibuli- 
dades menguadas del erario. 


Tal reducción parece viable desde el punto de 
vista técnico, según surge de las actuaciones en las 
que puede advertirse que este criterio tanto en cuanto 
a la magnitud desmedida de la obra como a la posi: 
bilidad de su limitación es compartido incluso por 
técnicos del organismo; y es factible que en una nue- 
va negociación de las partes interesadas —ANTEL, 
Ericsson, Banco Central, Ministerio de Economía y 
Finanzas, Ministerio de Relaciones Exteriores--. se 
arribe a nuevos términos, conciliables con los reque: 
rimientos del servicio telefónico y con los recursos 
disponibles, 


B) En cuanto a las peculiaridades advertidas en el trá- 
mite de esta adquisición, la Comisión no se siente 
autorizada para imputar ilicitudes que de suyo son 
de dificil rastreo. Cree, sin embargo, que una inves: 
tigación concretada a ese solo aspecto contribuiria a 
determinar responsabilidades, si las hay y en cual- 
quier caso a clarificar las alternativas de un negocio 
que, por tener al país como protagonista debe ilumi- 
narse en todos sus detalles. especialmente si el mis- 
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mo ofrece aristas tan llamativas como la constituida 
por el ritmo acelerado de la tramitación. En la me- 
dida en que el Uruguay realiza convenios, acuerdos 
y contratos con organismos internacionales, con enti- 
dades extranjeras y con los demás paises, relaciones 
que por las circunstancias presentes en el mundo tiern- 
den a incrementarse, es imperativo afirmar la limpi- 
dez de los procedimientos como modo de contribuir a 
acrecentar un prestigio internacional que muchas ge- 
neraciones han forjado y que constituye una de nues- 
tras mejores credenciales. De ahi que la Comisión 
se permite sugerir a1 Senado la posibilidad de conti: 
nuar la investigación en este aspecto. 


Sala de la Comisión, 7 de noviembre de 1985. 


Dardo Ortiz, Miembro Informante, José Pedro Cardo- 
so, Enrique Cadenas Boix, Manuel Flores Silva, Carlos 
W. Cigliuti, Raumar Jude, Guillermo Garcia Costa. 
Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Léase el informe 
(Se comienza a leer) 


SEÑOR CERSOSIMO. — Formulo moción para que s£ 
suprima la lectura, ya que ha sido repartido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
para que se Suprima la lectura del informe. 


(Se vota:) 

—19 en 20, Afirmativa. 

En discusión el informe de la Comisión. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — El informe es lo suficientemente 
amplio como para ilustrar a los señores senadores sobre 
los aspectos principales de este asunto. Lo hemos reali- 
zado exprofeso, en forma más extensa que lo habitual en 
este tipo de informe para que, justamente. la ilustración 
a través del mismo, evilara en lo posible una discusión 
en Sala. No obstante elo estamos a disposición de los 
señores senadores para proporcionar los datos complemen- 
tarios que ellos estimen. 


SEÑOR CARDOSO. .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARDOSO,. -— Señor Presidente: la posición 
del representante del Frente Amplio en la Comisión In- 
vestigadora debió ser definida al considerarse —como lo 
estamos haciendo en este momento— el informe de la 
Comisión— por el señor senador Gargano, cuando me sus- 
tituyó en las dos licencias que me vi obligado a solicitar 
al Cuerpo. El señor senador Gargano actuó en la mayor 
parte de la investigación y trabajó en ella empeñosa- 
mente. 


Durante el período en que me reintegré al Senado 
—o sea al término de mi primera licencia— pude dis- 
poner de un copioso material, de voluminosos anteceden- 
tes, de declaraciones, documentos, versiones taquigráficas 
y, asimismo, asistí a algunas de las sesiones celebradas 
por la C:misión. Al mismo tiempo procuré también ase- 
soramiento de otras fuentes. A través de todo esto fui 
coincidiendo con las preocupaciones, con las dudas y con 
las alarmas del señor senador Gargano, de las que parti- 
cipé y participo hoy con más razón, en momentos en que 
consideramos el informe de la Comisión Investigadora. 


No voy a intentar un análisis de las conclusiones de 
la investigación y de sus fundamentos; el informe redac- 
tado por su Presidente y miembro informante, señor sena- 
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dor Ortiz, es suficientemente ilustrativo. Por otra parte, 
él se ha puesto a las órdenes del Senado para responder 
a las preguntas que pudieran formularse pero, sin perjui- 
cio de ello, debo tomar en cuenta algunos aspectos O 
aportes de la investigación. 


Comienzo por señalar un hecho que ,en cierto modo 
está, diriamos, sobreentendido en el expediente. Espero 
que este señalamiento que voy a realizar no sea consi: 
derado como una actitud de limitado enfoque político, 
sino que responde al legítimo reconocimiento de lo que 
significa la existencia de un Parlamento libre como fis- 
calización de la vida administrativa del Estado. Y esto 
que está implícito en los antecedentes del mismo volu- 
minoso informe que disponen los señores senadores, desde 
el mismo momento en que se leen las primeras páginas O 
se conocen las primeras declaraciones, involucra un con: 
cepto que quiero señalar especialmente al comienzo de 
mi exposición, que espero sea lo más breve posible. 


Me refiero, señor Presidente, ai concepto de que nun- 
ca debemos olvidar el papel del Parlamento -—-como lo 
señalé anteriormente— en la fiscalización de la vida ad- 
ministrativa del Estado .Suele recordarse a Parlamentos 
a los que se les acusa de inoperancia pero --ya lo he 
dicho en muchas oportunidades y lo reitero ahora, con 
motivo de este poco claro asunto de la compra de las 
centrales digitales— a veces basta que en su seno se le- 
vante aunque sea una sola voz para evitar las desviacio- 
nes de los Organismos del Estado y de sus jerarcas, del 
recto camino. 


Es necesario recordar en estrecha relación con lo que 
estoy manifestando, los antecedentes políticos directa: 
mente vinculados con este asunto, protagonizados por to- 
dos los partidos políticos que integran hoy el Parlamento, 
comenzando —no sé si fue cronológicamente el primer 
episodio— con el pronunciamiento de la Multipartidaria, 
aquel organismo que reunía todos los sectores politicos 
que pugnaban juntos por la recuperación democrática, en 
el que tuve ocasión de participar. 


Aunque el Partido Nacional ya no la integraba en 
aquel momento, tuvo pronunciamientos explicitos, por 
medio de sus órganos de prensa, a través de sus dirigen: 
tes y su representante. el señor senador Posadas, ha sido, 
precisamente, el miembro denunciante, el proponente de 
la investigación. 


Me parece de una conveniencia política indudable y, 
como antecedente, necesario —asumiendo la responsabl- 
lidad que a todos los que integramos los partidos poli- 
ticos nos compete— recordar aqui el documento de Ta 
CONAPRO. Este decía en uno de sus apartados: “Ante la 
anunciada firma del contrato de compra por ANTEL, a 
sólo cinco meses de la instalación del próximo gobierno 
constitucional, de más de US 100:000.000 de equipamiento 
en centrales telefónicas digitales, con todo lo que ello 
implica de aumento del endeudamiento externo y de se: 
ria afectación a las posibilidades locales de desarrollo y 
de empleo en ese sector tan trascendente para el futuro 
del pais (electrónica e informática), resuelven: A) Exigir 
de las autoridades pertinentes” —tengamos presente que 
por ese entonces aún estábamos bajo el régimen de facto 
presidido por el General Gregorio Alvarez— “la poster- 
gación de la firma de dicho contrato, advirtiendo que, 
en caso contrario puede llegar a dificultar seriamente su 
ejesución y a cuestionarse la vigencia misma de ese con- 
trato de tanta importancia. B) Requerir de dichas auto- 
ridades la más amplia información al respecto, a efectos 
de que los partidos puedan cursarla a la Concertación 
Nacional Programática para su debido estudio”. 


¿Qué ocurría? Viviamos bajo un régimen dictatorial 
que disponía de la suma del poder público y de los Entes 
Autónomos; éstos, naturalmente, habian dejado de serlo, 
Bajo ese régimen. aquella resolución, como otras que to- 
maron los partidos politicos fuera del ámbito de la mul- 
tipartidaria, suscrita por sectores opuestos a la firma dei 
convenio, que no integraban ningún órgano de gobierno, 
pero que iban a ser gobierno inmediatamente después de 
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las elecciones del 25 de noviembre integrando los Pode- 
res Ejecutivo, Legislativo y los Entes Autónomos, pareció 
ser el comienzo de una carrera vertiginosa para lograr 
-—digámoslo con toda claridad— dicha firma. Esto suce- 
dería antes del acto eleccionario y antes de que los par- 
lidos políticos, que actuaban contra el gobierno dicta- 
torial, ocuparan los cargos en les Poderes Ejecutivo, Le- 
gisiativo y en los Entes Autónomos. 


A. pesar de que esto está elocuentemente descrito en 
el informe, conviene recordar su parte final en la que 
aparecen jas ¡echas de las instancias que se fueron cum- 
pliendo con directivas que no sabemos, con precisión, 
cie dónde partieron. El 6 de noviermbre, el Banco Central 
aprueba cl convenio el 9, ANTEL, lo aprueba; el dia, 15, 
ej Poder Ejecutivo desestima los recursos de las otras em- 
presas; el 19, dicho Poder aprueba el contrato; el 20, 
ANTEL lo firma y el 23, la Gerencia de la Compañia 
Ericsson infurma a su personal de la firma del contrato. 
Es decir que dos días antes de las elecciones logran su 
objetivo. 


Frente a esta danza de fechas, ¿de dónde partió la 
crden de ganar la carrera a los órganos políticos de la 
soberania, ante la inminente asunción de los poderes cons- 
titucionales? ¿Qué factores motivaron este “record” insó- 
bto en la vida administrativa del Estado? ¿De dónde 
provenian las órdenes para que, invocando instrucciones 
superiores, un numeroso núcleo de iuncionarios de ANTEL 
debiera trabajar días y noches, e incluso fines de sema- 
n2, para preparar las cosas de tal forma que el contrato 
pudiera ser firmado antes de la realización de las elec- 
ciones? Por algo la Comisión Investigadora áconseja, en 
la segunda parte de sus conclusiones, que las averigua- 
riones continúen especialmente en estos aspectos. 


Debo relacionar este punto referido a la urgencia, a 
la carrera contra el tiempo y centra la democracia uru- 
guaya, con este otro que pongo a consideración de los 
señores senadores. El contrato fue firmado sin que se 
hubieran realizado los proyectos de ingeniería. De paso, 
señalo que Ja encargada de formularios fue la propia 
Compañía Ericsson. Esto lo digo para destacar el signi- 
ficado grave, pues como elemento debe haber sido deci- 
sivo por sí mismo —actualmente lo es— en el dictamen 
de la Comisión Investigadora. 


Voy a recordar brevemente a los señores senadores 
algunas manifestaciones del grupo técnico designdo por 
el Directorio de ANTEL de aquella época que colaboró 
con el organismo que estudiaba la negociación. En deter- 
«minado tmomento, el señor Gargano —entontes senador-— 
preguntó a los integrantes de ese grupo técnico si los 
proyectos de ingeniería, en el momento de celebrarse la 
firma del contrato, estaban terminados. Ante esta inte- 
rrogante, un alto funcionario técnico de ANTEÉL, el in- 
geniero Berrutti, contesta: “De ninguna manera. De 
acuerdo al pliego de condiciones que se reflejó en el con- 
trato estaba previsto que los proyectos de ingeniería defi- 
nmitivos se realizarían con posterioridad a la firma del 
contrato. Precisamente ese hecho fue la base de la obie- 
ción del grupa técnico. Hubiéramos deseado, porque es lo 
que consideramos más conveniente, que ese proyecto de 
ingeniería definitivo se realizara antes de la firma del 
contrato, aunque en €l pliego de condiciones se estable- 
ciera lo contrario”. 


A mayor abundamiento, podemos hacer referencia 2 
otra pregunta del entonces señor senador Gargano sobre 
en qué consisten los proyectos de ingenieria, a lo que el 
ingeniero Berrutti dio una explicación minuciosa de todo 
lo que se debía estudiar, adquirir y planificar para que 
exista, lo que podríamos llamar, el sustrato de ingeniería 
de las centrales digitales a comprar. 


El Presidente de la Comisión, señor senador Ortiz, 
pregunta al ingeniero Berrutti cuál es la diferencia en- 
tre formular los planes técnicos antes del contrato y rea- 
bzarlos después, y si la formulación posterior apareja un 
costo mayor, a lo que le contesta el ingeniero Berrutti: 
“Porque si sabemos exactamente lo que vamos a com- 
prar, llegamos en mejores condiciones al contrato. Ese 
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es un resumen de nuestra posición. Preferimos llegar al 
contrato sabiendo lo. que debemos comprar y negociar 
—no en la parte estristamente económica, pero sí en la 
parte técnica— sin haber firmado aún el contrato, con 
la fuerza que da el saber que, si no se :lega a un acuerdo, 
el contrato no se firma. En cambio, una vez firmado el 
contrato se empleza a perder fuerza negociadora”. Luego 
hace la aclaración de que el contrato. de ingenicría denia 
ser preparado por la propia Compañía Ericsson. 


No puede extrañar, en consecuencia, señor Presidente, 
que el grupo técnico de ANTEL llegase a una conclusión 
muy ciara y terminaite pues dice esto: “En razón de 
todo lo expuesto, el fprupo de trabajo técnico entiende 
desde su punto de vista, que seria aconsejable realizar 
la revisión propuesta del proyecto según el rcoronograma 
menciorado a: comienzo de este informe y precurar del 
oferente toda la información necesaria a fin de que fue- 
se posible determinar. antes de la firma del contrato, 
los equipos más convenlentes para las actuales necesi- 
dades de ANTTL”. No puede sorprender por lo tanto, que 
hayan realizado esas manifestaciones que acabo de leer. 
cen respecto a la falta del proyecto de ingeniería. 


Entiendo que estos antecedentes autorizan a relacio: 
nar, ctra vez —es casi la linea fundamental que sizo y 
Gue centinuaré en toda mi exposición— ciertas actua- 
ciones con la urgencia del periodo de facto en ganar en 
la carrera al período constitucional. 


Esto Nevé al Poder Ejecutivo de facto —la dictadura 
de entonces— en el momento de dictar el dcereto, a ha- 
Cer una afirmación dentro de su texto, que no encuentra 
asidero en ninguna de las actuaciones de la investigación. 


En su primer considerando, dice el Poder Ejecutivo 
que, “de acuerdo a las conclusiones y los informes tée- 
nicos realizados por ANTEL” —comparen esto los señores 
senadores con lo que ya he leído-— “existe verdadera nere- 
sidad y urgencia de contar con una nueva red de Cen- 
trales telefónicas en el menor tiempo posible y a efectos 
de no resentir los servicios mejorando los mismos y redu- 
ciendo, sensiblemente, les costos de operación y de man- 
tenimiento.” 


He vuelto a repasar los antecedentes, señor Presiden- 
te, y en ningún informe técnico encuentro alguna men- 
ción a la urgencia; al contrario, advierto manifestaciones 
totalmente contrarias y voy a tratar de proporcionátselas 
a los señores senadores. 


Un informe escrito —al que me voy a referir ahora 
del grupo de trabajo técnico a la Comisión de negocia- 
ción del contrato de centrales digitales, comienza refi- 
liándose al cronograma elaborade con especificación de 
tareas, plazos, recursos y agrega e continuación: “En erte 
cronograma se asignaba un tiempo para realizar un pri: 
mer estudio detallado de los equipos y sistemas adiudica- 
dos y luego se preveía un periodo extra para la eva: 
cuación de dudas técnicas a través de consultas al ofe- 
rente”. 


Luego agrega que se había previsto una revisión del 
proy.cto en materia de recolección, análisis y proyección 
de una serie de dates que enumera detalladamente. 


Más adelante dice: “Entendemos que la metodologia 
contemplada en los puntos del cronograma mencionado 
anteriormente (tareas consideradas, secuencia en que de- 
bían realizarse y tiempo asignado a cada una de ellas) 
debía haber sido la base para cumplir con los objetivos 
del presente estudio técnico”. 


Luego agrega algo, por demás elccuente, para con: 
traponerlo con esa invocación de urgencia realizada por 
parte del Poder Ejecutivo de la época. Dice asi: “Tenlen- 
do en cuenta las directivas impartidas a este grupo de 
trabajo...” Yo pregunto a qué directivas se está reti- 
riendo, de dónde vinieron, quién las impartió. Si habrá 
que seguir preguntando y averiguando. 


Continúo leyendo: “Teniendo en cuenta las directivas 
impartidas a este grupo de trabajo referentes a tiempo 
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disponible para realizar todo el estudio técnico, poster- 
gación del a revisión del proyecto para después de la 
firma del contrato, reducción de los recursos en rela- 
ción con los previstos” etcétera, y más adelante, expresa : 
“Asimismo, el escaso tiempo disponible para realizar estas 
tareas, ho hizo posible una correcta planificación de las 
mismas y limitó el intercambio de opiniones e informa- 
ción dentro del grupo, por lo que existen aspectos del 
estudio que no están en conocimiento de algunos de sus 
integrantes quienes podrían no compartir ciertas conclu- 
siones. El estudio se basó en información ya disponible, 
que había sido entregada por Eriesson con la oferta y 
las respuestas a las consultas formuladas durante la eva- 
luación. Debido a la escasez de tiempo —adviertan los 
señores senadores que no se hace mención a la urgencia, 
sino a una carrera contra el tiempo antes de las elec- 
ciones— se realizaron preguntas solamente sobre algunos 
equipos, habiéndose recibido, tal como fuera informado 
en su oportunidad, pocas respuestas completas”. 


Por si esto fuera poco, reitero lo que ya leí y que 
voy a hacerlo nuevamente porque es muy breve: “En 
razón de todo lo expuesto, el grupo de trabajo técnico 
entiende desde su punto de vista, que sería aconsejable 
realizar la revisión propuesta del proyecto según el cro- 
nograma mencionado al comienzo de este informe, y pro- 
curar del oferente toda la información necesaria a fin 
de que fuese posible determinar, antes de la firma del 
contrato, los equipos más convenientes para las actuales 
necesidades de ANTEL”. 


Por eso me siento perfectamente autorizado —creo 
que es algo indiscutible—- a decir que este contrato fue 
firmado, por lo menos, contra la opinión predominante 
en los ámbitos de ANTEL y de sus asesores. 

Siguiendo esta misma línea, voy a referirme a Otro 
tipo de objeciones técnicas provenientes de otro origen 
altamente calificado, no menos que el del grupo técnico 
de ANTEL, y a advertencias de importantes repercusio- 
pes económicas. 


Este documento, del cual voy a leer algunos párra- 
fos, señala una radical discrepancia con el volumen de 
la operación y “con el hecho que no se hayan tenido en 
cuenta los posibles desarrollos nacionales”. 


¿De dónde proviene este nuevo conjunto de objecio- 
nes técnicas referidas, en un sentido más amplio, al desa- 
rrollo nacional? Allá por el mes de setiembre del año 
pasado se realizó una asamblea a la que asistieron alre- 
dedor de doscientos ingenieros, la que designó una comi- 
sión compuesta de quince, para estudiar este punto. Voy 
a tratar de extraer de las versiones taquigráficas de las 
sesiones a que concurrieron los delegados de esta Asam- 
blea algunos párrafos, a los efectos de que los señores 
senadores aprecien la fuerza e importancia de este nue- 
vo aporte que se suma al de los técnicos de ANTEL para 
objetar seriamente el contrato. 


Al comenzar la reunión, se presentan diciendo: “La 
característica que presentamos los ingenieros que integra- 
mos la Comisión, es la de estar todos vinculados a las 
comunicaciones, a la electrónica o a la computación. Es 
por ello que podemos opinar sobre este tema, desde un 
punto de vista racionalmente firme”. Más adelante, en- 
trando en materia se dice; “Nuestra Comisión es decidi- 
damente partidaria de que se desarrollen e incorporen 
las técnicas digitales en nuestro país. Desde ese punto de 
vista, diserepamos con la forma, la oportunidad y el ta- 
maño de la compra de que se trata, pero no hacemos 
objeción en cuanto a la tecnología”. 


(Suena .el timbre indicador de tiempo) 


SESOR PRESIDENTE. — La Mesa había dispuesto 30 
minutos creyendo que estábamos en discusión general; 
pero como este asunto tiene una sola discusión. sólo le 
correspondian 20 minutos y sin prórroga. 


Pero en virtud de que el Cuerpo está escuchando con 
mucho interés la exposición que realiza el señor senador 
Cardoso, le rogamos que la concluya. 
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SEÑOR CARDOSO. — Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 


El ingeniero Grompone, que es una autoridad en esta 
materia en el país dice: “Entendemos que, de ninguna 
manera, son indispensables las 200.000 líneas que se com- 
praron y en esto hay una discrepancia radical ya que 
consideramos que esta cantidad no es necesaria”. Luego 
abunda en otras consideraciones que no voy a leer, para 
no extenderme; pero no quiero dejar de citar una consi- 
deración que hace el ingeniero Carranza: “Creo que es 
muy importante destacar lo siguiente. Se puede pensar 
que es mejor sobredimensionar comprando 120.000 líneas 
de más. a fin de dejarlas en depósito teniendo en cuenta 
un futuro crecimiento; sin embargo, en sistemas digita- 
les, esto no es así. No se puede tener una capacidad ociosa 
en sistemas digitales electrónicos ya que esos equipos tie- 
nen una evolución sumamente rápida. Los equipos elec- 
trónicos o de computación que no se usan a corto plazo 
obsolecen antes de ser usados. Si mantenemos sin uso 
durante cinco años este tipo de equipos lo que sucederá 
es que técnicamente serán obsoletos cuando queramos 
aplicarlos. Los costos de mantenimiento y las prestacio- 
nes que ños ofrecerán harán que no tenga sentido usar 
esas líneas que estarán superadas tecnológicamente”. 


No quiero abusar de la benevolencia del señor Presi- 
dente y de los señores senadores, por lo que voy a hacer 
una consideración final. 


Vean los señores senadores que he tomado como eje 
principal de mi exposición el apresuramiento —desde lue- 
go, del gobierno presidido por el General Alvarez— n 
resolver un problema de gran magnitud para el país. 
Creo que al hacer .esta referencia, no estoy señalando un 
aspecto circunstancial. Pienso que de lo dicho se des- 
prende la relación estrecha que existe entre esta carrera 
para firmar el convenio antes del advenimiento de los 
partidos politicos democráticos al Gobierno. Esta relación 
va en apoyo de las dos conclusiones que el señor senador 
Ortiz, con el acuerdo de la Comisión, incluye al final de 
su informe, al referirse a la necesidad de promover ¡a 
revisión de lo aceptado y contratado en medio de la abre- 
viación de los plazos y a la de investigar en qué se ba- 
saron las directivas de urgencia que ninguno de los gru- 
pos técnicos habia señalado; en qué se basaron las direc- 
tivas de quemar etapas que impidieron la realización 
—qquiero subrayar muy bien esto— de estudios conside- 
rados indispensables para los técnicos, 


Termino, señor Presidente, recordando lo que expresé 
al principio: el pronunciamiento de todos los partidos 
políticos que están hoy integrando el Poder Ejecutivo, el 
Poder Legislativo y el Directorio de ANTEL. Y digo: sea: 
mos consecuentes hoy con las responsabilidades que asu- 
mimos en aquellos momentos. Ñ 


Nada más. 
SEÑOR CIGLIUTTI. -—— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — La Comisión nombrada en su 
oportunidad por el Senado para tratar este asunto rea- 
lizó una tarea muy intensa y extensa, casi contínua des- 
de el momento de su instalación hasta el presente, pro- 
duciendo un informe debido a la laboriosidad e inteli- 
gencia de su Presidente, el señor senador Ortiz. 


Si hablo, por alguna razón es. En primer término, 
para hacer el elogio que merece el informe realizado por 
el Presidente de la Comisión, ya que es completo, respon- 
sable, exhaustivo y coloca al Senado en condiciones de 
entender suficientemente cuál fue el trabajo realizado y 
cuál es su opinión sobre el tema. Todo ello ha sido com- 
plementado con mucho brillo y eficiencia por el señor 
senador Cardoso en el discurso que acabamos de escu: 
charle. 


El informe del señor senador Ortiz ahorra toda nue- 
va consideración sobre el punto; de todas maneras me 
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parece que hay cuatro o cinco aspectos que deben ser 
subrayados. 


Eltrabajo presentado por la Comisión contiene un 
conjunto de informes y dos conclusiones: una de aspecto 
administrativo-político y otra que tiene relación con una 
investigación más a fondo de las condiciones que se desa- 
rrollaron para permitir esta operación. Lo aque sucede es 
que el Senado sólo puede formular una declaración al 
respecto. 


La Comisión, consciente de que lo único que podía 
hacer era informar al Cuerpo -—-y por esa vía, a la opi- 
nión pública-— acerca de lo que habia ocurrido con res- 
pecto a este negocio de ANTEL con la Compañía Ericsson, 
llegó a la conclusión de que el Senado debía formular 
una declaración que, a nuestro entender, tiene una gran 
fuerza moral, aunque no tenga un efecto jurídico abso- 
luto. Después de asesorarse suficientemente con los órga- 
nos comprometidos en la operación, con los técnicos que 
brindaron informes al respecto y con los representantes 
de otras instituciones del Estado que tuvieron participa- 
ción en este acuerdo, el Senado dirá que llegó a la con- 
clusión de que, desde el punto de vista administrativo, 
el hecho de que se haya comprometido este acuerdo no 
fue un error, sino un acto equivocado, de mala adminis- 
tración de los intereses nacionales. 


Muchas fueron las razones que debieron concurrir 
para que no se firmara este acuerdo: las que enumeró 
con mucha polijidad el señor senador Cardoso y las que 
tienen que ver con las circunstancias de que se iba a 
comprometer al país por U$S 80:000.000 en el momento 
previo a la realización de elecciones —después de trece 
años— que iban a cambiar no la arquitectura institucio- 
nal del país, pero sí toda su estructura politica. El go- 
bierno de la época se apresuró, porque era lógico que si 
se exponía el proyecto de acuerdo con Eriesson a una 
gran discusión pública, no se iba a poder concretar. 


Desde ese punto de vista la primera de todas las 
aserciones a que se arribó es que el país no estaba en 
condiciones de soportar el gasto que importaba el acuerdo 
firmado. En segundo término, cuando se dejó sin efecto 
la licitación, quedaron fuera algunas firmas de plaza 
que estaban en condiciones de hacer ofrecimientos indu- 
dablemente mejores y más convenientes que los de la 
Compañía Ericsson. Esas firmas privadas no fueron cita: 
das para el concurso de precios que se realizó en susti- 
tución de la licitación. 


Más tarde, se desechó un informe realizado casi si- 
multáneamente con la firma del convenio, por el cual 
técnicos reputados del propio organismo aconsejaban nue- 
vas medidas para mejor proveer antes de hacer el com- 
promiso final. 


Tratándose de un cambio tan importante desde el 
punto de vista político como el que habria de realizarse 
y dado que el volumen de la operación era mucho mayor 
que aquél que convenia no solamente a los intereses del 
país en ese momento de crisis económica, sino en general 
al país mismo, cualquiera fuera su situación, porque la 
operación que se hizo era muy superior a las necesidades 
del país y a las del Ente ANTEL, que fue el que celebró 
el convenio, se hacía necesario ser sumamente prudentes. 


No se podía decir, en descargo, que el acuerdo que 
se convino con Brasil — y que fue también cuidadosa- 
mente estudiado por la Comisión— pudiera servir para 
justificar el convenio que se realizó con la firma Ericsson. 


Por último, el apresuramiento con que se firmó el 
acuerdo y se comenzaron los trabajos, determinó que 
cuando la Comisión estuvo en condiciones de conocer el 
asunto, ya se había comprometido y gastado una parte 
importante de lo convenido con esa compañía. Teniendo 
en cuenta todas las obligaciones que se habían contraído 
con los bancos que habian prestado dólares y los conve- 
nios celebrados con Brasil y Suecia a través de Ericsson, 
no era aconsejable pensar en la rescisión lisa y llana del 
contrato, cosa que, como observará el Senado, tampoco se 
aconseja aquí. 
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(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 


—Ei informe en sus conclusiones dice muy claramen- 
te: “No cree del caso la Cornisión aconsejar como actitud 
conveniente la cancelación del contrato, la suspensión 
de los trabajos y la paralización de todo el entendl- 
miento”. 


Ninguno de los técnicos que visitaron la Comisión, 
ni tampoco ANTEL. como Instituto del Estado, aconseja: 
ron, en ningún momento, que se podría rescindir el con- 
trato. Lo que expresaron es lo que la Comisión informa 
o sea, que se debe buscar una redimensión del contrato, 
para que el país no tenga que soportar todo el peso de 
este acuerdo y que todo aquello que se pueda evitar va 
a redundar en su beneficio. 


Se han gastado muchos millones de dólares, se ha 
comprometido más de la mitad de ta operación; pero, 
señor Presidente, todo lo que se pueda evitar mediante 
una renegociación es conveniente que el pais lo haga. 
porque este no está en condiciones de atender ninguna 
de las obligaciones pendientes, en virtud de que constl- 
tuyen un gasto adicional que pudo haberse evitado. El 
país ahora pucde lograr una conquista importante desde 
el punto de vista de las comunicaciones, pero, por este 
contrato, se le brinda mucho más de lo que él precisa 
y quizás tiene que realizar uma obra, de la que pudo pres- 
cindirse o haber sido reestructurada y luego emprendida 
y encarada con otro eriterio. Esto, desde el punto de vista 
administrativo es así para todos nosotros, los integrantes 
de la Comisión y para todos Jos que. conversando en la 
misma —ello figura en la versión taquigráfica— enten- 
dieron que era razonable pensar que se había ido a una 
Operación muy superior a las posibilidades del país y, 
lo que es más grave, a las necesidades del mismo, que 
podían haber sido satistechas sin este gasto exorbitante 
al que se llegó. 


¿De quién es la responsabilidad de que se haya lle 
gado a este extremo? Desde el punto de vista político Lo- 
dos sabemos quién tiene la responsabilidad y cs por eso 
que, nosotros, desde el Senado, podemos procesarla. Quie- 
de decir que los que estuvieron detrás de esta operación 
no cumplieron bien su debcr politico. no sirviendo al pais, 
sino perjudicándolo con una operación centraria a los 
intereses generales de la Rebública y, en particular, del 
Ente Autónomo ANTEL, al que estaba destinada. 


La continuación de la investigación por parte de la 
Comisión es un asunto que figura en la segunda de las 
dos conclusiones planteadas en la misma. Para nosotros 
——para mi en particular---- resulta totalmente indiferente 
que sea ésta u otra la Comisión que se nombre para ha- 
cer esa investigación; pero en cambio, cuando aún —co- 
mo muy bien dice el señor senador Ortiz-— resulta de 
dificil rastreo todos y cada uno de los elementos que pue- 
den integrar una investigación destinada a saber si ha 
habido o no, una responsabilidad de otra índole en el 
tratamiento de este asunto, en el trámite de esta gestión. 
es, sin embargo, necesario y conveniente que el Senado, 
que inició el análisis de todos los trabajos cumplidos y 
que estudió los delalles de la operación, no deje de exa- 
minar lo que tiene que vér con el trámite, para poder 
saber si existe o no, una responsabilidad diferente que 
debe tener un desenlace claro y absoluto. 


El Senado. señor Presidente, en este caso está juz- 
gando un acto de gobierno cuya impugnación, sustitu: 
ción o derogación, está fuera de sus facultades, porque 
lo único que hace, tras una investigación, es formular 
una declaración pública, que tiene un contenido moral 
y político de extraordinaria significación. por la indole 
de la operación y por la jerarquía del Cuerpo que va a 
dictarla. 


Considero, señor Presidente, que la otra investigación, 
sumamente necesaria, no puede dejar de votarse. 


La prisa con que se llevó a cabo esta Operación, la 
forma en que se recibieron los informes técnicos, la pre- 
mura con que se paso del llamado a licitación a la firma 
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del contrato —-y. sobre todo, la puesta en ejecución de 
éste, antes que pudiera realizarse el estudio completo 
que el caso requería— la dimensión o volumen desme- 
dido con relación a las necesidades del Ente y a las posi- 
bilidades del país, y el gasto exorbitante teniendo en 
cuenta la situación económica que el país atravesaba, 
son datos que están en el informe. Con respecto a la 
oportunidad en que se realizó esta operación, es de des- 
tacar que se hizo en momentos en que se realizaron elec- 
ciones —después de trece años— que cambiaron la es- 
tructura politica del pais. La falta de autoridad de un 
goblerno no representativo que estaba a punto de fina- 
lizar su mandato, determina que podamos decir que fue 
una operación contraria al interés del país y reprochable, 
no sólo desde el punto de vista de los intereses públicos, 
sino de la conducta política rectilínea con que deben ac- 
tuar las personas que aceptan ejercer cargos de respon- 
sabilidad gubernamental. 


Muchas gracias. 
SEÑOR POSADAS. -—- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). — Tie- 
ne la palabra el señor senador. 


SEÑOR POSADAS. — Señor Presidente: este tema 
que está a consideración del Senado, en cierta medida, 
fue desencadenado por el que habla, cuando al comienzo 
de esta Legislatura solicitó la instalación de una Comi- 
sión Investigadora para estudiar el asunto referente a la 
compra de una central telefónica por parte de ANTEL 
El Senado entendió que tal solicitud era fundada y pro- 
cedió a designar dicha Comisión Investigadora. 


Hoy tenemos frente a nosotros el informe del tra- 
bajo de esta Comisión Investigadora. 


En primer término, quiero subrayar —como lo ha he- 
cho en forma más brillante que yo el señor senador Ci- 
gliuti— la enjundia, la seriedad y la profundidad, no sólo 
del trabajo de la Comisión Investigadora —-sobre la que 
puedo hablar en términos elogiosos porque como senador 
denunciante no la integro— sino del resultado de esta 
tarea, que se debe casi exclusivamente a la laboriosidad 
y a la inteligencia de quien la preside, el señor senador 
Ortiz. 


Considero de toda justicia poner esto de manifiesto, 
así como lo han hecho los señores senadores que han 
intervenido con anterioridad. 


Creo que la misma seriedad del informe exime de 
mayores comentarios. Además, tanto el señor senador 
Cardoso como el señor senador Cigliuti —que me prece- 
dieron en el uso de la palabra— han puesto de mani- 
fiesto los puntos fundamentales de este informe. 


Personalmente, suscribo en un todo la parte final de 
la calurosa alocución del señor senador Cigliuti, en cuan- 
to se refiere sin ambages a esta operación como contra- 
ria a los intereses no sólo del Ente, sino de todo el país. 


En segundo lugar, debo decir que considero objetable 
la conducta administrativa de quienes fueron los respon- 
sables, en su momento, de esta operación. 


Creo que las partes medulares —que deben quedar 
más en claro para conocimiento de los señores senado- 
res-- son las que se refieren a esa prisa desusada con 
la cual se procesó todo este tratamiento, contenido en la 
página 13 del informe de la Comisión, cuya mera lectura 
exime de mayor comentario. 


El otro punto fundamental, a mi juicio, es el infor- 
me técnico que figura en la página 15 del repartido. En 
las tratativas previas a la firma del contrato, por reso- 
lución de ANTEL, se crea una Comisión de negociación 
para tratar este asunto, la que llegó a la conclusión que 
figura en la página 16. Como en el informe de la Co- 
misión Investigadora no figura entre comillas, quizás pue- 
da pensarse que se trata de un resumen hecho por la Co- 
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misión. Sin embargo, la conclusión final de esta Comisión 
que designa ANTEL. para opinar sobre la conveniencia o 
no del contrato de compra con Ericsson es casi textual. 
En la página 16 del informe se expresa: “Al no haberse 
procedido de esta manera no le es posible asegurar en 
este momento, que los tipos, cantidades y montos de 
equipos del contrato sean los más adecuados para instru- 
mentar un sistema conveniente para ANTEL”. Por lo 
tanto, aconseja revisar todo el procedimiento. 


En resumen, señor Presidente, y para no extenderme 
más, considero que la Comisión Investigadora ha explora- 
do todas las pistas de investigación que estuvieron a su 
alcance y con los datos obtenidos —ya que el Senado no 
cuenta con un cuerpo de técnicos propios, debiendo va- 
lerse munchas veces del asesoramiento de otros técnicos— 
no ha podido ir más allá del nivel al que llegan las con- 
ciusiones de su informe final, contenidas en el repartido. 


Personalmente, considero favorable el resultado del 
trabajo de la Comisión Investigadora. Lamentablemente, 
de todo lo actuado y estudiado —como aquí se ha puesto 
de manifiesto— surgen, en forma inequívoca, sospechas 
bastante fundadas o la ratificación de viejas sospechas 
confirmatorias de nuestra preocupación y alarma inicia- 
les. Ellas se refieren, por un lado, a modos de proceder, 
a conductas de la Administración Pública, que revisten 
características llamativas -—digamos, para utilizar un 
eufemismo— y, por otro, a la duda fundamental, no sa- 
tisfactoriamente disipada, respecto a si el volumen de 
equipos comprados responde efectivamente a las necesi- 
dades reales de ANTEL, Tampoco nos queda claro el or- 
den de prioridades de las necesidades públicas del pais. 
que se encuentra en dificultades económicas por todos 
conocidas, con carencias dolorosas, por ejemplo, en la Sa- 
lud Pública, en la Instrucción Pública o en la Adminis- 
tración de la Justicia. 


En una palabra, señor Presidente, compartimos el in- 
forme de la Comisión Investigadora, pero continuamos 
preocupados y alarmados por el tema al igual que por 
aquello que llamaríamos el quietismo cor: gue el actual 
Directorio de ANTEL contempla toda esta situación, 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos J. Pereyra). — Tie- 
ne la palabra el señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: no voy a ha- 
cer alusión a los aspectos de fondo del tema ni al infor- 
me, cuyo contenido y conclusiones comparto en general, 
También estoy de acuerdo con lo expresado, con todo fun- 
damento, por los señores senadores Cardoso, Cigliuti y 
Posadas. 


Quiero sí formular alguna consideración sobre el as- 
pecto jurídico de las conclusiones del informe, es decir, 
acerca de cuál es el efecto de ellas, si el informe -——como 
cabe descontar— se vota afirmativamente. 


Concretamente, quiero referirme a la primera parte 
de las conclusiones, relativa a la posible renegociación 
del o de los contratos. 


En la parte final del literal A) de las Conclusiones 
se lee: “No cree del caso la comisión aconsejar como 
actitud conveniente la cancelación del contrato, la sus- 
pensión de los trabajos y la paralización de todo el em- 
prendimiento. Entiende, si, que debe intentarse una rene- 
gociación que permita efectuar una reducción física y 
financiera acorde con las disponibilidades menguadas del 
erario. 


Tal reducción parece viable desde el punto de vista 
técnico, según surge de las actuaciones en Jas que puede 
advertirse que este criterio tanto en cuanto a la mag- 
nitud desmedida de la obra como a la posibilidad de su 
limitación es compartido incluso por técnicos del orga: 
nismo; y es factible que en una nueva negociación de 
las partes interesadas -——ANTEL. Eriesson, Banco Central, 
Ministerio Ge Economía y Finanzas, Ministerio de Rela- 


216—-C.5S. 


ciones Exteriores— se arribe a nuevos términos, concilia- 
bles con los requerimientos del servicio telefónico y con 
los recursos disponibles”. 


(Ocupa la Presidente el doctor Tarigo) 


—La pregunta que deseo formular al redactor del in- 
forme, señor senador Ortiz, es si el consejo al que se 
refiere el texto significa que, de votatse el informe, debe- 
mos dirigirnos a los organismos públicos mencionados 
-—ANTEL, Banco Central y Ministerios de Economía y 
Fiananzas y de Relaciones Exteriores— comunicándoles 
que el Senado entiende que deben proceder a la rene- 
gociación, o si, simplemente, es una opinión de la Comi- 
sión que hace suya el 'Senado, sin otro efecto; si es asi, 
habría que hacer público el informe. 


Esa es la pregunta concreta que deseaba formular 
al señor senador Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ORTIZ. — Las Comisiones investigadoras cul- 
minan su labor con un pronunciamiento que puede ser 
de diversa índole según el tema que sea objeto de la 
investigación; naturalmente, aunque sea compartida por 
el Senado, la opinión de la Comisión investigadora no 
obliga a los organismos involucrados a2 adoptar ninguna 
clase de medidas. La Comisión, por unanimidad —tal co- 
mo lo expresa extensamente en el informe y en otros 
antecedentes— piensa que no es conveniente que cesen 
abruptamente las obras porque ya se ha invetrido mucho 
dinero público y son grandes las responsabilidades en que 
se incurriría si el contrato se rescinde unilateralmente y. 
además, porque donsidera que es necesaría para el país 
la modernización del servicio telefónico. En este sentido 
no precisamos solicitar opinión técnica sino que nos remi- 
timos a la opinión pública que considera que, desde hace 
muchos años, el mencionado servicio no es totalmente 
satisfactorio. 


Si la conclusión a la que arriba el Senado es confir- 
matoria del informe, a mi juicio, deberá ser trasmitida 
al Directorio de ANTEL. Por manifestaciones realizadas a 
título personal por miembros del Ente —-<ue en conjunto 
reflejan la opinión del organismo— pienso que el Direc- 
torio de ANTEL también participa de este criterio. Las 
Opiniones coincidentes del Senado y del mencionado Di- 
rectorio seguramente promoverán la renegociación que se 
propicia en el informe de la Comisión. 


En el informe no solamente mencionamos a ANTEL 
sindo también a la Compañía Ericsson, al Banco Central 
y a los Ministerio de Economía y Finanzas y de Relacio- 
nes Exteriores. ¿Por qué? A la Compañía Ericsson la nom- 
bramos porque, por tratarse de un contrato bilateral, no 
podría realizarse ningún tipo de renegociación o de rees- 
tudio sin el consentimiento de ambas partes. Al Poder 
Ejecutivo, porque fue quien apoyó, avaló y confirmó las 
iniciativas de ANTEL. Debemos mencionar al Ministerio 
de Relaciones Exteriores porque junto con el contrato de 
compra de las centrales digitales existe un acuerdo —que 
no es otra cosa que un convenio de contrapartida— por 
el que el Uruguay, en un lapso de cinco años exportará 
mercaderías —especificadas en diversos detalles--— por un 
valor equivalente al de las centrales digitales que se 
compran. 


Cuando la Comisión Investigadora convocó al Minis- 
terio de Relaciones Exteriores y a la Dirección General 
del Comercio Exterior —dependiente del Ministerio de 
Economía y Finanzas— tanto el señor Ministro de Rela- 
ciones Exteriores como ei señor Director del Comercio 
Exterior pusieron especial énfasis al señalar las repercu- 
siones que podría tener en nuestras relaciones con Brasil 
—particularmente en las comerciales— el rescindir el 
contrato. 


De manera que los organismos mencionados son par- 
tes interesadas y deberán ser oídas en la eventualidad 
de la posible renegociación de este contrato. 
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Concretándome a la pregunta formulada por el señor 
senador Aguirre debo decir que, de aprobarse esto en el 
Senado, deberá comunicársele al Directorio de ANTEL, 
quien deberá tomar la iniciativa de la renegoclación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Agradezco las explicaciones 
brindadas por el señor senador Ortiz. 


A pesar de que el señor senador nos ha aclarado el 
panorama a través de su exposición, y con todo respeto 
por su opinión, debo decir que lo que resulta del informe 
de la Comisión no es en verdad lo que se estila en las 
relaciones jurídicas entre los Poderes del Gobierno y otros 
órganos, tal como lo prevé la Constitución. Creo que no 
es normal ni lógico, que a título de consejo se formule 
una declaración, sin ningún efecto vinculante. Es decir. 
que el Senado aconseje que se renegocie el contrato comu- 
nicándoselo al Directorio de ANTEL, sobre el que no tiene 
ningún poder directo de contralor administrativo. En es: 
te caso, lo procedente sería que el Senado, ejerciendo la 
facultad que le acuerda el artículo 121 de la Constitu- 
ción, hiciera pública su opinión y emitira una declara- 
ción que se haría llegar a los organismos que han parti- 
cipado en esta negociación y que han suscrito diversos 
contratos, entre los cuales el principal es el firmado por 
ANTEL y la Compañia Ericsson, siendo accesorios o com- 
plementarios los demás. En verdad, lo que corresponde es 
que esa declaración, que tiene un efecto político, se tras: 
mita a todas las partes que han intervenido, es decir, al 
Banco Central, a los Ministerios de Economía y Finanzas, 
al de Relaciones Exteriores y a ANTEL. 


El Senado no tiene ningún poder de control admi- 
nistrativo sobre ANTEL, que es un servicio descentrali- 
zado, ni sobre el Banco Central, que es un Ente Autó- 
nomo. Lo tiene, si, el Poder Ejecutivo. En caso de que 
existan irregularidades o una política equivocada por 
parte de uno de esos directorios, el Poder Ejecutivo, en 
ejercicio de las facultades que le acuerdan los artículos 
197 y 198 de la Constitución, puede utilizar determina- 
dos mecanismos de contralor. En cambio, sobre los Minis- 
terios de Relaciones Exteriores y de Economia y Finan- 
zas, que integran el Poder Ejecutivo y que también han 
participado en la negociación y han suscrito contratos, 
si tiene poderes de contralor directo. 


No deseo que se malinterpreten mis palabras en el 
sentido de que sostengo que deben hacerse efectivos esos 
poderes de contralor o debe llamarse a responsabilidad 
política al Poder Ejecutivo por esta situación o por omi- 
sión de contralores sobre un Servicio Descentralizado 
porque esto no ha sucedido. Sin embargo. creo que surge 
claramente del informe de la Comisión que existe una 
situación, no ilícita pero por lo menos inconveniente para 
el país, que debe ser revisada. Para que eso lenga un 
verdadero efecto político, creo que no debemos dar con- 
sejos, sino adoptar una resolución, votar una declaración 
en la que conste la opinión del Senado, la que deberá 
trasmitirse a Jos cuatro organismos intervinientes en la 
suscripción de los contratos. Esto, en cuanto al primer 
punto de las conclusiones. 


En cuanto al segundo punto, comparto el criterio de 
la Comisión en el sentido de que la investigación no 
puede detenerse aquí, y que deben proseguir las actua- 
ciones de esta Comisión Investigadora -——me refiero a ósta 
en particular, porque ha trabajado muy bien y con sin- 
gular eficacia— a fin de tratar de esclarecer lodas las 
irregularidades cometidas y los eventuales ilicitos que se 
puedan comprobar. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR CIGLIUTI. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: creo que es- 
tamos de acuerdo en el sentido de que el Senado debe 
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formular una declaración pública en los términos del 
informe de la Comisión y debe remitir su texto a cono- 
cimiento de los organismos a los que se ha referido el 
señor Presidente de la Comisión. El segundo punto no 
debe declararse, porque es una simple recomendación de 
la Comisión del Senado. 


De esta forma quedaría cubierto el escrúpulo consti: 
bucional, porque se trataría de una declaración que se 
remite a determinados organismos, cosa que se hace co- 
múnmente en las sesiones ordinarias. 


SEÑOR AGUIRRE. -— Estoy de acuerdo. 


SEÑOR ORTIZ. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ORTIZ. — Creo que este asunto podemos di- 
vidirlo en dos partes, En cuanto a la primera, el Senado 
puede declarar que hace suyo el informe de la Comisión 
y lo comunica oficialmente al Directorio de ANTEL y a 
las demás partes, tal como dice el señor senador Cigliuti. 


En cuanto a la segunda parte, se trata de una reso- 
Jución del Senado nombrando una Comisión investigado- 
ra con el cometido de proseguir las actuaciones de las 
que aquí se da cuenta. 


Creo que hay una coincidencia general al respecto. 
SEÑOR AGUIRRE. -— Estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el informe de 
la Comisión al que se agrega —ya que según parece ha- 
bría consenso sobre este punto la moción formulada en 
el sentido de que el Senado emita una declaración ex- 
presando su apoyo a dicho informe. Naturalmente, al 
aprobarse el informe queda también aprobada la conti- 
nuación de las actuaciones. 


21 en 21, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Se vota:) 


13) UTE Y BIRF. CONVENIO DE PRESTAMO 


SEÑOR SINGER, -— Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. -—— Es evidente que el resultado de 
la votación del proyecto de ley por el que se aprueba el 
Convenio de Garantía celebrado entre la Administración 
Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas y el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento, no reflejó, 
en su momento, la voluntad política del Cuerpo, ya que 
algunos señores senadores no se encontraban presentes 
en Sala, 


En consecuencia, me parece procedente que se pro- 
mueva la reconsideración de este asunto, en aplicación 
del artículo 102 del Reglamento. 


No quiero extenderme sobre los fundamentos de esta 
moción, porque me parece que son absolutamente obvios. 


Por tanto, formulo moción para que se reconsidere el 
asunto que figura en primer término del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Singer. 


(Se vota:) 
-—23 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR SINGER. — Ahora solicito que se ponga nue- 
vamente a votación el proyecto de ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE, — $e va a votar en general el 
proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio dé Ga- 
rantía celebrado entre la Administración Nacional de Usi- 
nas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) y el Banco Interna- 
cional de Reconstrucción y Fomento (BIRF), por un mon- 
to de U$S 4:000.000, destinados a financiar el Proyecto 
de Ingeniería del Sector Eléctrico. 


(Se vota:) 
—19 en 24. Afirmativa. 


En discusión particular. 

Léase ej artículo 1% 

(Se lee) 

'—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
—19 en 24. Afirmativa. 


El artículo siguiente es de orden. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al informado). 


14) CENTRALES TELEFONICAS DIGITALES. 
INFORME DE LA COMISION 
INVESTIGADORA. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: hemos 
votado hace un momento el informe de la Comisión in- 
vestigadora sobre la compra de Centrales Telefónicas Di- 
gitales efectuadas por ANTEL, y he quedado confundido 
respecto al sentido de dicha votación. ¿Ella se refiere a 
hacer suyo todo el informe como declaración, 0 a hacer 
una declaración además? 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Se trata de hacer una de- 
claración en la que el Senado exprese que hace suyo el 
informe de la Comisión y enviársela a las autoridades allí 
mencionadas Directorio de ANTEL, Poder Ejecutivo, Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores, etcétera— transcribien- 
do todo el informe, naturalmente. 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — En virtud de la aclaración so- 
licitada por el señor senador Flores Silva, formulo moción 
para que se rectifique la votación: del informe de Ja Co- 
misión sobre la compra efectuada por ANTEL, Concreta- 
mente, me refiero a la declaración que emitirá el Se- 
nado en relación al tema informado por el señor senador 
Ortiz: la compra de las Centrales Digitales Telefónicas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a proceder a la rec- 
tificación de la votación del segundo punto del orden 
del día. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar nueva: 
mente el “Informe de la Comisión Investigadora sobre la 
Compra de Centrales Telefónicas Digitales efectuada por 
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ANTEL, relacionado con los procedimientos vinculados al 
negocio de compra directa y sin licitación, efectuada por 
ANTEL a la Compañía Ericsson”. 


(Se vota:) 


-—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
15) UTE Y BIRF. CONVENIO DE PRESTAMO 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Pido la palabra 


¡SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Formulo moción 
para que se rectifique la votación del primer punto del 
orden del día, ya que si bien fue afirmativa, creo que 
el resultado no fue de 19 votos en 24. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción del proyecto de ley por el que se aprueba el Conve- 
nio de Garantía entre UTE y el BIRF. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 
tículo 1%, 


(Se vota:) 
—19 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — No sé si vi bien, 
señor Presidente, pero creo que dos señores senadores 
del Partido Nacional han votado negativamente, y tam- 
bién lo ha hecho toda la bancada del Frente Amplio. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción nuevamente, señores senadores. Voy a =fectuar el 
recuento de votos personalmente. 


(Se vota:) 
—16 en 25, Afirmativa. 


Tenía razón el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR SINGER. — Son 17 votos en 25, señor Pre- 
sidente, porque no contó su propio voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene razón, señor senador, 
Entonces, el resultado final de la votación es el siguiente: 


17 en 25. — Afirmativa. 
16) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una solici- 
tud de licencia.( Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Ortiz solicita licencia por el térmi- 
no de 31 días”. 


—Léase. 


(Se lee:) 


“Montevideo, noviembre 19 de 1985. 
Señor Presidente 
de la Cámara de Senadores. 


Dr. ENRIQUE E. TARIGO. 
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Por la presente solicito licencia por el término de 
treinta y un días, por tener que ausentarme del país al 
haber sido oficialmente invitado por un Gobierno extran- 
jero. Saluda a usted atentamente. Dardo Ortiz, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la solicitud 
de licencia formulada por el señor senador Ortiz. 


(Se vota:) 
-—23 en 24. Afirmativa. 


Oportunamente se convocará al suplente. 


17) DEPARTAMENTO DE FLORES. 
DECLARACION DE FERIADO CON 
MOTIVO DEL CENTENARIO DE SU 
CREACION. ALTERACIÓN DEL 
ORDEN DEL DIA. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración el proyec- 
to de ley que se incluyó en el orden del día, por el que 
se declara feriado para el Departamento de Flores el 
día 30 de diciembre de 1985 con motivo de celebrarse el 
centenario de su creación. (Carp. N* 373/85. Rep. N* 
159/85). 


(Antecedentes: ) 
Comisión de Constitución y Legislación. 


“Carp. 373/85 
Rep. 159/85 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Declárase feriado para el departamen 
to de Flores el 30 de diciembre de 1985, día del centena- 
rio de la creación del departamento de Flores. 


Art. 2% — Autorízase a los funcionarios públicos de 
los demás departamentos de la República, nacidos en el 
departamento de Flores, que deseen trasladarse a dicho 
departamento en la fecha indicada, una licencia de tres 
días. 


Art. 32 — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes. en 
Montevideo, a 16 de octubre de 1985. 


Antonio Marechesano, Presidente. Héctor S. Clavijo. 
Secretario. 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación acon- 
seja la sanción del proyecto de ley venido con aprobación 
de la Cámara de Representantes y por el que se declara 
feriado para el departamento de Flores, el próximo 30 de 
diciembre, en que habrá de conmemorarse el centenario 
de su creación. 


En un país como el nuestro, con un proceso histórico 
de apenas dos siglos, la evolución de cualquier centena- 
rio constituye, sin duda, un hecho de indudable significa- 
ción. 


En el caso. se trata del onomástico de la más nueva 
de las circunscripciones territoriales de la República, que 
se ha convertido, en el decurso de los últimos decenios en 
el corazón de una de las zonas más progresistas del país 
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Con mayor motivo, aún, resultan encomiables los 
anunciados propósitos cuanto que la celebración proyec- 
tada se verificará con el respaldo popular y, por consi- 
guiente, el apoyo oficial sólo se limitará a estimularlo, fa- 
cilitando la realización de los festejos a través de la con- 
currencia de los funcionarios nacidos en el departamento. 


Sala de la Comisión, 12 de noviembre de 1985. 


Pedro W. Cersósimo, Miembro Informante. Hugo Ba. 
talla, Juan C. Fá Robaina, Dardo Ortiz, Américo Ri- 
caldoni, Uruguay Tourné. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 
(Se lee) 

—En discusión general. 

SEÑOR AGUIRRE. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: lamento te- 
ner que distraer la atención del Cuerpd para fundamentar 
mi oposición a la sanción de este proyecto de ley. Sé que 
mi posición va a sorprender a muchos colegas y, quizás. 
a la opinión pública, pero creo que tenemos el deber de 
conocer la significación de los hechos de nuestra historia. 


Me parece indiscutible que la creación por ley del de- 
partamento de Flores —el 30 de diciembre de 1885— no 
obedeció a una necesidad de esa región, si bien podía cons- 
tituir una aspiración legítima de sus habitantes, sino a una 
maniobra política de la persona que en ese entonces ocu- 
paraba la Presidencia de la República, para perpetuarse en 
el poder, violando la disposición constitucional, que prohi- 
bía la reelección del Presidente de la República. 


El país vivía bajo la dictadura del General Máximo 
Santos, aunque funcionaban Cámaras y existia un Mi- 
nisterio —como me lo recordaba el señor senador Cigliu- 
ti-— integrados por muy distinguidas figuras de nuestra 
historia, entre ellas por don Manuel Herrera y Obes que 
se desempeñaba como Canciller; el Dr. José Ladislao Terra 
como Ministro de Hacienda y Juan Lindolfo Cuestas co- 
mo Ministro de Instrucción Pública, Culto y Justicia, que 
según tengo entendido era la denominación de este Minis- 
terio en aquel entonces. 


Lo cierto es que se estaba preparando desde varios 
meses atrás, en medio de una creciente y sostenida opc- 
sición, de todos los sectores de opinión pública y de los 
principales dirigentes del llamado Partido Colorado, o Li- 
beral no tradicional, pues éste en esa época se nucleaban 
en torno a Santos, del Partido Nacional y del Partido 
Constitucional, una revolución contra el dictador que, por 
lo demás, desarrollaba una acción de gobierno signada por 
la corrupución y el despilfarro administrativo. 


En esas condiciones, el 25 de marzo de 1885 se había 
votado una ley supuestamente interpretativa del artículo 
25 de la Constitución, violando la disposición que estable- 
cía que los militares no podían ocupar escaños en el Par- 
lamento. Entonces, so pretexto de interpretar esa dispo- 
sición, se dispuso que los oficiales de grado superior a Co- 
ronel que no estuvieran en actividad podrían ingresar al 
Parlamento. Como a Máximo Santos, creo que también por 
ley se le había otorgado el grado de Capitán General, 
cargo que nunca habia existido en el país, y como no es- 
taba al mando de fuerzas activas, se interpretaba que 
cuando cesara en la Presidencia de la República se podría 
incorporar al Parlamento. 


Esa fue la primera etapa de la maniobra o de la co- 
media, y ocurrió en marzo de 1885. Durante el resto del 
año se estuvo preparando lo que iba a suceder en los pri- 
meros meses de 1886, si bien la opinión pública alentaba 
la expectativa de que se eligiera para Presidente de la 
República a una persona que significara garantías para 
todos los partidos politicos y todos los ciudadanos. En tal 
sentido, se había manejado el nombre de don Manuel He- 
rrera y Obes. Pero en una reunión celebrada el 25 de di- 
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ciembre de 1885 en una de las barracas de la época, los 
amigos políticos y militares del General Santos decidieron 
llevar adelante la candidatura —naturalmente que con su 
aquiescencia y por su indicación— el doctor Francisco 
Antonio Vidal, médico de sólido prestigio pero hombre de 
débil voluntad, ya que era simplemente un hombre de 
paja del dictador, como ya lo había sido durante los años 
1880 y 1881. 


Esa determinación, sumada a la sanción de la ley 
que creó el 30 de diciembre de 1885 el departamento de 
Flores, convenció a la oposición de que la perpetuación 
de Santos en el poder era un hecho. Durante el mes de 
enero, a tambor batiente, se eligieron dos diputados por 
el departamento de Flores ——uno de los cuales resultó Ni- 
colás Granada, amigo íntimo de Santos--— y en los últi- 
mos diez dias del mes se reunió el Colegio Elector de Se- 
nado el cual designó al Máximo Santos senador de la Re- 
pública, quien aún no podía asumir el cargo porque de- 
sempeñaba la Presidencia hasta el 15 de febrero. 


Y bien; no se concretó la maniobra hasta mayo por- 
que en el interín vino la revolución. Dicha maniobra, real- 
mente indigna y vergonzosa, estaba pensada de la si- 
guiente manera. No bien se incorporara Máximo Santos 
al Senado de la República, el Presidente del Cuerpo que, 
naturalmente estaba de acueurdo con él, diría que encon- 
trándose en Sala tan alto dignatario y jefe del Partido 
Colorado —en lo que se entendía en aquél momento por 
el oficialismo que era el Partido Colorado—- no podía 
ocupar más la Presidente y renunciaría. De inmediato, 
se le designaría como Presidente del Senado, cosa que 
ocurrió el 21 de mayo del año 1886 y a los tres días re- 
nunciaba el doctor Francisco Antonino Vidal a la Presi- 
dencia, por lo que de inmediato Máximo Santos se vol- 
vía a sentar como Presidente de la República. 


Eso fue, señor Presidente, lo que significó la “creación 
del departamento de Flores. No se debió a una necesidad 
política, administrativa o económica, sino para permitirle 
a Santos, luego de haber humillado al país y de haber di- 
lapidado los dineros públicos, volverse a sentar en la Pre- 
sidencia de la República, violando la Constitución. 


Señor Presidente: ese asunto no fue una mera ma- 
niobra política y una violación de la Constitución más 
sino que tuvo consecuencias gravísimas, por las cuales 
mucha gente pagó con su vida, en una revolución heroica, 
que se desarrolló en un único acto militar, el 30 y 31 de 
marzo de 1888 de cuya gesta dentro de poco se va a 
cumplir un siglo, y al mismo tiempo significó un podero- 
so movimiento de opinión pública que moralmente termi- 
nó por tambalear al gobierno de Santos y permitió que 
en pocos meses más éste fuera prácticamente expulsado 
de la Presidencia de la República y desterrado definitiva- 
mente del país. 


Voy a mencionar a algunas de las personas que en 
esos momentos emigraron a Buenos Aires, que no sólo 
arriesgaron su vida y realizaron un sacrificio económico 
personal, para financiar el movimiento, expulsar del po- 
der a Máximo Santos y frustrar la maniobra que preci- 
samente significaba la sanción de la ley aue creó el de- 
partamento de Flores. Durante todo el mes de enero y 
febrero del año 1886, la juventud universitaria y lo más 
encumbrado que había en el país, emigró a Buenos Aires 
y a Entre Ríos. 


Javier de Viana, en sus “Crónicas de la Revolución del 
Quebracho”, recuerda con gran elocuencia, el lirismo. la 
esperanza con que fueron a esa revolución, que militar- 
mente fue un desastre pero que desde el punto de vista 
mora] significó el principio del fin de la tiranía de Santos. 


En el Comité Directivo, que sesionaba en Buenos Ai- 
res y cuya alma mater era el ex-canciller de la República, 
doctor Joaquín ¡Requena y García, que utilizó su amistad 
con el Presidente argentino, general Julio Argentino Ro- 
ca para que su Gobierno, violando sus deberes de neutra- 
lidad, hiciera la “vista gorda” ante la revolución, figura- 
ban tres ilustres ciudadanos, bisabuelos, precisamente, de 
tres integrantes del Cuerpo: el ex-Presidente de la Repú: 
blica General don Lorenzo Batile, el doctor Juan José de 
Herrera, Canciller de Berro, y el doctor Gonzalo Ramírez. 


" 
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Entre las personas que participaron de la Revolución 

y fueron al campo de: batalla, se contaban tres futuros 

Presidentes de la República: José Batlle y Ordoñez, Juan 
Campisteguy y Ciaudio Williman. 


Voy a citar también a algunos otros personajes emi: 
nentes que estuvieron con la revolución: Aureliano Ro- 
dríguez Larreta, Pablo de María, José Pedro Gonzalo y 
Carlos María Ramírez, Luis Melian Lafinur, Rufino T. 
Domínguez, Juan Zorrilla de San Martín, Diego Lamas 
-—el héroe de Tres Arboles— el General Eduardo Váz- 
quez —vencedor de la Batalla de Masoller-— y el doctor 
Martín Aguirre, entre muchísimos otros que escapan a mi 
memoria. Algunos de los jóvenes más distinguidos de la 
época murieron en el campo de batalla. ñ 


Y bien: tengo muy distinguidos amigos —lo aclaro— 
personales y políticos, en el departamento de Flores: ten- 
go también el mayor respeto por ese Departamento y 
comprendo su natural anhelo de celebrar el centenario de 
su creación. Pero considero que las fechas históricas tie- 
nen un significado que no es meramente formal, de un 
acto administrativo o legislativo por el cual se creó un de- 
partamento. No me parece que sea lo mismo celebrar el 
nacimiento de los Departamentos de Treinta y Tres, de 
Rivera o de Paysandú, determinados por necesidades ad- 
ministrativas y a efectos de crear unidades más pequeñas 
en épocas en que las comunicaciones eran tremendamente 
dificultosas, en territorios relativamente extensos para las 
dimensiones de nuestro país. No era el caso del Departa- 
mento de Flores, que se creó nada más que para satisfa- 
cer la aspiración del tirano que quería perpetuarse. 


Creo que una fecha nefasta, desde el punto de vista 
histórico, no podemos transformarla en fasta. Tenemos el 
deber de aleccionar a la opinión pública y a las nuevas 
generaciones y decirles que el día 30 de diciembre de 
1885 se consumó un hecho vergonzoso en la historia del 
país. Y si fue un hecho vergonzoso, no podemos decla- 
rarlo feriado, por más que sea solamente para el departa- 
mento de Flores. Creo que en la historia de ese departa- 
mento, deben haber otras fechas dignas de celebrarse, 
entre ellas, por ejemplo, la fundación de su ciudad capl- 
tal, que a principios del siglo XIX, era conocida como !a 
“Santísima Trinidad de los Porongos”. 


Pero lo que no podemos hacer —y pido disculpas 
al Cuerpo por poner un poco de énfasis en este asunto— 
es declarar feriado una fecha negra en la historia de la 
lucha por la libertad y las instituciones de nuestro país. 


Todas estas personas ilustres, que tantos cargos de sig- 
nificación desempeñaron, todos estos ciudadanos que fue- 
ron Presidentes de la República, antes de la Revolución 
del Quebracho y después de ella, y varios de ellos que fue- 
ron Cancilleres de la República, como Rufino T. Domin- 
guez, que fue Comandante de uno de los Cuerpos qua 
estuvo en el campo de batalla, en que José Batlle y Ordó- 
ñez era el Capitán de la Primera División del Batallón de 
Dominguez, y su hermano el abuelo del señor senador Bat- 
lle, Luis Batlle y Ordóñez, era el Capitán de la Segunda 
División, vivieron una verdadera odisea. 


Hay crónicas de la Revolución contando las peripe- 
cias con que muchos se retiraron del campo de batalla. 
Aún se recuerda el telegrama cifrado que le envió Santos 
a Tajes diciéndole que actuara sin clemencia, que liqui- 
dara de una vez por todas a “esa canalla” de Larreta 
—se refería a don Aureliano Rodríguez Larreta, “los Ra- 
mírez” y “el Aguirre”, o sea el doctor Martín Aguirre, 
que no era antepasado mío, pero esto no hace al caso. 


Creo que todo aquello fue un episodio vergonzoso y el 
inicio, el detonante que llevó a que toda la juventud de 
la época se enrolara en la revolución para arriesgar su 
vida en el campo de batalla. 


Me niego terminantemente, señor Presidente, aunque 
respetando la opinión de quienes no comparten mi punto 
de vista, a que ese hecho, ignominioso, fruto de la vo- 
luntad de un déspota, que fue expulsado dei pais en el 
único caso en toda nuestra historia en que una persona 
fue desterrada por ley y nunca más se le permitió entrar, 
lo declaremos un día fasto y feriado, por más que sólo 
sea para el departamento de Flores. 
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SEÑOR FA ROBAINA. -—. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: adelan: 
to que seré muy breve. 


Pienso que todos y cada uno de los miembros del Se- 
nado podria suscribir íntegramente la evocación histórica 
que con su acostumbrado brillo, acaba de formular el se- 
ñor senador Aguirre. 


Sin duda alguna, la fecha a la que se hace referencia, 
recuerda una etapa muy negra en la historia del país, pero 
también es verdad que los habitantes del departamento 
de Flores —cuya existencia en el país se debe a una rea- 
lidad geográfica y político-administrativa— no tienen la 
culpa de ese hecho histórico irreversible. 


Entiendo que, como senador de la República no puedo 
hacer distingos, porque he levantado, como representante 
antes y como senador después, muchas veces la mano 
para votar otras leyes similares a ésta, declarando feria- 
do la fecha de creación de un departamento, y no me sen- 
tiría tranquilo con mi conciencia, porque entiendo que in- 
curriría en una injustificable injusticia si hiciera una ex- 
cepción con el departamento de Flores. 


El mismo respeto y consideración me merecen ——por 
ser hombre del interior— tanto los habitantes de Flores co- 
mo los de todos y cada uno de los distintos departamentos 
del país. Repito que el hecho histórico al que está vincu- 
lado el nacimiento de este departamento, de ninguna ma- 
nera puede comprometer la celebración de su centenario. 
Es bueno decirlo -——aunque parezca obvio... que no está 
en el ánimo del Senado recordar al tirano Máximo San- 
tos. Por el contrario, estamos tratando de contribuir con 
nuestros votos a que se declare feriado el día del cents- 
nario de la creación del departamento de Flores, haciendo 
abstracción deliberada, por supuesto, de aquella triste íi- 
gura. Simplemente estamos hablando de Flores. 


Repito que los hechos históricos han sido juzgados y 
seguirán siéndolo por las próximas generaciones. Es evi: 
dente que la figura de Santos, como la de todos los tiranos 
que ha tenido el país, guarda su sitio en la historia. 


Creo que infeririamos un inmerecido agravio a los ha- 
bitantes de ese departamento, si nos negáramos a votar 
este proyecto de ley, que viene con sanción de la Cámara 
de Representantes. 


Queda claro, entonces, señor Presidente, que la evo- 
cación histórica hecha por el señor senador Aguirre refie- 
re a parte de nuestra historia que ya ha sido juzgada con 
la misma severidad con que él lo hizo y en la que todos 
nosotros podemos coincidir en sus conceptos. 


SEÑOR CIGLIUTI, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: estoy total- 
mente de acuerdo con las expresiones del señor senador 
Fá Robaina. Asimismo, apoyo las manifestaciones del se- 
ñor senador Aguirre y especialmente Jos juicios formula- 
dos contra Santos. 


Considero que Santos era el mismo hombre que antes 
de pensar en la ley que estableció la posibilidad de que Jos 
militares que tuvieran un grado mayor al de Coronel y 
al mismo tiempo mandato de fuerza, podían ingresar al 
Poder Legislativo, viciando de ese modo la previsión cons: 
titucional, había creado otros departamentos. Por ejemplo. 
el departamento de Rivera, que es tan digno como cual: 
quiera, aunque su origen está maculado, porque por más 
Presidente de la República que se titulara Santos, fue el 
mismo sátrapa que gobernó desde que se ausentara el Co- 
ronel Latorre. 


El señor senador Aguirre admitirá que las gestiones y 
los trabajos que se realizaron en aquella época para crear 
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en torno a la Villa de la Santísima 'Trinidad de los Poron- 
gos, un departamento —al que a Santos se le ocurrió lla- 
marle Flores, que había sido victimado hacía pocos años— 
se basaron en un hecho que en ese momento estaba en el 
ambiente político. 


Repito que todo esto fue aprovechado por Santos, 
quien después realizó la elección con el propósito de ser 
electo senador. Más tarde renunció Javier Laviña y San- 
tos ocupó el cargo de Presidente del Senado, que ejercía 
en ese momento la función de Vicepresidente de la Repú- 
blica. Al renunciar el Presidente Vidal, Santos ocupó la 
Presidencia, cuando estaba prohibida la reelección. Entre- 
ga el poder el 1% de marzo y antes de finalizar el mes de 
mayo ya estaba ocupando nuevamente el cargo. 


La actitud de Santos trajo la revolución de Quebra- 
cho, pero también la reacción popular y ésta, el balazo 
de Ortiz. Santos, con la cara destrozada por una bala ex- 
plosiva intentó quedarse en el Gobierno, para lo cual dic- 
ta una ley de imprenta que obligó a sus compañeros a 
retirarse del Ministerio. Entonces, se encontró aislado y 
repudiado. Además, estaba enfermo de una afección con- 
génita que iba a acabar con su vida, según se lo habían 
manifestado sus médicos. 


Es así que Santos llama a la oposición y el doctor 
José Pedro Ramírez le presentó determinadas exigencias. 
Santos las aceptó, pero propuso otras soluciones. Ramí- 
rez fue inflexible y Santos, manifestando que era más 
patriota que él, rompió su contrapropuesta y acató todas 
las exigencias que la oposición, por intermedio del doc- 
tor José Pedro Ramírez, le había interpuesto. 


Fue en ese momento que se retiró ante la alegría 
de todos los habitantes del país. A nadie se le ocurrió 
decir que aquella trampa escandalosa —como la llama 
Fernández Fernández Saldaña— de la creación de un de- 
partamento y de la elección de un senador con el fin 
de que ocupara la Presidencia del Senado y más tarde, 
la de la República, habría tenido que dejarse sin efecto 
en todos sus aspectos. En ese momento no se pensó que 
Santos no debía ocupar la banca de senador, porque el 
departamento de Flores no existía. 'Sin embargo, continuó 
siendo senador. 


El señor senador Aguirre sabe muy bien que Fran- 
cisco Bauzá, por ejemplo, centró la defensa de Santos, 
oponiéndose al destierro, en el hecho de que se trataba 
de un senador de la República, cuyos fueros no habían 
sido allanados. Santos no pudo gobernar porque le inter- 
dictaron su regreso al país las mismas Cámaras que él 
había elegido cuando era el sátrapa omnipotente en la 
Presidencia de la República. E 

Se dice que la historia es maestra de la vida y las 
lecciones de esta maestra son de moral. Ahora, a cien 
años de esos hechos, ¿qué lección de moral nos dejan 
la vida y el calvario de Máximo Santos? No insinúo que 
lo tenga merecido. Pero quien no tiene ninguna culpa es 
el pueblo del departamento de Flores. 


El poronguero actual no tiene por qué sufrir las con- 
secuencias de todo esto y verse privado de festejar el 
centenario de su departamento, por haber sido creado 
por ese tirano. Los restantes departamentos creados por 
Santos, sin embargo, pueden festejar el ceritenario de su 
ereación. 


Entiendo que los hechos ocurridos en el pasado deben 
ser observados con cierta amplitud, aunque indudable- 
mente merezcan el juicio riguroso que ha formulado el 
señor senador Aguirre. Se ha intentado reivindicar a San- 
tos por parte de algunos historiadores, que no pertenecen 
a este partido, mientras que algunos libros tratan de 
hacer lo mismo, ; 


Entiendo que no merece ningún tipo de reivindica- 
ción, pero, al mismo tiempo creo que nosotros no pode- 
mos llevar nuestro juicio —el más severo posible contra 
aquella discutida e innegablemente indefendible figura— 
hasta el extremo gue uno de sus actos de gobierno no pue- 
da ser reconocido. Se trata de un hecho que ya tiene cien 
años; se creó un departamento de nuestro país, que en 
este momento desea celebrar aquella fecha. 
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Al parecer, el departamento de Flores no tuvo un 
buen origen, estoy de acuerdo, pero otros departamentos 
tampoco lo han tenido. Pensamos que los departamentos 
buenos son los creados por Artigas en 1816, como por 
ejemplo, el de Canelones. Pero todos los departamentos del 
país tienen el mismo derecho a festejar sus aniversarios 
de recordación y si no fue fasto para el país, lo fue para 
los habitantes de ese departamento. Por lo tanto, voy a 
dar mi voto favorable a este asunto y confieso con sin- 
ceridad que creo que no se hace ninguna reivindicación 
a una figura política, por peor que ella sea, porque vo- 
temos este proyecto de ley. 


En mi concepto estoy dando mi voto por el departa- 
mento de Flores, dejando fuera la menuda y nerviosa 
figura del General Máximo Santos, quien seguramente 
hunca creyó que un Senado democrático, representativo, 
pudiera dedicar tanto tiempo a este asunto con todas 
las horrendas cosas de que fue protagonista. 


SEÑOR FLORES SILVA. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: des: 
pués de las brillantes palabras pronunciadas por el señor 
senador Cigliuti, poco queda por decir sobre este asunto. 


Comparto con el señor senador Aguirre la misma 
pasión por la historia y el mismo rechazo por la figura 
de Santos. 


Al principio del proceso, con Latorre, las familias de 
Herrera, Rodríguez Larreta y Flores habían sido perse- 
guidas —y habían emigrado en la Barca Puig—, atacán- 
dose a la juventud liberal que se oponía a ese movi- 
miento autoritario. Por encima de todo esto creo que a 
la hora de hacer el balance histórico en el Senado tene- 
mos que ser, necesariamente, los unos con los otros y 
todos con todos, de algún modo tolerantes. Por ejemplo, 
entre las figuras que nombra el señor senador Aguirre, 
hay algunas.que a nuestro partido le pueden resultar no 
del todo felices, como las que fueron responsables del epi- 
sodio de Quinteres, que a nosotros mucho nos duele. Sin 
embargo, creemos que no es por este camino de puja y 
de confrontación, de contraposición histórica, que tene- 
mos que analizar los hechos. 


En estos días, con mucho gusto, en ese ejerclelo de 
lo que debe ser el país mirándose a sí mismo con tole- 
rancia en este ámbito, vamos a escuchar palabras sobre 
una figura histórica como la del ex Consejero de Go- 
bierno don Eduardo Víctor Haedo que, desde el punto 
de vista de nuestro partido no tiene la misma considera- 
ción que sí tiene en el partido adversario. 


E De la misma manera hemos escuchado hace pocos 
días —y lo hemos hecho complacidos-— tratando de va- 
lorar el ángulo con que se hacía el abordaje y la concep- 
ción histórica, lo manifestado por parte del' señor sena- 
dor Rodríguez Camusso sobre el General Oribe, que no 
es una figura de nuestra particular devoción pero que 
sí lo es de otros señores miembros del Senado. Por lo 
tanto es algo que mucho respetamos. 


El caso de Santos es más complejo, porque estoy se- 
guro que en ese terreno no existen discrepancias porque 
todos estamos de acuerdo en rechazar su gobierno auto- 
ritario así como el de Latorre. 


Pero lo que quiero señalar es que el modo de abor- 
dar el asunto, sobre todo cuando tratamos la fecha del 
nacimiento de un departamento y en virtud de una con- 
cepción amplia de la dialéctica histórica en que se vio 
enmarcado el país, es dando un paso atrás en nuestra 
visión apasionada de la historia. 


Reltero que defiendo, comparto, siento, comulgo y 
milito en esa visión apasionada de la historia, pero creo 
que debemos dar un paso atrás al considerar estos temas 
porque de lo contrario no podremos valorar lo necesaria- 
mente valorable en esta circunstancia, que es que un 
departamento con una idiosincracia propia desea festejar 
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una efemérides importante para sus pobladores. Por lo 
tanto, insisto en que es necesario ese paso atrás desapa- 
sionado en cuanto al análisis histórico para tratar de que 
las cosas se desarrollen con más serenidad. 


Para terminar, digo que tengo una cabal compren- 
sión y de algún modo una cierta solidaridad con la reac- 
ción que manifiesta el señor senador Aguirre desde que 
comulgo y milito en el sentido de tener una visión no 
pasional pero sí apasionada de la historia. 


Pero creo que eso no es lo protagónico hoy aquí, 
porque nadie puede pensar que al festejar la efemérides 
correspondiente al nacimiento de este departamento esta- 
mos homenajeando al General Santos. Si alguien lo pu- 
diera pensar, queda muy claro que de todas las bancadas 
de este Senado se aclara que ese no es el sentido. La 
figura del General Santos con posterioridad a su desapa- 
rición de la vida política no ha sido defendida por his- 
toriadores de nuestro partido, antes bien lo ha sido por 
historiadores vinculados a otros partidos. 


Por lo tanto queda bien claro que los que estamos 
en la posición de votar afirmativamente este feriado, lo 
hacemos en el sentido de lo que es el departamento de 
Flores, su idiosincracia, su efemérides particular y no en 
su vinculación con el hecho histórico concreto que le dio 
nacimiento. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: estimo 
que no hay en este Senado nadie que tenga más derecho 
que yo —si es que existe algún derecho— para oponerse 
a la sanción de este proyecto de ley. 


Soy nativo del departamento de San José. que es 
de génesis artiguista, a pesar de que omitió mencionarlo 
mi distinguido amigo el señor senador Cigliuti. Es sabido 
que el departamento de Flores fue creado a costa del 
cercenamiento del territorio del departamento de San José. 
De manera que en esto yo estoy procediendo un poco 
a la manera de aquel estoico, del que hablaba Ortega y 
Gasset que daba caricias a las barbas de la flecha que 
llevaba hundida en su costado, y ello, porque además 
soy miembro informante de este proyecto y aconsejo la 
sanción del mismo, ya que, asimismo, comparto lo expre- 
sado por los señores senadores Cigliuti, Fá Robaina y Flo- 
res Silva, sin dejar de reconocer, como siempre, la elo- 
- cuencia y la erudición del señor senador Aguirre en este 
tema que ya me había anunciado que lo iba a plantear, 
desde el momento en que, muy inocentemente, dejé que 
la Comisión de Constitución y Legislación me designara 
miembro informante de un proyecto que, normalmente, 
es de trámite, tal como es de estilo en estos casos. 


Comparto aquellas expresiones porque no estamos 
haciendo otra cosa que seguir por el camino y por el trillo 
que han marcado las conmemoraciones de creación de 
alsuntes departamentos del país, en ocasiones similares a 
esta. 


De manera que, en lo que se refiere a este asunto, 
sé que tienen especial interés los señores representantes 
nacionales de ese departamento, que puede decirse que, en 
cada una de las últimas sesiones han concurrido al seno 
de este Cuerpo para, de alguna manera, con su presen- 
cia, con su palabra y con el acuerdo del que fue su pro- 
nunciamiento en la Cámara de Representantes y luego, 
con su gestión ante nosotros incentivar la aprobación de 
este proyecto de ley. Esos mismos representantes de uno 
y otro de los partidos tradicionales, están de acuerdo, 
naturalmente, en que se conmemore el centenario de la 
creación del departamento de Flores. Esto no supone ——co- 
mo a veces le gusta decir al señor Presidente en otro 
tipo de decisiones— ningún pronunciamiento sobre el fon- 
do sino sobre Ja parte adjetiva del asunto que se encuen- 
tra en trámite. 


Quiero decir, señor Presidente, que existe un hecho 
concreto y real: en la República hay un departamento 
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que se llama Flores y que el mismo, mal o bien creado, 
con los antecedentes históricos, jurídicos, políticos, reli: 
giosos o sociales, cualesquiera sean, está allí y el 30 de 
diciembre se cumplen 100 años de su creación. 


Nosotros, siguiendo ejemplos similares a este, resolve- 
mos —a través de este proyecto de ley que si esta noche 
fuera aprobado por el Senado, pasará al Poder Ejecutivo 
para su promulgación— que se declare feriado el 30 de 
diciembre de 1985, para ese departamento, y que se auto- 
rice tres días de licencia para los funcionarios públicos 
que prestan servicios en todo el país y que hayan nacido 
en aquél y deseen trasladarse al mismo en esa fecha. 
Esto no es ni más ni menos que lo que hemos hecho en 
otros casos análogos. Esperamos que el Senado lo reedite 
en esta especie concreta que estamos examinando en la 
noche dehoy. 


Por lo tanto, esta decisión del Parlamento -——que fue 
tomada primero por la Cámara de Representantes y ahora, 
si se aprueba, por el Senado— no supone otra cosa más 
que lo establecido en los dos artículos del proyecto de 
ley, Esa ha sido nuestra intención y el sentido que este 
proyecto tiene. En consecuencia, lo sometemos a conside- 
ración del Cuerpo y en nuestra calidad de miembro in- 
¿mante solicitamos su aprobación en general y en par- 
icular. 


SESOR AGUIRRE. — Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Declaro que he escuchado con 
raucha atención e interés a los distintos colegas que han 
hecho uso de la palabra para controvertir mi criterio y 
mi oposición a la sanción de este proyecto de ley. Pero 
deseo hacer algunas precisiones sobre algunos juicios que 
se han formulado y que implican, a su vez, atribuirle un 
sentido a mi posición que sin duda no la tiene. 


Se ha dicho que se va a votar este proyecto de ley 
porque lo contrario significaría inferirle un inmerecido 
agravio a los habitantes del departamento de Flores, lo 
cual a “contrario sensu” quiere decir que quien vota en 
contra de este proyecto, está agraviando a los pobladores 
de éste departamento. 


Ya he manifestado, señor Presidente, que tengo el 
mayor aprecio por muchos amigos personales y- políticos 
del departamento de Flores y no tengo absolutamente 
nada contra él ni contra sus habitantes. Creo que sí se 
agraviaría a sus habitantes si les atribuyera responsabi- 
lidad política en el hecho que determinó la creación de 
su departamento, que es lo único que estoy juzgando 
negativamente. Es obvio que ello no puede ser así, por 
cuanto el departamento de Flores se creó hace 100 años 
y hinguno de sus actuales habitantes tuvo arte ni parte 
en ese acto, ni nunca han expresado alguna opinión favo- 
rable a la significación política de ese hecho. Por lo tanto, 
no estoy agraviando a nadie; simplemente mc nlego a 
que el Senado, por ley, celebre un hecho cuya significa- 
ción histórica en la evolución política del país, considero 
negativo. 


Por otra parte, se ha expresado, entre otros argu- 
mentos, que el Presidente Máximo Santos también puso 
su firma cuando se creó el departamento de Rivera y 
algunos otros, y que el departamento de Flores es tan 
digno como el de Rivera o el de Treinta y Tres. Creo 
que cuando se juzga a un departamento todos son dignos 
y merecedores de respeto. Pienso que la dignidad de un 
departamento no derlva del acto político de una voluntad 
extraña a sus habitantes que determinó su creación. Un 
departamento es digno en función de lo que lo engran- 
decen sus habitantes con su espíritu de trabajo, con su 
sacrificio, con sus industrias, con su producción; también 
lo es por la honradez y la altura de sus habitantes que, 
en el caso concreto del departamento de Flores, la tienen, 
cosa que valoro. Reitero que para mí el departamento 
de Flores es tan digno como el de Rivera O cualquier 
otro del país, 
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Al oponerme a la sanción de este proyecto de ley 
no estoy haciendo ningún juicio de valor sobre el depar- 
tamento de Flores, ni mucho menos diciendo que no es 
digno. 


Asimismo, he oído decir que de esta manera quere- 
mos impartir una especie de lección de moral histórica 
y que, en verdad, a los personajes históricos los juzga 
el tiempo, por lo que esta no es una forma de impartir 
ese tipo de lecciones. 


Creo, señor Presidente, que cuando se va a declarar 
feriado un acontecimiento político que tiene esta signi- 
ficación, no se trata de dar lecciones de moral histórica, 
sino simplemente de estampar un juicio de valor sobre 
ese episodio y los que consideramos que fue una fecha 
de significado negativo, tenemos el derecho de oponernos 
a su celebración. 


Entiendo que hay derecho a festejar la fecha pero 
para hacerlo no hay ninguna necesidad, de declararla fe- 
riado. Muchas fechas se celebran con actos conmemora- 
tivos de otra índole. La Intendencia Municipal de Flores 
puede desarrollar un acto en la plaza pública, se pueden 
reunir sus habitantes o sea que hay muchas maneras 
de celebrar una fecha pero, para ello, no es necesario que 
el Parlamento nacional la declare feriado por ley, 


En cuanto a que hemos hecho mención a personajes 
históricos, algunos de los cuales se habría visto involu- 
crado en algún episodio juzgado negativamente por inte- 
grantes de otras bancadas —episodio sobre el cual tengo 
Otra opinión, pero no es el momento de discutirlo— tam- 
"bién es evidente que he nombrado a muchisimos perso- 
najes históricos, cuya participación en distintos momentos 
de la vida dei país, no juzgo positivamente, porque he 
comenzado por nombrar al más grande adversario de 
nuestro Partido —figura gigantesca de la política na- 
cional— don José Batlle y Ordóñez, cuya intervención 
en los sucesos del año 1886, considero no sólo de signo 
altamente positivo, sino una de las páginas más bellas de 
su existencia por cuanto arriesgó su vida en el campo 
de batalla y su libertad como periodista en una campaña 
implacable contra Santos que, para desarrollarla, fue pre- 
cisamente, que fundó el diario “El Día”. s 


Creo que alguna discrepancia que podamos tener con 
otros momentos de su larga actividad política, no nos 
exime de citarlo, precisamente, para decir aue todo lo 
mejor que habia en el país en ese momento estaba contra 
la política del Presidente que, para perpetuarse en el po- 
der, creó el departamento de Flores. 


Finalizo, señor Presidente, diciendo que he escuchado 
con mucho gusto las precisiones del señor senador Ci- 
gliuti que, complementando mis recuerdos históricos ha 
continuado con el desarrollo de los sucesos del año 1886 
hasta el momento en auc Santos fue extrañado del país 
por una ley --—-<como él bien lo recordó— que fue impug- 
nada por razones de inconstitucionalidad indiscutible, por 
aquel hombre de talento poderoso que era Francisco Bauzá, 
en un debate memorable que tuvo con Julio Herrera y 
Obes, quien era entonces Ministro de Gobierno, a tal 
punto que los argumentos de Bauzá estuvieron por hacer 
fracasar el voto afirmativo al proyecto de ley, que sólo 
se aprobó por un voto de diferencia. 


Es cierto que nadie dijo que se suprimiera el depar- 
tamento de Flores, ni que sus habitantes volvieran a serlo 
de otro. Eso era ya una realidad administrativa incor- 
porada a la vida del país. Pero, lo que aquí se está juz- 
gando es que, en aquel entonces, se utilizó el instru- 
mento de la ley para satisfacer la desmedida ambición 
de un déspota que pretendía perpetuarse en el poder —y 
en parte lo logró—, utilizando ese instrumento que tlene 
ctros fines mucho más nobles. 


Acepto y reitero, señor Presidente, que mi juicio 
puede ser controvertido, que mi enfoque del problema 
puede estar equivocado, pero no creo que sea saludable 
que el Parlamento de la República, en esta hora de res- 
tablecimiento de la libertad y la democracia en el país, 
declare ferlado un hecho histórico que significa, precisa- 
mente, la negación de esos valores fundamentales para 
la dignidad del ser humano. 
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Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR BATALLA. — Hoy nos encontramos en el 
plenario replanteando una discusión que ya se dio en 
el seno de la Comisión. Los integrantes de la misma se- 
ñalaron que en la aprobación del proyecto de ley de 
ninguna manera había una valoración sobre un hecho 
histórico innegable: Máximo Santos era un déspota y el 
departamento de Flores fue, en cierto sentido, algo así 
como la concreción del Tratado Hay Bunau - Varilla y 
la creación de la República de Panamá. 


Por las razones expuestas, señor Presidente, y tenien- 
do en cuenta este concepto y estas limitaciones, es que 
hemos dado nuestro voto al proyecto de ley. 


Además, creemos que el mismo tiene un muy claro 
sentido de lo que ha sido tradicional en el país, sin que 
ello implique pronunciarse sobre el hecho histórico en sí 
mismo. La historia existe, y no sólo debemos respetarla 
porque representa el pasado, sino, porque uno de sus pa- 
sajes, está referido a la situación de un pueblo, al que 
le negaríamos un derecho que ya se lo hemos otorgado 
2 Otros. 


Nada más, señor Presidente. 
18) PENSIONES GRACIABLES 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 
para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — En quinto tér- 
mino del orden del día figura el proyecto de ley por el 
que se concede pensión graciable a diversas personas 
que, de acuerdo con el Reglamento, debe ser votado por 
la vía de cédulas escritas. Junto con los señores senadores 
Batalla y Cigliuti hemos decidido formular moción para 
que se vaya realizando esa votación. 


Aprovecho la oportunidad para expresar algo que 
nos ha llamado la atención y lo hemos conversado con 
los señores senadores que mencioné precedentemente. In- 
clusive, le hemos solicitado al señor senador Cigliuti, por 
razonés fáciles de comprender, que hiciera las gestiones 
del caso, pues nos ha sorprendido sobremanera que entre 
los nombres propuestos —que estimamos de estricta jus- 
ticia— no se hayan tenido en cuenta otros como, por 
ejemplo, el de la destacada poetisa compatriota, de casi 
86 años de edad, señora Concepción Silva Belinzón, el 
de la viuda —cuyo estado de salud es delicado— del emi- 
nente e incomparable Líber Falco, señora Dilia del Car- 
men Ferrando Gular, así como tampoco el de la viuda 
del señor Domingo Bordoli, cuyo nombre en este mo- 
mento se me escapa. 


En consecuencia, en nombre de los señores senadores 
Batalla, Cigliuti y de quien habla, solicitaría a la Mesa 
—ésta dispondrá el momento de hacerlo— el envío de la 
versión taquigráfica donde se plantea esta inquietud, al 
Ministerio de Educación y Cultura, el que tenemos la 
seguridad ha de recogerla en el más breve término posible. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la mo- 
ción presentada por el señor senador Rodríguez Camusso 
en el sentido de que se recoja la votación por bolillero 
con respecto al proyecto de ley relativo al otorgamiento 
de pensiones graciables para determinadas personas, que 
figura en quinto término del orden del día. 


(Se vota:) 
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—22 en 22. Añirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 


BEAdur, 


SEÑOR ORTIZ. — Al votar este otorgamiento de 
pensiones graciables, ¿lo hacemos también con respecto 
al proyecto de Jey enviado por el Poder Ejecutivo que 
refiere al mismo tema? 


'SEÑOR PRESIDENTE. -—- No, señor senador; son dos 
cosas separadas. Una es un proyecto de ley con carácter 
germeral que eleva el monto de las pensiones y la otra, 
si mal no recuerdo, refiere al otorgamienio de pensiones 
graciables a las personas que aquí se indican. 


SEÑOR ORTIZ. -—— ¿Estamos votando en esta forma 
el proyecto de ley que figura en el Repartido N* 153 
por el que se conceden estas pensiones graciables? 


SEÑOR PRESIDENTE. --—- Sí, señor senador, ese es 
el proyecto. 


SEÑOR ORTIZ. — Entonces, por este proyecto, con- 
cederemos pensiones graciables de N$ 20.000 cada una a 
una serie de figuras nacionales. Pero si después votamos 
el otro proyecto, resulta que estas pensiones quedarán 
automáticamente aumentadas en las proporciones que es- 
tablece éste, que figura en el Repartido N* 152. Por lo 
tanto, creo que en este o en Otro momento deberían 
hacerse las aclaraciones correspondientes, en virtud de 
que el otro proyecto aumenta las pensiones graciables vi- 
gentes a la fecha de la presente ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene razón el señor se- 
nador. No procede que votemos en este orden tos dos 
proyectos de ley; debe votarse, en primer término, el 
de carácter general que eleva el monto y posteriormente 
el otorgamiento de las pensiones graciables, porque de 
lo contrario estaríamos duplicando, con cinco minutos de 
diferencia, estas pensiones que acabamos de votar. No 
es ese el sentido. 


SEÑOR ORTIZ. — A eso iba. 
(Apoyados.) 


SEÑOR PRESIDENTE. — La diferencia está señor 
senador en que las pensiones graciables sólo las vota el 
Senado, en tanto que el proyecto de carácter general 
debe ir a la órbita de la Cámara de Representantes y 
no será ley hasta que ésta lo apruebe y el Poder Eje- 
cutivo lo promulgue. Eso nos va a obligar, quizás. a re- 
tocar el texto de este proyecto de ley. 


SEÑOR ORTIZ. — La otra disposición lleva el ró- 
tulo de proyecto de ley. Entonces, si no lo vota más 
que el Senado, no es una ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No, señor senador, lo otro 
es una resolución del Senado que fija el monto de las 
pensiones. Lo que no puede hacerse es que una ley que 
se sancione 15 ó 20 días después, aumente esas pensio- 
nes votadas hoy. 


SEÑOR ORTIZ. — En primer lugar, hay un error 
del propio Poder Ejecutivo, porque dice “Adjunto el si- 
guiente proyecto de ley...”. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- La pensión la vota el Se- 
nado, de acuerdo a la Constitución. Entonces, hay un 
error al llamarlo “ley”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — No conozco ningún artículo 
de la Constitución que diga que las pensiones las vota 
el Senado. Votar pensiones es una de las competencias 
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atribuidas a la Asamblea General, y previstas por el ar- 
tículo 85, numeral 13) que dice: “Crear o suprimir em- 
pleos públicos, determinando sus dotaciones o retiros; y 
aprobar, reprobar o disminuir los presupuestos que pre- 
sente el Poder Ejecutivo; acordar pensiones y recompen- 
sas pecuniarias o de otra clase y decretar honores pú- 
blicos a los grandes servicios”. 


Todo esto se hace por ley porque es una competen 
cia de la Asamblea General que, salvo que diga expresa: 
mente la Constitución que ésta actúa en reunión de am- 
bas Cámaras, se expresa por ley. Es el modo normal de 
actuar del Poder Legislativo. Toda pensión graciable es 
una ley. Para mí es una novedad que se diga que sólo 
las vota el Senado. La prueba está en que el Poder 
Ejecutivo remite un proyecto de ley, como corresponde. 


SEÑOR ORTIZ. -— En consecuencia, tengo razón; no 
podemos votar este proyecto de ley antes que el otro. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Vamos a tratar de des- 
brozar un poco el camino; terminemos con la considera: 
ción de este proyecto de ley referido al teriado relativo 
al departamento de Flores y Juego, podríamos invertir el 
Orden de los asuntos que figuran en cuarto y quinto tér- 
mino del orden del día. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Quisiera acla- 
rar que lo que hemos solicitado es que se vote el otor- 
gamiento de las pensiones graciables por el procedimiento 
de la cédula escrita a una nómina de personas que con 
nombre y apellido figura en el Mensaje del Poder Eje- 
cutivo; inclusive, hemos señalado nuestra extrañeza en 
Cuanto a que no figuran en dicha nómina tres personas 
que en nuestra opinión —y creemos que también en la 
del Poder Ejecutivo—- son acreedoras a igual distinción. 


A eso es a lo que nos hemos referido en nuestra 
anterior intervención. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Voy a citar simplemente lo 
que establece el artículo 111 de la Constitución. Dice 
así: “Las pensiones graciables serán resueltas mediante 
ei voto secreto y requerirán la conformidad de la mayoría 
absoluta del total de componentes de cada Cámara. 


Los reglamentos de cada Cámara podrán establecer 
el voto secreto para los casos de venias y designaciones” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Parece claro que ese es 
el procedimiento. La Mesa se había atenido a una in- 
formación brindada por ta Secretaría en el sentido de que 
esos eran Jos antecedentes. Pero es evidente que no pue- 
den serlo porque contrarían el texto claro de la Cons- 
,titución. Se tendrá en cuenta la atinada observación del 
señor senador Ortiz para cuando se considere el proyecto 
de ley que figura en cuarto término del orden del día, 
en cuanto a saber que hoy estamos votando pensiones 
graciables que tíenen que quedar excluidas de la resolu: 
ción general, 


SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra cl señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Quisiera preguntar 1 
la Mesa si ya se ha repartido el Mensaje del Poder Eje- 
cutivo conteniendo los nombres. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí, señor senador. 
SEÑOR FLORES SILVA. — A riesgo de ser antipá- 


tico, señor Presidente, encuentro que el Poder Ejecutivo 
nos envía una nómina de ciudadanos, y que nosotros no 
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tenemos a la hora de votarla —el Cuerpo se dispone a 
ello—, en algunos casos, antecedentes que pienso son ne- 
cesarios porque, obviamente, no todos tienen la misma 


jerarquía. 


No tengo inconveniente en votar, un poco al barrer; 
sin embargo estimo que no sería mala cosa que, ya sea 
a través de la Comisión o por Jos antecedentes, este astun- 
to se trate de otra manera. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción” 
SEÑOR FLORES SILVA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se: 
hor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — La misma preocupacion que em: 
barga al señor senador Flores Silva, la tuve yo aumen- 
tada porque el Mensaje del Poder Ejecutivo que figura 
en el repartido N* 153, expresa en su párrafo segundo. 
que en el artículo 1% se establecen los beneficiarios cuyas 
actividades han honrado a la República, de acuerdo con 
el detalle expuesto en un anexo adjunto. 


Como el anexo adjunto no venía con el repartido, 
lo solicité a la Mesa, y ésta me lo hizo llegar. 


Lo que ocurre es que este anexo, donde están men- 
cionados cada uno de los beneficiarios con sus respecti- 
vos méritos, no ha sido distribuido y es por eso que no 


lo conocemos. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Confieso —y termino, 
señor Presidente— que, en algunos casos en particular, 
me resulta difícil la opción en el momento de votar, sin 


conocer los antecedentes. 


En estos casos, generalmente uno ve invadido su es- 
píritu de generosidad y no desea otra cosa que la patria 
recompense a quienes la sirven con su prestigio; sin em- 
bargo, de alguna manera es necesario saber qué votamos. 
Debo confesar, señor Presidente, que, en mi ignorancia 
desconozco, incluso, a algunos ciudadanos. Por consiguien- 
te, no seria mala cosa, antes de proceder a la votación, 
por un prurito de honestidad, saber de quién se trata. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Podríamos postergar por 
unos minutos la consideración de este asunto a fin de 
realizar el repartido correspondiente ——mediante el siste- 
ma de fotocopiado—- con los antecedentes que no se han 


distribuido. 

¡SEÑOR CERSOSIMO. — Pienso que el proyecto re- 
lativo a la declaración de feriado para el departamento 
de Flores, tendría que tratarse ya, porque de lo contrario, 
va a llegar la fecha y será innecesario. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Un momento, señor sena: 
dor; en seguida vamos a considerar ese asunto. 


SEÑOR SINGER. -- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — ¿La Comisión, no ha producido 
un informe al respecto? 


SEÑOR PRESIDENTE. — No; el proyecto fue en- 
viado a la Comisión de Asuntos Laborales y Previsión 


Social, pero no vino con informe. 
SEÑOR ARAUJO. —— ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SINGER. — Con mucho gusto. 


SESOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Araújo, Presidente de la Comisión de Asuntos 


Laborales y Previsión Social. 


SEÑOR ARAUJO. — Tal como habíamos informado 
en una sesión anterior, la bancada del Partido Nacional 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—225 


había solicitado una prórroga en el análisis de este tema 
durante su estudio en la Comisión porque, según tengo 
entendido, podría agregarse algún nombre. 


Nuestra Comisión no ha logrado reunirse nuevamen- 
te; recién lo haremos el viernes. Esta es la razón de la 
demora en brindar nuestro informe. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Continúa en el uso de la 
palabra el señor senador Singer. 


SEÑOR SINGER. — Deseo realizar solamente dos 
consideraciones. 


La primera, en el sentido de que entiendo que son 
de total recibo las apreciaciones formuladas por el señor 
sensor Flores Silva. A mí me ocurre exactamente lo 
mismo. 


Pienso que, en esta materia, el Senado no debe votar 
en bloque y que las pensiones graciables deben conside- 
rarse una por una. No es este el caso, pero puede ser 
que alguna pensión no esté dispuesto a aprobarla. Por 
consiguiente, no voy a negar el voto al conjunto si sólo 
estoy en contra de alguna de ellas. j 


Entiendo que las pensiones graciables deben votarse 
una por una. Es el mismo caso que cuando se otorgan 
venias. Ellas deben aprobarse una por una, 4 menos que 
haya consenso para hacerlo en bloque. 


. La segunda precisión que deseo realizar es que en- 
tiendo que este asunto amerita un informe de la Comi- 
sión. Es natural que sea así; sobre todo porque estamos 
en presencia de un conjunto de nombres. Algunos de ellos 
resultan, obviamente, prestigiosos. Sin embargo confieso 
que, por ignorancia, a otros no los conozco. Entonces 
me gustaría que hubiera un informe que avalara los an- 
tecedentes remitidos por el Poder Ejecutivo. 


Por estas razones, señor Presidente, pienso que lo 
más atinado es que este asunto pase a la Comisión para 
que ésta produzco informe. En el interín, tal vez se re- 
mitan al Poder Ejecutivo las palabras pronunciadas por 
el señor senador Rodríguez Camusso y. quizás, pueda am- 
bliarse esta nómina. 


Hago moción en ese sentido. 


_ SEÑOR PRESIDENTE. -— Para esa ampliación. se ne- 
cesitará la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SINGER. — Desde luego, yo solamente for- 
mulo moción para que este asunto vuelva a Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
--19 en 21. Afirmativa, 


19 DEPARTAMENTO DE FLORES 
Declaración de feriado con motivo del 
centenario de su creación, 

Alteración del orden del día 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la discusión gene- 
ral del proyecto de ley por el que se declara feriado para 
el departamento de Flores el día 30 de diciembre de 1985. 


SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MEDEROS. — En Oportunidad de iniciarse 
la consideración de este proyectomi distinguido amigo y 
compañero de sector el señor senador Aguirre, realizó 
una exposición de índole histórica, que yo no podría ha- 
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cer, dadas las condiciones intelectuales de que está im- 
buido el espiritu superior del señor senador. 


Dese expresar mi total solidaridad con su disertación 
y, A la vez, decir que sobre los hechos históricos los par- 
tidos tradicionales tienen dos bibliotecas. 


Hay quienes se aferran a los conceptos conotidos que 
se vienen manteniendo de un siglo atrás. Yo pienso que 
es necesario realizar, algún día, una revisión histórica 
de la verdad y de la realidad que ha vivido el pais. 


Compreido que un partido político como el Colorado 
con más de un siglo en el ejercicio del poder, imponga su 
impronta y su versión de los hechos. El poder, entre obras 
cosas, aunque sea bien ejercido —y en algunos periodos 
ése no ha sido el caso del Partido Colorado-— deja sus 
huellas en aquéllas cosas que incumben a la cultura. a las 
las letras y. 1undamentalmente a la historia. 


Por consiguiente, no debe extrañarnos que tengamos 
conceptos distintos de los acontecimientos históricos. Sin 
embargo en este Cuerpo se da un hreno elocuente en re- 
lación u la total coincidencia sobre la execrable figura 
úel General Santos que perteneció al partido Colorado y 
que cubrió su ejecutoria política cou sangre de Uruguayos 
inocentes y que en su despotismo fue resistido por hom- 
bres que han hecho historia dentro del mismo partido. 


Entiendo las salvedades de los señores senadores del 
Partido Colorado que me han precedido en el uso de la 
palabra, porque es lógico que las hagan. 


Pero quiero agregar algunos conceptos, ES gue mi 
distinguido amigo, el señor senador Cigliuti, que es muy 
versado en esta materia, en la que tiene dutoridnd EA 
lo respeto por ello— habló del “victimado Flores”. Si; el 
General Flores fue victimado. Algún dia la historia exhu- 
mará los hechos de distinta manera y podrá indagar 
quiénes lo victimaron. Como consecuencia de su muerte. 
también fue victimado Bernardo Prudentio Berro, el di- 
rigente máximo de nuestra colectividad en aquella hora. 


Sclo voy a hacer estas referencias para no entrar en 
otras disquisiciones. porque creo que este no es el momen- 
to de realiza» debates históricos. los que deberemos ana- 
lizar con espiritu pulero y clevado cuando ellos se plan: 
been. 


El distiuguido amigo y joven senador Flores Silva ha- 
bló de que tampoco podenios olvider los llamadas “he- 
chos de Quinleros”. Si; también se trata de un hecho his- 
tórico triste, en el que corrió sangre de orientales, Como 
consecuencia de él se derramó sangre de nacionalistas en 
la heroica Paysandú, dende Leandro Gómez fue también 
sacrificado en medio de la pasión que gobernaba a los 
hitos históricos de esa época, que nosotros debemos ana- 
lizar con ecuanimidad, porque no podemos dejarnos !le- 
var por era bilisma magnitud de pasiones, ya que los he- 
chos están muy alejados en el tiempo. pero ellos jalonan 
la acción de uno y otro partido. Por esto, entre otras 
consideraciones, soy revisionista. Algún día la verdad cla- 
rividente podrá ser expresada y escrita, y examinados 
esos hechos a la luz de su realidad. Aún hoy, cuando 
evocamos esos hechos, nos causan dolor por la barbarie 
con que nuestros antepasados, blancos y colorados, diri- 
mían sus diferencias con lanza, espada o pistola. Ojalá 
sólo queden como recuerdo del pasado. 


Tenemos a nuestra consideración un proyecto de ley 
venido de la Cámara de Representantes, que declara un 
feriado para el departamento de Flores, hermoso depar- 
tamento que tanto queremos y donde tantos amigos te- 
nemos. Pero no podemos disociarlo v separarlo del hito 
histórico de su nacimiento, que fue en forma espúria, pa: 
ra configurar las resultancias que magistralmente ha re- 
señado el señor senador Aguirre, complementadas por los 
conceptos vertidos por el señor senador Cigliuti. 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 
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SEÑOR MEDEROS. -- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir cl señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Escuchaba con inmensa 
¿tención las palabras del señor senador Mederos, al tiem- 
ro que s2 me ceurría una metáfora que tal vez sea un 
poco chabaucana pero que, sin embargo, puede ilustrar so: 
bre nvestro estado de espíritu con respecto al tratamien 
lo de este tema. 


Zás aliá del origen espurio que viene señalando 
ei señor senador Mederos, que nosotros reconocenos. sien: 
to que lo que estanics haciendo, de algún imodo, si con: 
tinuamos apiirando la legica que él menciona, setía como 
probibirle festejar el cumpleaños al hijo de una maja 
madre, si se me permite la expresión. 


Nadie duda lo desgraciado del hecho histórico; pero 
no estamos habiando del hecho histórico en si. sino de $u 
resultado, que dio como embrión un departamento cuya 
idicsincracia ha £cnerado una tradición histórica, que 
va lo que se quiere festejar, 


le es el estado de ánimo que nos acerca a la iden 
ce votar afirmativamente este homenaje. 


Deseo señalar, señor Presidente, que, naturalmeute. 
en el terreno histórico en este pais existen, no dos biblio- 
tecas sino, por lo menos, tres -—y éste no es el momento 
de ubicar a cada una de ellas-- y que tenemos que bo 
compartimos el movimiento historicgráfico e ideológico 
llamado revisionismo, corriente a la que se afilia el se- 
Der senador Mederos. 


También quería precisar que nuestro partido no se ha 
caracterizado por tener demasiados historiadores y que 
no es justo decir que hemos escrito la historia: tal vez 
come suele ser un lugar común en nuestro partido 
porque hemos tenido que llevar la pesada carga de go- 
hernar durante décadas, y no hemos tenido tiempo de 
ir relatando la explicación de los hechos que vamos ge 

nerando. 


Creo que este es un pais donde, en el marco de Ame- 
rica Latina toda, la historiografia ha sido más pluralista. 
s no sutece como en otros, donde la nistoriónnitla, ati: 


> reo que no es justo trasladar Jo que 
otros pa de América Latina, donde la his 
muchas veces es hemiplégica, a uno como el ueno: d wm 
¿e ella ha sido. a mi humilde juicio. absolutamente plu 
ralista. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Mederos. 


SENOR MEDEROS. -- Con rernpecto a los dos puntos 
planteados por el señor senador preopinante, deseo seña- 
lar lo siguiente. 


En este puís existen algunos historiadores gue me 
merecen un inmenso respeto. El primero de ellos; don 
Eduardo Acevedo; no creo que haya ningún uruguayo 
que discuta los conceptos por él vertidos sobre la época 
que estudió. Otro fue Pablo Blanco Acevedo, a quien mu: 
cha admiro por su versación. Creo que él no continuó 
con su grandioso trabajo, exhumando los hechos de nues: 
tro origen, porque murió joven, pero fue un talento en 
lo que a historiografía de nuestro Estado se refiere 


Creo que el señor senador preopinante no me enten- 
dió bien. Todo Estado. todo Gobierno. siempre hace las 
veces de Mecenas, por la propia gravitación de tener el 
poder. A eso me refería cuando expresaba que el Partido 
Colorado. en un siglo de ejercicio del poder. mal o bien, 
dejó su impronta, lo que no hemos podido hacer noso: 
tros en razón de que. en el correr de un siglo, sólo he- 
mos gobernado ocho años. 
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El otro aspecto a que se refirió el señor senador tie- 
ne que ver con cl hecho de que no se puede festejar el 
cumpleaños del hijo de una mala madre. 


No se trata de eso; el señor senador me hubiera 
comprendido si hubiera escuchado lo que dije después. 
No estoy dispuesto a votar el primer artículo de este 
proyecto por el que se declara feriado el día 30 de di- 
ciembre de 1985, pero sí el segundo, a los efectos de que 
los oriundos del Departamento de Fiores pueían concu- 


rrir a su ciudad natal, visitar a sus familiares y evocar 
sus recuerdos lugareños. 


Dejo sentada así mi opinión con respecto a las apre- 
ciaciones históricas vertidas en Sala y al destino final 
de este proyecto cuya aprobación se solicita a los efec- 
tos de que el departamento de Flores purda festejar sus 
100 años de vida. En ese sentido voy a dar mi voto alir- 
mativo al artículo 2%. 

SEÑOR CROCE. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR CROCE. — Señor Presidente: voy a ser muy 
breve, teniendo en cuenta, que el Senado tiene otros pun- 
tos importantes a considerar. 

Simplemente queria decir que a pesar de compartir 
las apreciaciones acertadas desde el punto de vista his- 
tórico y político formuladas por el señor senador Agui- 
rre voy a votar afirmativamente este proyecto de Jey —al 
igual que el señor senador Cersósimo-- en honor al pue- 
hlo de Flores y porque además fue presentado por dignos 
legisladores del departamento, entre ellos, mi estimado 
amigo y correligionario, Héctor Goñi Castelao. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general. 


(Se vota!) 

—16 en 19. Afirmativa, 

En discusión particular. 

Léase el artículo 19 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—15 en 19. Afirmativa, 

Léase el artículo 22, 

(Se lee) 

—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—18 en 19. Afirmativa. 

El artículo 3% es de orden. 


Queda sancionado el proyecto de ley y se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto de proyecto de ley sancionado 
por ser igual al informado). 
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20) FUNCIONARIOS PUBLICOS DESTITUIDOS. 
REINCORPORACION. ALTERACION DEL 
ORDEN DEL DIA. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo Con lo resuelto 
en la sesión de hoy, corresponde considerar el proyecto 
de ley relativo a la reincorporación de los funcionarios 
públicos destituidos (Carp. N? 400/85) Rep. N* 156/85). 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N* 400/85 Rep. N9 156/85. 
Comisién de Constitución y Legislación. 
PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 
Principio general 


Artículo 1? — Establéc:se el derecho de todas las per- 
sonas que prestaron servicios en organismos estatales o 
en personas públicas no estatales en relación de depen- 
Gencia funcional, como presupucstadas o contratadas y 
que, entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de lebrero de 
1985 inciusive, hubieran sido destituidas por motivos po- 
líticos, ideológicos o gremiales, o por mera arbitrariedad, 
a ser reincorporadas al organismo correspondiente y a la 
recomposición de su carrera administrativa, así como a 
la jubilación 0 a la reforma de ésta, en su caso; todo ello 
de conformidad con las normas de la presente ley. 


A lcs efectos de esta ley, se consideran destituldas a 
las personas separadas de hecho de sus cargos, declaradas 
cesantes per abandone de lcs mismos o compelidas a jubi- 
iarse o A renunciar, además de las destituidas en sen- 
tido estricto. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes comprende al 
personal de los Poderes Legislativo, Ejecutivo con la sola 
exclusión del personal militar y Judicial, del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas, 
de la Corte Electoral, de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados y de los Gobiernos Departamentales; y, 
asimismo, al personal de las personas públicas no estatales 
y de las instituciones indicadas en los literales C), D) y 
E) del articulo 35 de la presente ley. 


CAPITULO II 
Reincorporación de funcionarios 


Artículo 22 — Quienes aspiren a ser reincorporados 
dispondrán de un plazo de sesenta dias, a contar desde 
la entrada en vigencia de esta ley, para presentarse por 
sí o por apoderado ante el organismo en que se desem- 
peñaban o el que le hubiera sucedido, solicitando su rein- 
corporación. En defecto de uno y otro organismo, ocutri- 
rán directamente ante la Comisión Especial a que se re- 
fiere el Capitulo V. 


La presentación se hará en escrito fundado. El peti- 
cionante, que deberá constituir domicilio, podrá acompa: 
ñar y ofrecer las informaciones y pruebas que estimare 
pertinentes. 


Se considerarán válidas las solicitudes que, fundadas 
en las situaciones amparadas por esta ley, se hubieran 
presentado antes de su promulgación. En tales casos, los 
plazos que la ley determina para adoptar decisión corre: 
rán a partir de su entrada en vigencia. 


Art. 32 — La reincorporación se verificará en el mis- 
mo organismo en que el funcionario se desempeñaba en el 
momento de su cese o en el que lo hubiera sucedido o. 
en su defecto, en otro organismo público. 


Art. 42 — Los peticionantes podrán actuar con asis: 
tencia letrada. 


228—-C,S. 


Con la sola presentación de la solicitud, el letrado 
que la firme quedará investido de la calidad de repre- 
sentante en los términos y condiciones previstos en los 
artículos 159 y 160 del Código de Procedimiento Civil, en 
lo pertinente. 


Art. 5% -—- Si el beneficiario residiera en el exterior, 
podrá hacer reserva de sus derechos dentro de los noven- 
ta úías siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 
por carta, télex o telegrama; pero en todo caso deberá 
cumplir con las formalidades prescriptas en el artículo 2%, 
dentro de los ciento cincuenta dias siguientes a la vigen- 
cia de la presente ley. 


Art. 8% — La autoridad requerida, si correspondiere, 
dispondrá el reintegro del solicitante dentro de los se 
senta dias a contar desde la fecha de su presentación. 


Si dicha autoridad estimare que no se han acreditado 
suficientemente los requisitos prescriptos por esta ley, re- 
mitirá los antecedentes a la Comisión Especial sin más 
trámite. Procederá de igual forma cuando de las circuns- 
tancias del caso resultare que el peticionante habría "de- 
bido comparecer directamente ante dicha Comisión. 


La resolución será notificada al interesado personal- 
mente o en el domicilio constituido. 


Sin perjuicio de la obligación, en los casos del inciso 
segundo, de remitir los antecedentes a la Comisión Espe- 
cial, por parte de la autoridad requerida, la falta de reso- 
lución dentro del plazo dispuesto en el inciso primero, 
habilitará al interesado para presentarse directamente an- 
te la aludida Comisión. 


Art, 7% — La notificación de la resolución que haga 
lugar al reingreso del peticionante, lo habilitará por si 
sola para la efectiva e inmediata reincorporación a su 
cargo y funciones, sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 38. 


Art. 82 — No procederá la reincorporación en los ta- 
sos de personas que, al 1% de marzo de 1985, tuvieran 
cumplidos cincuenta y cinco o sesenta años de edad, se- 
gún se trate de mujeres u hombres respectivamente, sin 
perjuicio de su derecho a los beneficios consagrados en 
el Capítulo IV. 


La limitación por edades precedentemente indicada, 
no será de aplicación para las personas ya reincorpora- 
das a la fecha de vigencia de la presente ley. 


CAPITULO III 
Reparaciones funcionales 


Artículo 99 — Los funcionarios reincorporados serán 
reparados por los perjuicios funcionales resultantes de su 
cesantía, en la siguiente forma: 


A) El organismo en el que reingresen los promoyerá, den- 
tro de los sesenta días a contar desde su reimcorpo- 
ración y con retroactividad al 1% de marzo de 1985, 
a los cargos y funciones que les habrían correspon- 
dido de haber permanecido vinculados en forma inin- 
terrumpida al respectivo organismo, por lo que ocu- 
parán un cargo de su escalafón cuyo grado, categoría 
y denominación resultarán de la aplicación de las 
normas estatutarias vigentes al 9 de febrero de 1973. 


B) Cuando no pueda asignárseles el- cargo que deberían 
ocupar de conformidad con lo dispuesto en el literal 
anterior, tendrán derecho a uno similar tanto en je- 
rarquía como en remuneración. Para la precisa de- 
terminación del cargo correspondiente, se atenderá en 
los casos de duda a la situación actual de los fun- 
cionarios que, a Ja fecha del cese de la persona a 
reincorporar, se hallaban a su respecto en condicio- 
nes iguales o similares. de modo que el funcionario 
restituido venga a quedar en una situación semejante 
a la que, promedialmente, están ocupando aquéllos. 
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C) Los funcionarios se reincorporarán con la misma cu- 
lidad de presupuestados o contratados que tenían a 
la fecha de su cese. 


D> Las promociones que pudieren corresponder a partir 
del 12 de marzo de 1985 hasta la fecha de la efectiva 
reincorporación, se regirán por las normas vigentes 
durante este periodo. 


Art. 10. — La recomposición de la carrera adminis: 
trativa procederá igualmente cuando la cesantia del fun- 
cionario, o la redistribución en su caso tarticulo 40). se 
hubieran producido por aplicación de normas que fijaban 
topes de edad para ciertos cargos. si de las circunstan 
cias del caso resultare que tal aplicación tuvo lugar como 
tensecuencia de una postergación determinada por Cual: 
quiera de las razones indicadas en el articulo 1% 


Art. 11. -- Ep caso de no existir vacantes presupucs 
tales y hasta la entrada en vigencia de las normas lega'es 
pertinentes, los funcionarios titulares de un cargo presu: 
puestado reingrcsarán transitoriamente en calidad de con 
tratados sin término, n cuyos efectos estos rontratos que: 
dan exceptuados de lo dispuesto pur el arliculo 30 del 
Decreto-Ley NY 14.418, de 28 de agosto de 1975. 


Las personas comprendidas en el inciso anterior ten: 
drán prioridad para la ocupación de las vacantes prosu- 
puestales que se produzcan en la respectiva repartición 
administrativa 


Art. 12. — Establécese el derecho de los titulares de 
un cargo presupuestado Que fueren contratados de acuer- 
do con el artículo anterior, a ser reincorporados al Cargo 
presupuestal correspondiente, una vez sancionada la nor- 
ma que habilite a ello. 


Entretanto, su calidad de contratados no significara 
menoscabo de sus derechos respecto a los funcionarios 
presupuestados, en cuanto a su retribución, su posibilidad 
de ascender, ni a ninguna otra circunstancia 


Art. 13 Las personas que, por aplieanción de la 
presente ley, reingresen a la Administración Pública o a 
las personas públicas no estatales percibirán. a partir del 
19 de marzo de 1983, la totalidad de los haberes corres 
pondientes a los cargos y funciones a los que sean reín: 
corporados o promovidos. 


Los haberes generados entre esa fecha y la del efec- 
tivo reintegro del funcionario le serán abonados. €n la 
forma y condiciones que fije el jerarca del respectivo 
organismo. dentro de los sesenta dias siguientes an la 
reincorporación, a razón del salario vigente en el momen- 
to del pago, calculado mes a mes en función del Cargo 
correspondiente. 


Art. 14. Los funcionarios de los organismos públi 
cos estatales o no estatales que, durante ej periodo indi 
cado por el artículo 1% sin haber cesado en sus cargos y 
funciones, hubieran sido postergados en sus carreras fun: 
cionales por motivos políticos, ideológicos o gremiales. 
tendrán derecho a la recomposición de sus carreras admi: 
nistrativas en los términos y condiciones establecidos por 
los artículos 9% a 12 


A tal fin podrán formular las reclamaciones perti- 
nentes ante e] respectivo organismo, dentro del plazo y 
con las formalidades que prescriben los articulos 20 y 4% 


Art. 15, Las reincorporaciones y reparaciones cn Ja 
carrera funcional que resultaren de la aplicación de esta 
ley, no afectarán los derechos adquiridos de los funeio- 
narios que actualmente ocupan y desempeñan cargos y 
funciones en los respectivos organismos. 


CAPITULO IV 
Régimen jubilatorio y pensionario 


Articulo 16. — A los beneficiarios de esta ley se les 
computará como trabajado el periodo de su destitucion 


19 de Noviembre de 1985 


£it. li. — Las personas amparadas por esia ley ell 
viilua de su aestitución (articulo 19, inciso segunao) eln- 
liguraran causal jubualoria, siempre que computer, conio 
minimo, diez años de servicios electivos a la 1echa de su 
cesantia. 


Art. 18. -- Tratandosc de personas que, temenao dúe- 
recho a sulicilar su restitución al cargo, OPLalen por acu: 
gurse a la jubilación o rcsimar Su cedula, su usiguacius 
jubilatoria quedará fijada en el equivaiente al 12 % 
iciento veinticinco por ciento) de todas ¡as asignaciones 
computables correspondientes al cargo del que eran vbu- 
lares, vigentes al dia 1% ae marzo de 198. 


Las personas releridas en el altuculo 8 puiran aco: 
gerse a la jubilacion o retormar su cedula jubilatoria. 
njandose su sueldo o asignación de jubuacion en el eque- 
valente al 120% (ciento vembticinco por ciento) de todas 
las asignaciones computables correspondientes al cargo 
del que etan titulares. vigentes a la fecha de promul- 
gación de esta ley. 


En los casos de este artículo, el monto resultante 
estará sujeto a los topes jubilatorios establecidos en los 
apartados primero y cuarto del articulo 72 del llamado 
Acto institucional NY Y, de 23 de octubre de 1979. 


Art, 19. — En los casos de beneficiarios de esta ley 
que hubieran fallecido, sus derecho-habientes tendrán de- 
techo a pensión, fijándose como sueldo basico pensicna- 
rio el equivalente al 125% (ciento veinticin:o por ciento) 
de las asignaciones computables correspondientes al últi- 
mo cargo ocupado por el causante, vigentes aj 19 de mar- 
zo de 1985. 


A tales efectos, serán considerados derecho-habientes 
con derecho a pensión, aquellos reconocidos como tales 
por las normas vigentes a la fecha del fallecimiento del 
causante asi como la cónyuge divorciada siempre que 
acredite que, a la fecha del deceso del causante, era be- 
neficiaria de pensión alimenticia servida por el mismo y 
decretada u homoiogada judicialmente. 


Art. 20. -— Dispónese un plazo de ciento veinte dias 
a contar desde la entrada en vigencia de ia presente ¡ty 
o, en su caso, desde que haya quedado reconocido el de: 
recho de la parte interesada, para accgerse al régimen 
jubilatorio, pensionario o de reforma establecidos pr 
dentemente. Las personas referidas en el artículo 5% dis- 
pondrán de un plazo de ciento ochenta dias. 


Los interesados deberán comparecer ante el organis- 
mo en que prestaron servicios o el que le hubiera suce: 
dido. O ante la Comisión Especial en su caso, a efectos 
de acreditar su calidad de destituidos (articulo 1%, inciso 
segundo); salvo cuando ello ya se hubiera probado ante 
el organismo de seguridad social correspondiente. 


Serán de aplicación en lo pertinente, las normas de 
procedimiento establecidas por los artículos 2%, 49, 6% y 
29 a 33. 


Art, 21. -- Las pasividades acordadas conforme con 
esta ley sólo serán incompatibles con el desempeño de 
actividad remunerada o jubilación, amparada o servida 
por el mismo organismo que sirve la prestación, sin per- 
juicio de mantenerse las excepciones que, en materia de 
incompatibilidad y doble pasividad, autorizan las normas 
vigentes. 


Art. 22, -— En los casos en que los cargos de que fue- 
ron alejados los beneficiarios no tuvieran en la actuali- 
ad denominación coincidente, los organismos de seguri- 
dad social correspondientes determinarán su analogía, 
previos los asesoramientos que estimen necesarios. 


Art. 23. — La Dirección General de la Seguridad So- 
cial, el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales y la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, en su caso, 
aplicarán, a solicitud de parte y una vez reconocidos los 
derechos que otorga la presente ley, los ajustes estable- 
cidos por la misma. 
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Art. 24. — Las pasividades concedidas o reformadas 
por esta ley, serán beneficiarias de los aumentos que se 
acuerden a partir de su promulgación, como así también 
de los adelantos a cuenta de los mismos. A estos efectos, 
se Considerará fictamente como fecha de cese o de con- 
riguración de la causal, el día 28 de febrero de 1985 o el 
dia de promulgación de esta ley, según se trate de los 
funcionarios aludidos en los incisos primero o segundo 
respectivamente, del artículo 18. 


Art. 25. -— Los funcionarios comprendidos en las si- 
vuaciones previstas en la presente ley que, a la fecha de 
entrada en vigencia de la misma, hubieran sido reinte- 
grados a sus cargos, podrán optar por acogerse a los be- 
neficios jubilatorios fijades en este Capítulo, a cuyo efec- 
to dispondrán del plazo establecido por el artículo 20, 


Art. 26. — Los funcionarios cuyas destiluciones ha- 
yan sido O sean declaradas nulas por aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 44 de la Ley N9 15.739, de 28 de 
marzo de 1985, podrán optar por jubilarse, reformar su 
cédula jubilatoria conforme a lo dispuesto en el articulo 
18. o reintegrarse a la actividad sin perjuicio de lo dis- 
puesto en el artículo 8%, y de las inconipatibilidades que 
las leyes establecen. 


Art. 27. Los efectos económicos referidos po: los 
artículos 16 y siguientes regirán a partir de la promul: 
sación de la presente ley. 


CAPITULO V 
Cemetidos de la Comisión Especial 


Artículo 28. — Créase una Comisión Especial que se 
integrará con los miembros de la Comisión Naciona] del 
Servicio Civil (Ley N% 15.757, de 15 de jullo de 1985), la 
cual, a los solos efectos de la aplicación de la presente 
ley tendrá lss siguientes cometidos: 


AY Entender y resolver sobre las solicitudes de reincor- 
peración que, conforme con esta ley, deben tormu- 
larse directamente ante la propia Comisión, y sobre 
aquellas que les sometan las autoridades administra- 
tivas competentes o los reclamantes, según lo dis: 
puesto por los incisos segundo y cuarto del artículo 6%. 


B) Asesorar a los organismos respectivos, a requerimien- 
to de éstos, sobre la aplicación de la presente ley. 


C? Instruir informaciones sumariales y adoptar resolu- 
ción, en los casos indicados por el artículo 39. 


Art. 29. — En los casos del literal A) del artículo an- 
terior, una vez que la Comisión Especial haya recibido la 
petirión o los antecedentes en su caso, fijará, con un 
plazo mínimo de diez días y máximo de treinta dias, 
una audiencia a la que deberá concurrir el solicitante o 
su apoderado, y a la que podrá asistir asimismo un tepre- 
sentante del organismo involucrado. 


En la audiencia se oirán las alegaciones del solicitan- 
te y de la Administración en su Caso, y se considerarán 
ias pruebas presentadas y las que disponga la Comisión. 


Si la complejidad del asunto lo requiere, o si así lo 
solicitare el peticionante, podrá fijarse otra audiencia con 
plazo máximo de treinta días. 


La resolución de la Comisión deberá dictarse dentro 
de los treinta días de efectuadas las audiencias corres: 
pondientes. 


Lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se 
entiende sin perjuicio de la facultad de la Comisión de 
requerir la comparencia personal del interesado, cuando 
las circunstancias lo exijan. 


Art. 30. — La Comisión podrá disponer, por su parte, 
todas las medidas que considere convenientes a efectos 
de contar con la más completa información y requerir 
todos los antecedentes necesarios para su diligencia- 
miento. 
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La falta de remisión de dichos antecedentes por par- 
te del organismo requerido al efecto, se valorará como 
presunción favorable al peticionante. 


Art. 31. — Serán admisibles todos los medios de prut- 
ba previstos por nuestro ordenamiento jurídico. La prueba 
se apreciará de conformidad con el principio de la sana 
crítica. Excepcionalmente, la Comisión fundará sus deci- 
siones en la convicción moral de sus integrantes. 


Art. 32. — Contra las resoluciones de la Comisión Es- 
pecial sólo cabrá el recurso de revocación. Resuelto éste, 
quedará agotada la vía administrativa (artículo 319 de 
la Constitución de la República). 


Art. 33. — De las resoluciones que adopte la Comisión 
Especial, se expedirá testimonio al interesado y al orga- 
nismo respectivo. 


Notificado pste último de una resolución favorable al 
peticionante, deberá cumplirla, sin más trámite, dentro 
del plazo de treinta días. 


CAPITULO VI 
Disposiciones generales 


Artículo 34. — Decláranse comprendidos en los bene- 
licios de la presente ley, a los funcionarios que hayan 
+ido restituidos de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 
N? 15.737, de 8 de Marzo de 1985. 


Art. 35. — La presente ley se aplicará asimismo, a 
condición de que haya mediado alguna de las causas in- 
dicadas por el artículo 19: 


A) A los casos ocurridos con anterioridad al período se- 
ñalado en el Capítulo 1, durante la vigencia y como 
consecuencia, directa o indirecta, de la aplicación de 
los regimenes de excepción previstos por los artículos 
31 y 168, ordinal 17 de la Constitución. 


Exceptúanse aquellos casos en que haya recaído 
sobre el fondo del asunto, antes del 27 de junio de 
1973, sentencia ejecutoriada del Tribunal de lo Con: 
tencioso Administrativo salvo"que, habiéndose recono- 
cido en el fallo el derecho del funcionario al rein- 
greso, éste no hubiera sido dispuesto por la Adminis- 
tración, 


B) A las personas que, habiendo adquirido el derecho de 
acceder a la función pública por la via del concurso 
u otros medios habilitantes, no pudieron tomar po- 
sesión de Sus cargos. 


C) A los integrantes de los Registros de Trabajadores a 
cargo actualmente de la Administración Nacional de 
los Servicios de Estiba (ANSE) creada por la llamada 
Ley Especial N* 6, de 14 de marzo de 1983, y ante- 
riormente de la Comisión Administradora de los Ser- 
vicios de Estiba (CASE - Ley N? 13.322, de 28 de ent- 
rc de 1965), que fueron excluidos de dichos Registros 
durante el período referido en el artículo 19. 


D) A los trabajadores de los ex Bancos Mercantil del 
Río de la Plata, de Fomento Industrial y Comercial, 
Aldave y Martínez, Sociedad de Bancos y de Cobran- 
zas que, como consecuencia de resoluciones de los 
interventores o liquidadores en su caso, hayan cesado 
en el desempeño de sus cargos o que, estando a dis- 
ponibilidad, no hubieran sido incorporados por Otras 
instituciones para mantener la continuidad de su 
fuente de trabajo. 


Exclúyese a los trabajadores que hayan vuelto 
con posterioridad al efectivo desempeño de la acti- 
vidad bancaria. 


Exclúyese asimismo a quienes recibieron una pres- 
tación económica para estimular su Cese o como con- 
trapartida de éste, a menos que la hubieran acep- 
tado bajo condiciones que no ofrecían Otra alterna- 
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tiva razonable de solución. Para determinar la €xis- 
tencia de tales condiciones, se Considerarán las cir- 
cunstancias de cada caso, como por ejemplo la radi- 
cación del interesado, la fecha en que la prestación 
fue recibida, u otras de similar carácter. 


Las reincorporaciones que procedan se verificarán 
en los Bancos oficiales. 


E) Al personal dependiente de la Comisión Administra: 
dora de la Industria Textil (CAITEX - Ley N? 13.469. 
de 27 de enero de 1966 y Decreto N? 19/68, de 11 de 
enero de 1968), que hubiera cesado en el periodo 
establecido en el artículo 19. 


Art. 36. — En los casos de los literales D) y E) del 
artículo anterior, cuando el beneficiario haya recibido 
algún pago por concepto de incentivación, indemnización 
o despiáo, sólo percibirá sus haberes a partir de su rein- 
corporación, por lo que no será de aplicación a su res: 
pecto, lo dispuesto por el artículo 13. , 


Art. 37. -— Las personas comprendidás en el articulo 
35 deberán formular sus solicitudes ante la Comisión 
Especial dentro de los plazos y en las condiciones previs- 
tos por los artículos 20, 49 y 50, 


Art. 38. — Los beneficiarios de esta ley pertenccien: 
tes al personal policial, gozarán de todos los derechos 
acordados por la misma, excepto el de desempeñar efec: 
tivamente las funciones inherentes al cargo al que sean 
reincorporados o promovidos. El Poder Ejecutivo tendrá 
la facultad de optar entre asignarles las referidas fun- 
siones n disponer su redistribución, respetaando en tudo 
caso el principio indicado en el literal B) del artículo 9%. 


Cuanio el Poder Ejecutivo disponga la redistribución, 
el funcionario, dentro de los treinta dias siguientes a la 
notificación de su nuevo destino, podrá optar entre acep- 
tarlo o acogerse a la jubilación en las condiciones pres- 
criptas en el Capítulo IV. 


Art. 39. — El funcionario destituido (articulo 1% in- 
ciso segundo) como consecuencia directa o indirecta, de 
la instrucción de un sumario administrativo, tendrá de- 
recho a que se instruya nuevo sumario sobre los hechos 
y circunstancias determinantes de la medida, con las 
garantías constitucionales y legales correspondientes. 


Si como resultado del nuevo sumario o de la resolu- 
ción definitiva que recaiga una vez cumplidas las defen- 
sas previstas en la Sección XVII de la Constitución, el 
funcionario resultare exento de responsabilidad, tendrá 
derecho a todos los beneficios establecidos en la presente 
ley. 


El organismo requerido (artículo 22%) prescindirá de 
las nuevas actuaciones sumarlales, si estima suficiente- 
mente acreditado que la destitución obedeció a cualquiera 
de las causas consignadas en el artículo 1% Cuando el 
nuevo sumario deba efectuarse, se cumplirá ante la Co- 
misión Esvecial. 


Art. 40. — Las disposiciones de esta ley se aplicarán 
asimismo, en lo pertinente, a los funcionarios que hubie- 
ran sido redistribuidos o trasladados por las razones ingi- 
cadas en el artículo 1%, con desmedro de su carrera fun- 
clonal o notorio menoscabo de su retribución. 


Los interesados deberán presentarse ante la Comisión 
Especial, en la forma y dentro del plazo presceripto por 
el artículo 22, 


Art, 41. — No obstará a la recomposición de la carre- 
ra administrativa ni al efectivo desempeño del cargo co- 
rrespondiente por parte del beneficiario, la falta de reali- 
zación de los cursos que, de conformidad con la legisla- 
ción o reglamentación aplicable, condicionaren el ejerci- 
cio de ciertas funciones, cuando la omisión hubiera sido 
determinada por la destitución (artículo 1%, inciso segun- 
do), redistribución o postergación del funcionario; sin 
perjuicio del derecho de la Administración de disponer 
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los medios supletorios de actualización compatibles con las 
normas de esta ley. 


Art. 42, — La eventual redistribución del funcionario 
amparado por esta ley, posterior a su reposición en €! 
cargo y funciones correspondientes, no podrá ocasionarle 
en ningún caso disminución de las retribuciones o asig- 
naciones que perciba por cualesquiera conceptos. 


Art, 43. Para la aplicación de esta ley, se consl- 
deran compelidas a jubilarse, a renunciar o a abandcnar 
el cargo, a todas aquellas personas que hubicran sido 
víctimas, en lorma directa o indirecta, de presiones o 
apremios susceptibles por su naturaleza c impcrtancia de 
inducirlos o forzarlos a tales determinaciones. 


Art. 44. -— Respecto a los funcionarios contratados, 
se considerará que existió destitución cuando se les hu- 
biera rescindido el contrato o, revistiendo la calidad de 
contratados en funciones permanentes, no se les hubiera 
renovado el mismo, en ambos casos por cualquiera de las 
causas indicadas en el artículo 19 


Art. 45. -- Las personas a quienes, en mérito a las 
disposiciones de esta ley, se les reconozca la calidad de 
destituidas por las razones expresadas en el artículo 1%, 
no gozarán de otro derechos, reparaciones ni beneficios 
gue los consagrados en la misma. 


Esta norma es de aplicación asimismo en los casos 
de los artículos 14 y 40. 


Art. 46. La falta de presentación dentro de los 
plazos establecidos en los articulos 2%, 5% y 20, en su caso, 
hará caducar todos los derechos consagrados en la pre- 
sente ley. 


Art. 47. — Todos los plazos establecidos en esta ley 
se contarán por días corridos. 


Art. 48. — Las normas del Capítulo V serán aplica- 
bles en todos los casos en que ,de acuerdo con esta ley, 
deba intervenir la Comisión Especial, con excepción del 
caso previsto por el artículo 39. 


Art, 49, -. La presente ley entrará en vigencia a par- 
tie de £u publicación en dos periódicos de notoria circu- 
lación nacional, la que deberá realizarse dentro de los 
diez días siguientes a su promulgación. 


Art. 50. -- Comuníquese, etc. y 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
tn Montevideo, a 5 ue novienibre de 1985. 


Antonio Marchesano, Presidente. Méctor 5. Clavijo, 
Secretario. 


Comisión de Constitución, Códigos. 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señores Representantes: 


La existencia de un importante contingente —varios 
miles de personas— de funcionarios públicos destituidos 
por la dictadura militar constituye una de las grandes he- 
tidas aún abiertas en buena medida, en la sociedad uru- 
guaya. De allí que la necesidad de reponer en sus cargos 
y funciones a tales personas, constituye un imperativo 
moral y político inexcusable, al que todas las corrientes de 
opinión comprometieron su apoyo. 


Hacemos referencia, obviamente, a quienes padecie- 
ron persecución por razón de sus ideas, su militancia gre- 
mial o política, o a la lisa y llana arbitrariedad de aquella 
patología de la vida nacional que, con un difundido eufe- 
mismo, se acostumbraba a designar como “proceso cívico 
militar”. 


De qué manera reparar aquellas transgresiones, cómo 
hacer justicia con las victimas, fue motivo de deliberacio- 
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nes desde hace largos meses. No costó demasiado, empero, 
ponerse de acuerdo en dos o tres principios básicos, a sa- 
ber: que era precisa la inmediata reposición en sus car- 
gos de aquellos funcionarios, que debía recomponérseles 
su carrera administrativa, y que no podía circunscribirse 
el concepto de destituidos sólo a quienes tuvieran, “sensu 
stricto” la calidad de tales, sino que dicho concepto ten- 
dría que alcanzar asimismo, a las personas declaradas ce- 
santes mediante procedimientos indirectos y tortuosos. 
Existió consenso también en cuanto a la necesidad de una 
reparación patrimonial, aun cuando subordinándola a las 
reales posibilidades del erario público, devastado tras una 
década de arbitrariedad y desenfreno. 


. Sobre la base de tales premisas las tres mayores forma- 
ciones políticas del país presentaron sus respectivos pro- 
yectos. Pese a la disimilitud de enfoques, los proyectos 
presentaban ciertos rasgos comunes que permitían abrigaf 
la esperanza de su posterior unificación en un texto que 
contara con el más amplio respaldo político. 


Obstinadamente empeñados en el logro de ese obje- 
tivo, el Partido Colorado, el Partido Nacional y el Frente 
Amplio, luego explícitamente acompañados también por la 
Unión Civica, bregaron sin descanso en jornadas que im- 
sumieron varios meses, con encuentros y desencuentros, 
avances y retrocesos, pero en todo caso con un sólo obje- 
tivo superior de servir al país, por hallar una fórmula 
que, sin abdicación en los principios, permitiera su coin- 
cidencia patriótica en las soluciones concretas. 


El país necesitaba un gran proyecto nacional. Es po- 
sible que no sea el texto adjunto que elevamos a consi- 
deración de la Cámara de Representantes, el que merezca 
tal calificativo. En todo caso, está presidido por la inten- 
ción de hacer justicia, y de hacerla en condiciones tales 
que todos podamos sentirnos satisfechos con él y recoger 
de los Partidos todos, de los Poderes todos y de la opi- 
nión, el respaldo espontáneo y cabal que convierta a esta 
ley de reparación naciona! en una herramienta de pacifi- 
cación y concordia. 


El proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración contiene 
50 artículos divididos en seis capitulos. 


El artículo 1%, disposición única del Capítulo 1, contie- 
ue el principio general, a saber, la consagración del dere- 
cho de reincorporación a cargos y funciones en la Admi- 
nistración Pública o en las personas públicas no estata- 
les, asi como la recomposición de la carrera administrati- 
va, para aquellas personas que fueron destituidas entre el 
9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985 por mo: 
tivos ideológicos, políticos o gremiales, o por mera arbi- 
trariedad. Este derecho se complementa con la opción a 
jubilarse o a solicitar la reforma de la cédula jubilatoria. 
«que beneficia, en determinados casos, a las personas ampa- 
radas por la ley. 


A juicio de la Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración, el establecimiento del 
referido derecho resultaba indispensable, ya que la enorme 
mayoría de las personas a las que se procura beneficiar. 
no pudieron utilizar los medios constitucionales de defen- 
sa frente a los actos administrativos injustos de destitu- 
ción o postergación o, habiéndolos utilizado, se vieron de- 
fraudados por la falta evidente de garantías que existió 
en el período referido. : 


El restablecimeinto del régimen de derecho, a la vez 
que tenía que reconocer la validez de la mayor parte de los 
actos emanados de las autoridades de facto —con la úni- 
ca intención de garantizar la certeza de las relaciones ju- 
rídicas— no podía dejar desamparadas a las personas per- 
judicadas arbitrariamente por aquellos actos, El propósito 
de la presente ley es, como queda dicho, otorgar determi: 
nados derechos y beneficios —la restitución, la reparación 
funcional, la indemnización prevista en el artículo 13, la 
opción jubilatoria, la reforma de la cédula para los ya 
jubiledos— a efectos de reparar, en forma excepcional y 
limitada a las estipulaciones de la ley, a quienes, habiendo 
sufrido como consecuencia de una injusta destitución, pos- 
tergación o redistribución, están amparados por el régi- 
men estatuido por la misma. 
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Kn cuanto al alcance de la norma, el inciso final con- 
tiene una enumeración de todos los organismos públicos 
estavales que estarán obligados por la normativa propues- 
ta (además, por supuesto, de las personas públicas no es- 
sotales). Esta enumeración mereció un detenido estudio 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración, con el propósito de subsanar el 
sible vicio de inconstitucionalidad respecto a la inclu- 
sión de algunos de los organismos allí referidos. Finalmen- 
te, de la interpretación armónica de los artículos 59. 60 y 
8d de la Constitución, resultó en la opinión de la unani- 
midad de sus integrantes, que era congruente con el texto 
constitucional la sanción de la norma con el alcance pre- 
visto. 


Una última reflexión debe hacerse con respecto al 
lérmino destitución que, tal cual lo señala el inciso se- 
gundo del artículo 19 y lo complementan los artículos 43 
y 44, es comprensivo de la enorme gama de variantes que 
el régimen de facto utilizó para destituir o postergar a los 
luncionarios públicos. 


El Capítulo 1I establece el plazo y el procedimiento 
de que disponen quienes procuren su reincorporación. así 
famo el respectivo organismo para dictar resolución. 


El artículo 8% contiene una limitación —fruto del 
acuerdo político sobre el que reposa el proyecto— en. vir- 
tud de la cual no podrán optar por la restitución aquellos 
hombres que superen los 60 años cumplidos de edad, y 
aquellas mujeres que superen los 55 años. A ellos se los 
benefica con un régimen jubilatorio particularmente fa- 
vorable (artículo 18 inciso segundo). 


El Capítulo III se refiere a las reparaciones funciona- 
les que consisten en la recomposición de la carrera admi- 
nistrativa y en el derecho a percibir haberes a partir del 
1% de marzo de 1985, con el sueldo actualizado a la fecha 
de pago, independientemente de la fecha de reingreso efec- 
tivo, Las dificultades del erario público, reconocidas por los 
cuatro Partidos Políticos con representación parlamenta- 
ria impiden, como hubiera sido la aspiración de todos, 
consagrar un régimen más amplio de indemnizaciones. 


En otras palabras y como ya expresáramos al comen- 
tar el Capítulo I. quienes están amparados por esta ley, 
gozarán de los derechos en ella consagrados con exclu- 
sión de otros beneficios que crearían situaciones de desi- 
gualdad entre los funcionarios destituidos (artículo 45). 


Interesa destacar que el artículo 14 extiende el bene- 
ficio de la recomposición de la carrera administrativa a 


.los funcionarios que sin haber sido destituidos fueron pos- 


tergados por los motivos expresados en el artículo 19. 


Por último, el artículo. 15 consagra el principio según 
el cual en ningún caso podrán afectarse derechos adqui- 
ridos por quienes actualmente ocupan cargos y desempe- 
fñan funciones en la Administración Pública y en las per- 
sonas públicas no estatales. 


El Capitulo 1V, contiene normas sobre el régimen ju- 
bilatorio y pensionario. 


En primer término, se crea una causal jubilatoria es- 
pecial para quienes estando en condiciones de pedir su 
restitución, prefieran optar por jubilarse. 


Asimismo, se reconoce como efectivamente trabajado 
a los efectos jubilatorios el lapso en que las personas es- 
tuvieron destituidas. 


Finalmente, se establece la forma de calcularse la asig- 
nación jubllatoria de quienes opten por jubilarse o por 
mantener tal condición, consagrándose un régimen más 
beneficioso en favor de las personas que, de acuerdo al 
artículo 8%, no tienen la opción de reincorporarse. 


El resto del Capítulo contiene normas referidas a la 
situación de los derecho-habientes de quienes pudiendo 
beneficiarse por esta ley hubieran fallecido, así como otras 
relativas a plazos, procedimiento, incompatibilidades, au- 
mentos y efectos económicos. 
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El Capítulo V se refiere a los cometidos de la Comi- 
sión Especial llamada a entender en aquéllos casos en que 
el respectivo organismo no resuelva la reincorporación. o 
cuando la ley dispone que debe entender prima facie. 


Se integra de conformidad a lo dispuesto por la Ley 
N? 15.757, de 15 de julio de 1985 que estatuye la Comi- 
sión Naciona] del Servicio Civil, cuyos miembros serán 
los integrantes de esta Comisión Especial, siendo sus ac- 
tos recurribles (artículo 32), de conformidad a lo dispues: 
to en la Sección XVII de la Constitución, mediante el re- 
curso de revocación ante la misma Comisión Especial y 
luego, por la vía de la demanda de anulación. ante el Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo. 


Este mecanismo permite compatibilizar, en la opinión 
de la unanimidad de los miembros de la Comisión, el acuer- 
do político logrado en trono a ta integración de Ja Comi- 
sión Especial, con el texto constitucional, a la luz del 
amplio alcance que cl ya comentado articulo 1% otorga 
la presente ley. 


El Capítulo VI, por último. contiene una serio de dis: 
posiciones generales 


El artículo 34 declara comprendidos en los beneficios 
de esta ley a los funcionarios restituidos de acuerdo con 
lo dispuesto por la Ley N% 15.737, de 8 de marzo de 1985 
(Ley de Pacificación Nacional), o sea a quienes se les 
hubiera aplicado el denominado Acto Institucional N% 7 


El artículo 35 contempla una serie de casos particula- 
Tes y es fruto, también, de las reciprocas concesiones eloc- 
tuadas por las distintas colectividades intervinientes a 
efectos de permitir el acuerdo político. 


Con carácter excepcional, se contemplan casos ocu- 
rridos con anterioridad al período referido en el artículo 
19, cuando, durante la vigencia y como consecuencia de 
la aplicación de regimenes de excepción previstos en la 
Constitución, los funcionarios afectados no pudieron utili- 
zar las defensas constitucionales frente a actos administra- 
tivos injustos o arbitrarios o, si las utilizaron, Ja senten- 
cia del Tribunal de lo Contencioso Adminisirativo, rccha- 
zando su pretensión, fue posterior al 27 de junio de 1973. 
También se incluye a los casos en que, habiendo el fu 
cionario obtenido sentencia anulatoria favorable. la mis- 
ma no fue acatada por la Administración. 


Si el funcionario utilizó los medios de defensa, en sede 
administrativa y jurisdiccional y no logró la satisfacción 
de su pretensión, queda obviamente excluido de este be- 
neficio. Importa destacar que el mismo no beneficia imdis- 
criminadamente a ex-funcionarios que se consideran des- 
tituidos, sino a aquellos que acrediten que a los motivos 
referidos en el artículo 1%, se acumule que su destitución 
se produjo como consecuencia y durante la vigencia de los 
regimenes de excepción previstos en los artículos 31 y 
168 ordinal 17 de la Constitución, y gue la no utilización 
de las defensas de la Sección XVII se debió a las mismas 
circunstancias. 


También se incluyen algunos casos (literales C. D y 
E) en los que la destitución, por los motivos expresados 
en el artículo 1% fue consecuencia de la intervención di- 
recta de autoridades públicas. 


La inclusión del iiteral D, merece una aclaración a los 
efectos de la mejor comprensión de la norma. El pará- 
grafo primero incluye en los beneficios de esta ley a los 
empleados de los ex-bancos allí referidos, cuando cesaron 
como consecuencia de resoluciones de) interventor o li- 
quidador (en todo caso se trata de resoluciones de una 
institución o un funcionario público). Esto con dos excep- 
ciones: cuando la persona en cuestión haya vuelto con 
posterioridad al efectivo desempeño de la actividad ban- 
carla (pública o privada), o cuando haya recibido una pres- 
tación para estimular su cese o, como contrapartida de 
éste. Esta excepción, a su vez, admite salvedades, y ellas 
se configuran cuando la prestación se recibió bajo con- 
diciones que no ofrecían otra alternativa razonable de so- 
lución. Los casos que se quieren contemplar son los de 
aquellos funcionarios bancarios a quienes se les ofreció 
empleo en una localidad muy distante de su domicilio, o 
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la de quienes, poco antes de la expiración del plazo máxi- 
mo fijado por la intervención para su absorción se les 
impuso contra su voluntad de reincorporarse a otra insti- 
tución bancaria, la solución de cobrar una indemnización 
como contrapartida de su renuncia, así como casos simi- 
lares. 


Asimismo, existen disposiciones referidas al personal 
policial, a los sumariados, a Jos redistribuidos, y otros de 
carácter general aplicables a todos Jos casos. 


Una última referencia debe hacerse respecto al articu- 
lo 46 que establece la caducidad de derechos cuando los 
interesados no se presenten en los plazos previstos en los 
artículos 2% (para los funcionarios que aspiren a reincor- 
porarse), 5% (para los mismos que residen en el extran- 
jero) y 20 (para quienes opten por jubilarse o reformar 
su cédula jubilatoria). Aun cuando el concepto de cadu- 
cidad es preciso desde el punto de vista jurídico, no está 
de más resaltar que la intención expresa fue conciliar el 
interés de aquellos que pretenden beneficiarse con las 
disposiciones de la ley, con la necesidad dei Estado de 
conocer, en plazos perentorios, el número de personas que 
tienen derecho a reincorporarse a la función pública. 


Esta breve síntesis contribuye a explicar el alcance 
de varias de las principales normas de este proyecto de 
ley que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración pone a consideración de la Cá- 
mara de Representantes, con el voto unánime de sus in- 
tegrantes que, importa reiterarlo, supone la expresión del 
acuerdo político alcanzado por las cuatro fuerzas Con te- 
presentación en el Parlamento uruguayo. 


Sala de la Comisión, 31 de octubre de 1985. 


Luis Jesé Martínez. Miembro Informante, Carlos Ber. 
tacchi, Miembro Informante, Daniel Lamas, Miembro 
Informante, Federico Bouza, Jorge Boerr, Alem Gar- 
cía, Ope Pasquet Iribarne. Diputados 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación acon- 
seja la aprobación del proyecto de ley sancionado por la 
Cámara de Representantes y por el cual se dispone el rein- 
tegro a sus funciones de los empleados destituidos. 


En tal sentido. la Comisión comparte en su totalidad 
y hace suyos los fundamentos que inspiran el informe de 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Gene- 
ral y Administración de aquella Cámara a los que se re- 
mite. 


Sala de la Comisión, 15 de noviembre de 1985. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Miembro Informante, Hugo 
Batalla, Miembro Informante. Juan C, Fá Robaina. 
Miembro Informante, Dardo Ortiz (con salvedades), 
Américo Ricaldoni, Pedro W. Cersósimo (con salveda- 
des), Uruguay Tourné. Senadores. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social 


Montevideo, 27 de mayo de 1985. 
Señor Presidente de la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el que se regula la solución de las 
situaciones de los funcionarios públicos destituidos por el 
régimen de facto. 


Una de las manifestaciones del autoritarismo impe- 
rante en el pais durante el régimen de facto, consistió en 
el frecuente avasallamiento de los derechos de los fun- 
cionarios públicos. Como es notorio, el anterior régimen 
dispuso, por diversas vías, numerosas destituciones de fun- 
cionarios públicos en todos los servicios del Estado, apo- 
yadas exclusivamente en razones ideológicas, políticas o 
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gremiales y sin las garantías que acuerdan la Constitución 
y las leyes. En muchos casos, inclusive, se persiguió a los 
funcionarios por los mismos motivos, llevándolos a hacer 
abandono del cargo para no verse sometidos a la arbitra- 
ria privación de su libertad o se les constriño, bajo ia 
amenaza de su destitución, a acogerse a la jubilación sin 
haber llegado al máximo cómputo de edad y servicios, 
opción por la que debieron decidirse para no resultar per- 
judicados por la disminución de su sueldo básico jubila- 
torio. 


Pero éstas, como es obvio, no han sido las únicas con- 
secuencias perjudiciales del pasado régimen. Las políticas 
aplicadas por éste condujeron a nuestra economía y al 
erario público a una situación tal que permiten invocar 
un verdadero estado de necesidad. En efecto, el abultado 
déficit fiscal heredado determina que el Estado deba ser 
extremadamnte cauteloso en materia de gasto público pues, 
de otra forma, se derivarian mayores perjuicios y sacri- 
ficios para la sociedad en su conjunto y en especial para 
los sectores de ingresos fijos. 


La plena reinstitucionalización democrática del país 
vuelve imprescindible la sanción de una ley que corrija 
las resultancias perjudiciales de las arbitrarlas medidas 
adoptadas respecto a los funcionarios públicos, antes ano- 
tadas, satisfaciendo, en la medida de lo posible, los dere- 
chos e intereses legítimos de los funcionarios lesionados. 
Pero la solución, justa y legítima en principio. de repa- 
rar todos los perjuicios patrimoniales y funcionales, tiene 
sin embargo, para el Estado, en las actuales circunstan- 
cias, consecuencias totalmente ruinosas. Porque, en aten- 
ción al crecido número de funcionarios que fueron objeto 
de destituciones y otras medidas jlegitimas y al extenso 
lapso transcurrido en la mayoría de los casos —a lo que 
cabe agregar que, en muchas situaciones, los afectados 
gozaban de retribuciones bastantes altas— las sumas re- 
queridas son tan importantes que, posiblemente, exceden 
de los ingresos disponibles y a disponer en mucha tiempo. 
De modo que, si hubiera de atenderse como sería desea: 
ble esta obligación, el Estado no podría durante varios años 
hacer ninguna otra clase de gastos, o al menos éstos se 
verían muy menguados. Esta deuda, por otra parte, que 
nc ha sido causada por las actuales autoridades, recaería 
sobre toda la población, en especial sobre los sectores más 
necesitados, a pesar de ser la obra de un grupo de perso- 
nas a las que sería imposible hacer repetir lo invertido. 
Y todo, en momentos de especial penuria para el Fisco. 


Obras pues, para establecer legalmente otra obliga- 
ción, la existencia de principios reconocidos por el dere- 
cho, como el estado de necesidad ya apuntado y la impo- 
sibilidad de pago. El interés de un grupo de personas, por 
importante y respetable que indudablemente sea, no pue: 
de predominar sobre el interés colectivo, y menos aun 
cuando de hacer esa opción recaerían sobre todos los ha- 
bitantes las consecuencias negativas de ella. 


El proyecto responde a las consideraciones realizadas 
y a la situación expuesta, procurando otorgar a los fun- 
cionarios afectados aquellos beneficios compatibles con las 
actuales circunstancias económicas. 


“En los artículos 1%, 3% y 16 del proyecto se define el 
ámbito de aplicación de la ley que, en lo medular, alcanza 
a todos los funcionarios públicos y funcionarios de los or- 
ganismos paraestatales que hayan sido destituidos, duran- 
te el régimen de facto por motivos ideológicos, políticos 
o gremiales. Se declara su derecho a ser reintegrados a 
loz cargos que desempeñaban en las respectivas repartl- 
ciones, a partir del 19 de marzo de 1985. Se excluye a los 
funcionarios policiales y militares por entenderse que de- 
ben ser objeto de una ley especial. 


Llenando un vacío legal se declara comprendidos en el 
régimen que prevé el proyecto, a Jos funcionarios restitui- 
dos en aplicación de la Ley N* 15.737 del 8 de marzo de 
1985. 


En los artículos 22 y 4% se establecen las condiciones 
en que operará el reingreso, previendo un régimen transi- 
torio hasta tanto se sancionen las normas presupuestales 
pertinentes, y se determina que los funcionarios reintegra- 
dos percibirán la totalidad de los haberes que se generen 
a partir del 19 de marzo de 1985. 
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Se establece en los artículos 6 y 79% el derecho de los 
funcionarios que reingresen a la recomposición de la ca- 
rrera administrativa, el que se hace extensible a los fun- 
cionarios postergados en sus carreras funcionales por mo- 
tivos ideológicos, políticos o gremiales. 


Las reincorporaciones y recomposiciones de la carrera 
administrativa no pueden afectar los derechos de los fun- 
cionarios que actualmente ocupan los cargos. 


A los funcionarios que reingresen a la Administración, 
así como a los que se jubilen, se les computa a los efec- 
tos jubilatorios como efectivamente trabajado el período 
de destitución, 


En Jos artículos 10 y siguientes se establecen los be- 
neficios jubilatorios y especialmente el beneficio de re- 
forma de la jubilación o pensión, permitiendo ampararse 
al régimen más ventajoso en base al cómputo máximo de 
edad y servicios, tomándose como sueldo de actividad el 
del cargo presupuestal que el funcionario ocupaba. El be- 
neficio de reforma se hace extensible a aquelios que hu- 
biren sido contreñidos a jubilarse por motivos ideológicos, 
políticos o gremiales o bajo la amenaza de destitución. 


A los efectos de allanar el camino para una pronta 
incorporación al cargo presupuestal, se establece la potes- 
tad del Poder Ejecutivo de disponer la redistribución de 
los funcionarios. 


En los artículos 5% 18 y 25 y siguientes se establece 
el procedimiento a seguir para la resolución administrati- 
va correspondiente, Se admiten todos los medios de prue- 
ba, estándose para la apreciación de ésta a las reglas de 
la sana crítica. 


Se prevé en los artículos 19 a 21 la incidencia de la 
ley que se proyecta sobre las situaciones sometidas a con- 
sideración del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
atendiendo a las actuales circunstancias económicas. 


Y por último se crea una Comisión Especial Asesora, 
con representantes del Estado para entender en todo lo 
relacionado con tas reclamaciones sobre reintegro y re- 
composición de la carrera administrativa. Con esta Comi- 
sión, de alto nivel, se busca uniformizar los criterios con 
que debe actuar la Administración en la aplicación de la 
lev. 


Por último se estima del caso poner en conocimiento 
del Poder Legislativo -—porque configura un índice im- 
parcial de la preocupación del Gobierno por este proble- 
ma-- que a la fecha de este Mensaje habrán sido ya res- 
tituidos por lo menos 2484 funcionarios en la Administra- 
ción Central y Descentralizada. Si bien el número indi- 
cado es harto elocuente para demostrar la diligencia con 
la que se actúa es menester tener presente que la tarea 
está llena de dificultades porque no todas Jas situaciones 
son claras y el paso de los años complica la producción de 
probanzas fehacientes. De no ser así la cifra de restítui- 
dos habría sido mayor todavía. 


Saluda al Sr. Presidente con su mayor consideración 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la República. 
Ñ Hugo Fernández Faingold. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12 — Declárase el derecho de todas las per- 
sonas que, entre el 27 de junio de 1973 y el 28 de febrero 
de 1985, prestaron servicios en relación de dependencia 
funcional en organismos estatales o paraestatales, y que 
durante ese alpso hubieran sido destituidos o separados de 
sus cargos por motivos ideológicos, políticos o gremiales, 
siendo éstos los únicos motivos de su cese, a ser restitui- 
dos, a partir del 19 de marzo de 1985, en sus respectivos 
cargos en la Administración Pública o en las Personas 
Públicas no Estatales, en el organismo en que se desem- 
peñaban al momento del cese, o en el que le haya suce- 
dido, o, en caso de haberse suprimido uno y otro, en otro 
organismo público. 


En caso de que la restitución no pueda efectuarse al 
mismo cargo que ocupaba el funcionario, la misma se ha- 
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rá efectiva en uno similar tanto en jerarquía como en re- 
muneración, 


El derecho reconocido en este artículo comprende lam- 
bién a los ex-funcionarios contratados de las referidas re- 
particiones a quienes, dentro del mismo periodo y por los 
mismos motivos, les haya sido rescindido su contrato o 
que, revistiendo la calidad de contratados en funciones 
permanentes, no se les haya renovado su contrato. 


Ciuedan exciuiuas de esta ley las personas que hubie- 
ex-funcionarios que, dentro del mismo periodo a que se 
refiere el inciso 1% de este artículo, hubieran sido decla- 
rados cesantes por abandono del cargo y prueben que su 
inasistencia se debió a persecución politica, ideológica o 
gremial, o a detención por los mismos motivos. 


Las personas comprendidas en esta ley que, a la fe: 
echa de su vigericia. se hubieran ya acogido a la jubilación 
sólo gozarán de los beneficios establecidos en los artículos 
10 y siguientes. 


Que dan excluidas de esta ley las personas que hubie- 
ran cesado en sus funciones perteneciendo al personal po- 
licial o militar. 


Art. 2% --. Las personas amparadas por esta ley rein- 
gresarán a la Administración en el mismo escalafón y 
con la misma calidad de contratado o presupuestado que 
tuvieran a la fecha de su cese, sin perjuicio de que, en 
caso de no existir vacantes presupuestales —y hasta la 
entrada en vigencia de los nuevos presupuestus— los fun: 
cionarios que fueron titulares de un cargo presupuestado 
reingresen, transitoriamente, en calidad de contratados sin 
término a cuyos efectos se exceptúan esos contratos de 
lo dispuesto por el artículo 30 del Decreto Ley N* 14,416 
de 26 de agosto de 1975. 


Declárase el derecho de los funci marios que hubieran 
sido titulares de un cargo presupuestado y que fueron con- 
tratados de acuerdo al inciso anterior a ser incorporados 
al cargo presupuestal correspondiente una vez sancionada 
la norma presupuestal que habilite a ello. 


Art. 32 — Quedan excluidos de los beneficios que estu 
ley establece quienes hayan sido destituidcs, previo su- 
mario intruido con las debidas garantías, por las causa- 
les de ineptitud. omisión o delito, sin perjuicio de lo dis: 
puesto por el artículo 6% de la Ley N* 15.737, del 8 de 
marzo de 1985. 


Art. 4% — Las personas amparadas por esta ley que 
reingresen a la Administración Pública o a Jos Organismos 
Paraestatales percibirán la totalidad de los haberes corres- 
pondientes a sus respectivos cargos y funciones o a los que 
sean promovidos de acuerdo a esta ley, a partir del 1% de 
marzo de 1985. Los haberes o diferencia de haberes co- 
rrespondientes al periodo comprendido entro esta fecha 
y la de su efectiva reincorporación o promoción les serán 
abonados en la forma y condiciones que determine el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas o la autoridad del Ente 
o Persona Pública no Estatal según corresponda; el pago 
no podrá exceder del plazo de seis meses. 


Art. 52 — Las personas amparadas por esta ley debe- 
rán probar, salvo que la autoridad administrativa compe- 
tente —en casos excepcionales—- entienda innecesaria tal 
prueba, que su destitución o separación del cargo fue cau- 
seda por motivos ideológicos, políticos o gremiales. Para 
probar los extremos aludidos se admitirán todos los medios 
de prueba; la prueba se apreciará de acuerdo a las reglas 
de la sana critica. La presente disposición será aplicable 
a todos los extremos de hecho en que se funde cualquiera 
de las reclamaciones que se efectúen de acuerdo a esta ley. 


Art. 6% -— Las personas que de acuerdo a esta ley 
reingresen a la administración, tendrán derecho a la re- 
composición de su carrera administrativa para lo cual 
serán promovidos a los cargos y funciones que les corres- 
pondería de haber permanecido vinculados en forma inin- 
terrumpida al respectivo organismo. 


A tales efectos se tomará en cuenta la situación ac- 
tual de los funcionarios del mismo organismo que, a la 
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fecha de cese de la persona restituida, se hallaban en con- 
diciones iguales o similares, de modo que ésta venga a 
quedar en una situación semejante a la que, promedial- 
mente, están ocupando aquéllos. 


El derecho a la recomposición de la carrera adminis- 
trativa es personalísimo por lo que no se trasmite a los 
SUCESOres. 


Art. 7% — Los funcionarios que, en el período compren- 
dido entre el 27 de junio de 1973 y el 28 de febrero de 
1985, sin haber sido destituidos o separados de sus cargos, 
hayan sido postergados en sus carreras funcionales, en 
contravención a las respectivas normas estatutarias vi- 
gentes al 27 de junio de 1973, por motivos ideológicos, 
políticos o gremiales, tendrán derecho a la recomposición 
de la carrera administrativa en los términos establecidos 
por el artículo anterior. 


Art. 8% -— Las reincorporaciones y recomposiciones de 
la carrera funcional, que se decidan de conformidad a es- 
ta ley, no afectarán los derechos adquiridos de los funcio- 
narios que actualmente ocupen y desempeñen los cargos 
y funciones a los que sean reintegrados o promovidos los 
beneficiarios de esta ley. A tales efectos se aplicará en lo 
pertinente, lo dispuesto por el artículo 2? de esta ley. 


Art. 92 — A las personas que de acuerdo a esta ley 
reingresen a la Administración, se les computará como 
efectivamente trabajado el tiempo transcurrido entre su 
cese y el 28 de febrero de 1985 a los efectos jubilatorios. 


Art. 10. — Los funcionarios públicos destituidos, am- 
parado por esta ley, tendrán derecho a acogerse a los 
beneficios jubilatorios, siempre que hubieren configurado 
causal al 28 de febrero de 1985, considerándose como 
tiempo trabajado efectivamente el ' período de destitución. 
Si a la fecha antedicha ya se hubieran amparado al be- 
neficio de la.jubilación tendrán derecho a la reforma de 
la misma. 


También tendrán derecho a la reforma de su jubila- 
ción los funcionarios que prueben fehacientemente que 
en el periodo comprendido entre el 27 de junio de 1973 y 
el 28 de febrero de 1985, sin haber sido destituidos, ha- 
yan sido constreñidos a jubilarse por motivos ideológicos, 
políticos o gremiales bajo la amenaza de aplicación del 
llamado acto institucional N% 7 o disposiciones análogas 
dictadas durante el régimen de facto. 


Art. 11. — En los casos previstos en el artículo an- 
terior la pasividad o Ja reforma serán calculadas como si 
a la fecha de configuración de causal o de cese, los titu- 
lares hubieran alcanzado el máximo de edad y servicios 
conforme a la legislación aplicable a la fecha de jubila- 
clón o de cese, 


En todos los casos se tomará comd sueldo de actividad 
el del cargo presupuestal que el funcionario ocupaba a la 
fecha de la destitución o de cese a los fines jubilatorios, 
y los haberes de jubilación se servirán desde el 1? de mar- 
¿0 de 1985. 


Art. 12. — Dispónese un plazo de 60 días a contar 
desde la vigencia de la presente ley para acogerse al ré- 
simen jubilatorio o de reforma establecido precedente- 
mente. 


Art. 13. — Los funcionarios que, a la fecha de vigen- 
cia de la presente ley, hubieran sido restituidos a sus car- 
gos dispondrán del mismo plazo establecido en el artículo 
anterior para optar por el régimen jubilatorio instituido 
por esta ley. 


Los haberes de actividad percibidos les serán descon- 
sados de la pasividad que les corresponda, la que servirá 
desde el 19 de marzo de 1985. 


Art. 14. — Las personas a que se refiere la presente 
ey, fallecidas con anterioridad a su vigencia, generarán 
lerecho a pensión o a reforma de pensión conforme la 
egislación aplicable y en las condiciones previstas por el 
inciso 12 del artículo 11. 


Art, 15. — Las personas que al 27 de junio de 1973 
ajercian funciones a término computarán, a los efectos 
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jubilatorios, el período en que debieron ejercer los mis- 
mos de no haber mediado la interrupción de hecho en esa 
fecha. 


Art. 16. — Quedan comprendidos en la presente ley 
los funcionarios que hayan sido restituidos de acuerdo 
a la Ley N? 15.737 del 8 de marzo de 1985. 


Art. 17. — El Poder Ejecutivo podrá, por razones 
fundadas, disponer la redistribución de los funcionarios 
públicos entre los diversos incisos del Presupuesto Nacio- 
nal, sin que ello afecte el grado presupuestal ni la remu- 
neración del funcionario. 


Art. 18. — Dentro del plazo de sesenta días a contar 
de la vigencia de esta ley Jas personas amparadas por la 
misma deberán manifestar por escrito su voluntad de 
acogerse a ella. Las reclamaciones y peticiones deberán 
formularse por escrito fundado, ofreciendo pruebas, pre- 
sentado ante la autoridad competente, dentro del plazo de 
ciento veinte días de la entrada en vigencia de esta ley 
so pena de caducidad de los derechos y beneficios esta- 
biecidos. 


Art. 19. -— Las disposiciones de la presente ley se 
aplicarán a las destituciones dispuestas a partir del 27 
de junio de 1973, cuya anulación aún.no hubiera sido dls- 
puesta a la fecha de su vigencia vor el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, por sentencia ejecutoriada. 


Art. 20. — Cuando hubiera mediado sentencia anula- 
toria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en la 
que se haya dispuesto indemnizaciones patrimoniaies, re- 
caída en autoridad de cosa juzgada antes de la vigenela 
de esta ley, la autoridad respectiva podrá efectuar el pa- 
go correspondiente en forma gradual que determinará por 
resolución, o mediante la entrega de documentos de deuda 
pública. Estos créditos no serán actualizados, conservarán 
su importe nominal y no devengarén intereses ve selase 
alguna. 


Art. 21. — A partir de la vigencia de la presente ley. 
las sentencias en materia reparatoria que dicte el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo respecto a las si- 
tuaciones comprendidas por la misma no podrán otorgar 
otros beneficios que los establecidos por esta ley. 


Art, 22. — Créase una Comisión Especial Asesora 
encargada de informar en todo lo relacionado con las peti- 
ciones y reclamaciones sobre reintegro de personas des- 
tituidas y recomposición de la carrera administrativa, 


Art. 23. — La Comisión Especial Asesora estará in- 
tegrada por cinco miembros, designados en la siguiente 
forma: tres representantes del Poder Ejecutivo; un re- 
presentante del Poder Legislativo, designado por el Pre- 
sidente de la Asamblea General y un representante del 
Poder Judicial. 


La Presidencia corresponderá a uno de los represen- 
tantes del Poder Ejecutivo. 


Art. 24. — Los miembros de la Comisión Especial 
Asesora serán abogados, debiendo recaer la designación 
en funcionarios que ocupen cargos de nivel superior en la 
Administración Pública. 


Las funciones de los miembros de la Comisión serán 
de carácter honorario. 


Art. 25. — El procedimiento se iniciará con una pe- 
tición, en escrito fundado, que deberá presentar el intere- 
sado ante el Organismo de origen, ofreciendo las pruebas 
del caso, Agregados los antecedentes administrativos y con 
los informes que estime pertinentes, el Organismo de ori: 
gen remitirá la petición a la Comisión Especial Asesora. 


“Art. 26. — Recibidos los antecedentes. la Comisión 
podrá emitir su información sin más trámite, dentro del 
plazo de cuarenta días. 


Si estima oportuno, podrá disponer la apertura a prue- 
ba, por el término de treinta días, siendo admisibles to- 
das las pruebas necesarias, 
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Vencido er período de prueba, la Comisión emitirá su 
informe dentro del plazo de cuarenta dias, pudiendo infor- 
mar por convicción y valorar las pruebas con arreglo al 
principio de la sana crítica. 


Art. 27. — Una vez recibido el informe de la Comi- 
sión, el Organismo de origen deberá dictar resolución den- 
tro del plazo de treinta días. 


Art. 28. -— El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley, 
Art. 29. — Comuníquese, publíquese, etc. 


Hugo Fernández Faingold. 
Montevideo, noviembre 5 de 1985. 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA 
ASAMBLEA GENERAL 
DR, ENRIQUE TARIGO 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo para hacerle llegar su iniciativa formal, tal cual 
lo exige el precepto constitucional del artículo 86, con 
referencia a las disposiciones contenidas en el Proyecto de 
Ley elaborado por la Comisión de Constitución, Códigos. 
Legislación General y Administración de la Cámara de 
Diputados (Rep. N% 150). 


La particular gravitación de la ley que completará 
el marco normativo en que todo el problema referido a la 
destitución se inscribe, y su conexión causal y material, 
con la comprometida pacificación social, determinó que 
en todo el tema se trabajara arduamente y con gran 
cooperación por parte del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social, de la Dirección General de la Seguridad Social 
y de la Comisión parlamentaria respectiva. 


Felizmente se arribó a un consenso político sobre el 
fondo de la temática. Exigencias constitucionales imponen 
a este Poder Ejecutivo el asumir iniciativa en los artícu- 
los 16 al 27 inclusive del Capítulo IV del proyecto aludido. 


Mediante esta referencia genérica se completa la in- 
vención política que se asumiera en la etapa de la 
CONAPRO en términos genéricos y que los Poderes Eje- 
cutivo y Legislativo en ejercicio de sus facultades y com- 
petencias concretan mediante este Proyecto de Ley. 


Reitero al Señor Presidente las seguridades de mi más 
alta consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTL Presidonie de la República 


Hugo Fernández Famgold ” 
SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Mociono para que se suprima 
la lectura en la discusión general. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se suprime 
la lectura en la discusión general. 


(Se vota:) 

—17 en 19. Afirmativa. 

En discusión general. 

SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: el proyecto 
que viene con aprobación de la Cámara de Representan- 
tes, sin duda muy importante y que tiene como objetivo 
satisfacer el anhelo de miles de cludadanos y de grandes 
sectores de la opinión pública, ha sido considerado en la 
Comisión de Constitución y Legislación y sus miembros, 
integrantes de los tres partidos políticos representados en 
el Senado, aconsejamos su aprobación, por unanimidad, 
tal como viene, y sin ninguna modificación. 
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Esta decisión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación no quiere decir, por supuesto, que los miembros 
de la misma, estemos integralmente de acuerdo con el sen- 
tido de todas las disposiciones de este complejo proyecto, 
y que no podamos formularle algunas observaciones. No 
obstante elo, vemos que se ha realizado un trabajo arduo, 
serio y responsable. Por otra parte luego de varios meses 
úe estar aguardando la sanción del proyecto, el hecho de 
sugerir modificaciones en el seno de este Cuerpo determi- 
naría que el proyecto volviera a la Cámara de Represen- 
tantes en momentos en que ésta se encuentra abocada al 
estudio del proyecto de ley de Presupuesto. por lo que no 
eslá +esionando, o lo está haciendo muy irregularmente, con 
el agravante de que podría no aceptar las modificaciones 
introducidas por el Senado, en cuyo caso el proyecto ten: 
dria que pasar con las consiguientes demoras, a la con- 
sideración de la Asamblea General. 


Esta es la explicación. fundamentalmente política, por 
la que la Comisión aconseja la sanción del proyecto, sin 
modificación alguna. 


Quiero decir también, —y esto es a titulo estricta- 
menle personal que asi cumo en alguna oportunidad he- 
rsos formulado observaciones de cierta entidad con res- 
pecto a proyectos venidos de la Cámara de Representan 
tes, en lo referente a la reducción, aj sentido jurídico o a 
su adecuación a las normas constitucionales, en este caso 
debemos decir que si bien podriamos también hacer ob- 
jeciones de ese carácter, creemos que en esta materia tan 
compleja se ha trabajado con mucha intensidad y serie- 
dad. Consideramos que, desde el punto de vista de la re- 
dacción, el proyecto ofrece, más que flanco para la erl- 
tica motivos para dejar constancia del acierto con que se 
ha realizado, Esto no quiere decir que creamos que algu- 
nas de las soluciones sean las más justas. Entendemos que 
hay alguna injusta y lo diremos en oportunidad de la dis- 
cusión particular. Estimamos asimismo —aunque €s ma: 
teria opinable— que hay algunas disposiciones que podrían 
ser objetadas desde el punto de vista constitucional, pero, 
evidentemente, la materia a regular es extremadamente 
compleja y es muy difícil dar solución a todos los proble- 
mas planteados y satisfacción a todas las aspiraciones de 
los sectores interesados, haciéndolo dentro de un ajuste 
perfecto a los preceptos constitucionales. aunque por su- 
puesto lo deseable es aque siempre sea así. Pero en este 
caso vamos a dejar de lado nuestros eventuales reparos 
perque, reiteramos, existe una sentida necesidad política 
y material de que este proyecto de ley sea aprobado por 
e; Parlamento y promulgado por el Poder Ejecutivo 


_ Como el proyecto, y el informe de la Comisión de la 
Cámara que lo acompaña han sido repartidos en el día 
de hoy. me voy a permitir trazar un breve esquema de su 
contenido porque el análisis de sus 49 artículos resulta 
bastante complejo si no se tiene un panorama general 
de las distintas situaciones que plantea y busca solucionar. 


Tratando de ser breve, voy a decir, en primer lugar. 
quienes son los beneficiarios de este proyecto. Hay un 
principio genera! establecido en el artículo 1%, por el que 
se determina que sus beneficiarios son todos los funcio- 
narios públicos comprendidos en las situaciones que se de- 
tellan más adclante y también los funcionarios de todas 
las personas públicas no estatales. Aquí no hay ninguna 
excepción; todos los órganos del Estado, entes autónomos. 
servicios descentralizados, así como todos los poderes y 
los gobiernos departamentales quedan comprendidos, Ade- 
más, por via de agregado, en el artículo 35 se comprende 
también entre los beneficiarios, en primer Jugar, a los in: 
tegrantes de los registros de trabajadores a cargo, actual- 
mente, de la Administración Nacional de Jos Servicios 
de Estiba —que antes era la llamada Comisión Adminis- 
tradora de los Servicios de Estiba, que se conocia como 
CASE— en segundo término, a los trabajadores de dis- 
tintos bancos intervenidos y liquidados en el pasado, a 
saber, los Bancos Mercantil, del Río de la Plata, de Fo- 
mento Industrial y Comercial, Aldabe y Martínez, la So- 
ciedad de Bancos y de Cobranzas; en tercer lugar, lo que 
se conoce como la Comisión Administradora de la Indus- 
tria Textil, es decir, CAITEX creada por Ley N% 13,469. 
de 27 de enero de 1966. 


En estos organismos estatales y no estatales está com- 
prendido el ámbito de beneficiarios de esta ley. 
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En cuanto a los beneficios que la ley concede, se trata 
de los siguientes: en primer lugar, la reincorporación al 
cargo de los funcionarios destituidos, establecida en el ar- 
tículo 19%; en segundo término, la recomposición de la ca- 
rrera administrativa, no sólo de los funcionarios destitui- 
dos sino de aquellos que sin haberlo sido, fueron posterga- 
dos en su derecho al ascenso o trasladados con lesión de 
sus derechos funcionales; en tercer lugar, la percepción 
de sus haberes desde el 1? de enero de 1985; en cuarto tér- 
mino, la opción para los funcionarios destituidos de jubi- 
larse y computar como trabajados Jos años en que efec- 
tivamente no lo hicieron durante el periodo de la des- 
titución. 


En quinto lugar, la configuración de causal pensio- 
naria para los derechohabientes señalados en el artículo 
19. En sexto término, la instrucción de un nuevo sumario 
para aquellos funcionarios que fueron formulmente bien 
destituidos por un sumario, pero que se presume que éste 
encubría una persecución politica, gremial o ideológica, es 
decir que. en realidad, el acto de destitución estaba vi- 
ciado por Jo que el artículo 309 de la Constitución conoce 
como desviación de poder. 


Otros beneficios adicionales que consagra la ley son 
la recomposición de la carrera administrativa y la resti- 
tución en su cargo original, para aquellos funcionarios 
que fueron redistribuidos o trasladados con desmedro de 
su carrera o con lesión en su retribución. Por otra parte, 
la reforma de la cédula jubilatoria para aquellos funcio- 
narios que optaron; compelidos, por jubilarse con lesión 
de los derechos que consagra esta ley para los funciona- 
rios que se jubilarían «hora. Por último, también se con- 
sagra el beneficio o el derecho para aqueilas personas que 
habían obtenido el derecho para ingresar a la Adminis- 
tración por vía de concurso y que, en definitiva, no fue- 
ron designadas, es decir, que no se les retonoció ese dere- 
cho, también por causa de persecución política, ideológi- 
ca O gremial. Esto es cuanto quiero decir con relación a 
los beneficiarios. 


En cuanto al ámbito temporal de las situaciones com- 
prendidas, el principio general es que todas las personas 
gue fueron destituidas o lesionadas en sus derechos ——es 
decir, en los casos que acabamos de enunciar— en el pe- 
ríodo comprendido entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 
de febrero de 1985, va a poder ejercer los derechos con- 
sagrados por ley. 


Además, se agrega en el artículo 35 a aquellos fun- 
cionarios que fueron destituidos antes del 9 de febrero de 
1973, pero durante la vigencia y como consecuencia de la 
aplicación de fos regímenes de los artículos 31 y 168, in- 
ciso decimoséptimo de la Constitución, o sea, rigiendo la 
suspensión de la seguridad individual o en aplicación de 
medidas prontas de seguridad. 


También, señor Presidente, hay que tener claro cuáles 
son los beneficiarios excluidos. Es decir, dentro de las si- 
tuaciones generales hay algunas personas o funcionarios 
que quedan excluidos de estos beneficios. En líneas ge- 
nerales, ellos son, de acuerdo con el artículo 8% de la ley, 
los hombres y mujeres mayores de 60 y 55 años, res- 
pectivamente, al 1? de marzo de 1685. 


En segundo lugar, son parcialmente excluidos con ca- 
rácter general los funcionarios policiales, a los que no se 
les reconoce -——sin limitaciones— el derecho a desempeñar 
efectivamente las funciones de sus cargos. El artículo 38 
da al Poder Ejecutivo la posibilidad de reconocerles ese 
derecho, es decir, de reintegrarlos efectivamente al desem- 
peño de sus funciones, o de redistribuirlos en otras repar- 
ticiones u oficinas públicas. 


Por último —termino con este capitulo de Ja ley— 
queda excluido con carácter general, por el artículo 19, 
el personal militar, que se regirá por otras normas que 
están siguiendo su trámite legislativo. 

SEÑOR ORTIZ. -—— ¿Me permite una interrupción? 

SEÑOR AGUIRRE. -—— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 
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SEÑOR ORTIZ, — Con referencia a este Capítulo, el 
señor senador Aguirre señalaba que, de acuerdo con el 
articulo 8%, no procederá la reincorporación en los casos 
que se trate de hombres o mujeres que tengan 60 ó 55 
años de edad. Es decir, personas que fueron destituidas 
en las condiciones que indica la ley, con la arbitrariedad 
consiguiente, tendrían derecho a ser restituidas y no lo son 
porque exceden de esta edad fijada. 


La pregunta es: si estas personas no tienen derecho 
jubilatorio, ¿en qué situación quedan? No son restituidas 
por exceder de 1a edad indicada y no se pueden jubilar 
por no tener derecho a ello. Puede tratarse de una persona 
que haya ingresado a una edad avanzada a la función pú- 
blica y luego fue destituida. 


Se me hizo esta pregunta que trasmito al señor miem- 
bro informante, pidiéndole disculpas de anteinano, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
miembro intormante. 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Me permite una interrupción 
para referirme a otro caso en el mismo punto? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el se- 
nor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: voy a refe: 
rirme a la situación de aquellos que pueden reincorporar- 
se porque al 19 de marzo de 1985 no habian cumplido los 
55 6 60 años de edad fijados como tope. Si no se incor- 
poran, tienen un régimen jubilatorio determinado, esta- 
blecido en el artículo 18; se les da el 125% de las asig- 
naciones computables, correspondientes al cargo de que 
eran titulares, vigentes al 19 de marzo de 1985. En cam- 
bio, a los que por prohibición legal no se pueden restituir, 
se les da el mismo porcentaje —es decir, el 125%— de 
todas las asignaciones computables correspondientes al car- 
go de que eran titulares, vigentes a la fecha de promulga- 
ción de la ley, 


Hay, pues, una diferencia. El que pudiendo reintegrar- 
se, no lo hace, tiene el 125% de lo que ganaba el titular 
del mismo cargo al 19 de marzo; pero el otro, que no pue: 
de reincorporarse porque la ley se lo prohíbe, tiene el 
125% de todas las asignaciones que perciba el titular del 
cargo similar, pero a la fecha de promulgación de la ley. 
Se comprende la importante diferencia que existe entre el 
1% de marzo y el 1% de diciembre. 


El que no puede reincorporarse, no por prohibición de 
la ley, sino porque por razones de salud está impedido de 
todo trabajo, ¿qué régimen jubilatorio recibe? El no es 
responsable, no depende de su voluntad el reincorporarse 
o no. Tiene el certificado médico correspondiente que de- 
muestra que no se reincorpora porque no puede. Parece- 
ría que en ese caso tendría el derecho a obtener la compen- 
sación que recibe aquel que no se puede reincorporar por- 
que la ley se lo prohibe, es decir, porque tiene más de 60 
años al 1% de marzo. 


Digo esto para que el señor miembro informante me 
aclare el punto, porque esta situación parece injusta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE, — El miembro informante -—co- 
mo los demás miembros informantes, porque en realidad 
somos tres— no participó en la redacción de las normas 
ni en su discusión. Se limitó, como los integrantes de 
la Comisión de Constitución y Legislación, a tomar cono- 
cimiento del proyecto, a compartir su fundamento poli- 
tico y, al no encontrar objeciones jurídicas demasiado 
gruesas, a considerar que era un instrumento hábil y, en 
consecuencia, a aconsejar al Senado que apruebe el pro- 
yecto tal como viene. 


Luego de haberlo estudiado, está tratando de hacer 
un esquema del proyecto para su más fácil comprensión, 
que agilite su discusión general y particular. 
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De todos modos, en cuanto a las dos preguntas con- 
cretas que se me han formulado, con respecto a la del 
señor senador Ortiz, declaro que tiene fundamento lo 
que él ha expresado. Parece que hay una situación in- 
justa. Existen personas que son excluidas de la posibi- 
lidad de reintegrarse al cargo y que, si no están dentro 
de las condicionantes previstas en el artículo 17, tam- 
poco pueden jubilarse. El artículo 17 establece: “Las per- 
sonas amparadas por esta ley en virtud de su destitu- 
ción (articulo 1%, inciso segundo) configurarán causal ju- 
bilatoria, siempre que computen, como minimo, diez años 
de servicios efectivos a la fecha de su cesantía”. 


Quiere decir que si habían ingresado cinco o seis 
años antes, no van a poder jubilarse. Creo que esto vale 
como crítica de la ley o como manera de determinar que 
hay una situación injusta. Si vamos a corregir todas las 
situaciones injustas que existen en la ley, evidentemente 
tendremos que redactar nuevamente varias normas y, en- 
tonces, este proyecto deberá volver a la Cámara de Re- 
presentantes. 


Con respecto a la pregunta del señor senador Cigliuti 
debo expresar que también es exacta la observación que 
formula. 


Creo que en este caso, como en alguna Otra dispo- 
sición, quizás por vía de interpretación o de constancia 
que permita interpretar cuál es el espiritu del legislador, 
podría llegarse a sostener que quien no opta por su jubi- 
lación, sino que debe jubilarse por razones de salud y 
en virtud de otras disposiciones legales, debe estar ampa- 
rado por el mismo régimen jubilatorio que «aquellos que 
por el artículo 89 también están obligados a jubilarse. 


Pienso que éste es un punto discutible de interpre- 
tación, En todo caso, cuando en la discusión particular 
lleguemos al artículo 18 veremos si el Senado quiere dejar, 
como interpretación del Cuerpo, que ese caso que señala 
el señor senador Cigliuti está comprendido en el segundo 
parágrafo del artículo 18, que refiere a las personas im- 
pedidas de volver a su cargo por tener más de 55 ú 60 
años de edad. 


Señor Presidente: prosigo con el informe tratando 
de no extenderme. 


Otro punto importante es el concepto de destitución 
que, según el artículo 1% abarca las siguientes hipótesis. 
En primer lugar, destitución en sentido estricto. Y yo 
aclaro, sea mediando sumario —hipótesis que regula el 
artículo 39-— o por aplicación del Acto Institucional N9 7. 


La segunda hipótesis es la separación de hecho del 
cargo; la tercera, la declaración de cesantía por abandono 
del cargo, y la cuarta, el compelimiento a jubilarse o a 
renunciar, es decir la coacción ejercida sobre el funcio- 
nario para que éste renunciara o se jubilara. 


Las causales generadoras de los derechos son: la des- 
titución por motivos políticos, ideológicos o gremiales, y 
la destitución por mera arbitrariedad. En estricto dere- 
cho englobando todas las hipótesis en un concepto ju- 
rídico, diria que se trata de todas las destituciones con 
desviación de poder, es decir, en las cuales existe un fin 
ilícito que vicia la presunta regularidad formal del acto, 
que puede estar viciado, además, por otras razones, como 
la incompetencia del órgano o la ilegalidad, o sea la des- 
titución dispuesta con violación de norma de jerarquía 
superior. 


No voy a explicar en detalle el procedimiento de la 
reincorporación porque es bastante complejo. El mismo 
debe comenzar con la presentación de un escrito ante 
el organismo en que actuaba el funcionario, contando 
éste con un plazo de 60 días para hacerlo si vive en el 
país, y de 90 días para hacer la reserva de sus derechos 
y de 150 días para su presentación formal si reside en 
el exterior. La resolución de la autoridad administrativa 
debe producirse en un plazo de 60 días. La no resolución 
en plazo se considera denegatoria ficta; la resolución afir- 
mativa debe disponer el reintegro del solicitante y la re- 
solución negativa determina la remisión de los antece- 
dentes a la Comisión Especial que se crea por el Capitu- 
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lo V. En caso de que la remisión no se haga efectiva, el 
solicitante tiene derecho a concurrir por si ante la Co- 
misión Especial. 


Los artícuios 9% y siguientes regulan todo el proce- 
dimiento de reincorporación efectiva. No voy a detallario 
porque es bastante complejo. 


El artículo 14 establece el derecho a la recomposi- 
ción de la carrera funcional; el 15, el principio del res: 
peto a los derechos adquiridos por los funcionarios que 
se encontraban ocupando cargos en ia Administración a 
la fecha de la restitución de los funcionarios destituidos. 


El Capítulo IV se refiere al régimen jubilatorio y pen- 
sionario, a lo que ya nos hemos referido en virlud de 
las preguntas formuladas por los señores senadores Ortiz 
y Cigliuti. 


Como Capítulo V figura la creación de la liamada 
Comisión Especial, que actuará no como Tribunal de Jus- 
ticia, en vía jurisdiccional, sino en vía administrativa, 
ya que sus resoluciones pueden recurrirse mediante re- 
curso de revocación y, luego, ante el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, como cualquier acto administra- 
tivo, y no ante el Poder Judicial. 


La Comisión Nacional del Servicio Civil será quien 
actúe como Comisión Especial —es decir que no se va a 
crear un nuevo órgano— y sus atribuciones serán: enten- 
der en las reclamaciones de los funcionarios y resolverlas; 
asesorar a los organismos que así lo requieran sobre el 
cumplimiento de Ja ley; e instruir nuevamente los suma- 
rios a que refiere el artículo 39 y dictar resolución sobre 
ellos, 


En el Capítulo final existen una serie de disposicio- 
nes generales, alguna de las cuales son importantes. Por 
ejemplo, por el artículo 45 se establece la exclusión de 
todo otro beneficio pecuniario que no se encuentre con- 
sagrado en la Ley. Creo que esto es muy discutible, ya 
que pueden haber beneficios pecuniarios resultantes de 
sentencias ejecutoriadas y pienso que sobre el particular 
habrá que hacer alguna salvedad o precisión. Otra dis- 
posición importante es el artículo 46, que se refiere a la 
caducidad de los derechos consagrados por la ley, si el 
interesado deja vencer los plazos. 


Con esta información, y sin perjuicio de lo que pue- 
dan agregar los demás miembros informantes, sucinta- 
mente queda expuesto el esquema general del complejo 
contenido de este proyecto de ley que, en forma bastante 
satisfactoria, viene a resolver el grave problema de los 
funcionarios destituidos o lesionados en sus derechos por 
procedimientos utilizados durante los once años de dic- 
tadura. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: hemos llegado a este proyecto tan significativo y tras- 
cendente en condiciones muy especiales; en esas condi- 
ciones especiales llega el Senado como Cuerpo, limitado 
visiblemente en su posibilidad de examinar un tema de 
tanta repercusión por el hecho de que el mismo estuvo 
detenido por casi nueve meses en la Cámara de Repre- 
sentantes y fue aprobado finalmente en medio de una 
transacción entre todas las fuerzas políticas. De esa tran: 
sacción formó parte la organización política a la que 
representamos aquí y por ello tenemos un motivo de so- 
lidaridad para darle nuestro voto. Sin embargo, esto no 
nos obliga al silencio. 


El 15 de febrero de este año se abrió el Parlamento 
y ese mismo día entró la primera iniciativa sobre el tema 
de la reposición de los destituidos, procedente de nuestra 
bancada. En pocos días más hubo importantes iniciativas 
que marcaron la inquietud de todos los sectores politicos 
dei país, sin excepción, en torno a este problema. 


Durante varios meses, allí donde estuviéramos, desde 
el centro de Montevideo hasta Bella Unión, desde Nueva 


19 de Noviembre de 1985 


Palmira hasta Río Branco, encontrábamos personas des- 
tituidas por la dictadura que se acercaban, desesperadas, 
a plantearnos su angustia, su ansiedad, su problema. He- 
mos asistido durante doce años a la tremenda penuria 
a que fueron sometidos incontables compatriotas como 
consecuencia de sus convicciones y, en algunos casos, de 
su militancia. Todos pensamos que esta situación iba a 
ser rápidamente reparada y en forma clara. 


Por las razones que he expresado, naturalmente voy 
a votar este proyecto, pero no puedo hacerio sin protesta. 
Siento que voy a entrar a la sala de las reparaciones por 
la escalera de serviclo, porque la puerta principal está 
topiada por razones políticas. Aquí existen destituidos por 
la dictadura que vuelven a ser destituidos por la demo- 
cracia. Un hombre que actualmente tiene 60 años o una 
mujer que hoy tiene 55, cuando se implantó la dictadura 
tenían, respectivamente, 47 y 42 años; se les destituyó, 
se les cortó su carrera, se les sometió a más de una dé- 
coda de ostracismo y, muchas veces, de persecución y 
ahora se les impide el reingreso. Normalmente los funcio- 
narios pueden desempeñar sus cargos hasta los 70 años 
de edad. En nuestro país hay mucha gente que fue desti- 
tuida, redistribuida u obligada a jubilarse; los procedi- 
mientos fueron muchos, pero la finalidad una sola. En 
algunos casos esa gente ha podido volver, pero hay mu- 
chos que no han podido 'reintegrarse. Aún hoy tenemos 
noticias periódicas de personas de nuestro vonocimiento 
que continúan padeciendo detrás de su expediente porque 
el tribunal de determinado organismo no ha tomado re- 
solución todavía. Y ¿qué les decimos ahora? Les decimos 
que si en los años 1973, 1974 ó 1975. cuando se produ- 
jeron tantas destituciones o redistribuciones, tenían 46 ú 
47 años, si era hombre, o 42 Ó 43, sí era mujer, ya no 
puede volver. Se habla de un régimen jubilatorio espe- 
cial y se subraya el término. He oído por ahí que se 
trata de un régimen jubilatorio privilegiado. ¿En qué 
consiste? A pesar de que vamos por la escalera de servi- 
cio, vale la pena desbrozar el tema. Ese régimen jubila- 
torio consiste en otorgarle el 125 % del sueldo, pero el 
correspondiente al cargo que tenia cuando fue destituido. 
¿Qué autoriza a pensar que si no lo hubieran destituido 
hoy estaría exactamente en el mismo cargo en que es: 
taba entonces? ¿Por qué una maestra de escuela del 73 
no podría ser actualmente directora ¿Por qué un sub- 
jefe de sección de esa época no podría ser gerente de 
departamento en el día de hoy? Esas personas no sólo 
fueron destituidas sino que ahora, además, las condena- 
mos otra vez: no les permitimos volver y les negamos 
todo el derecho a cualquier modificación de grado a lo 
largo de más de una década. Esto no hay que ocultarlo 
y. por otra parte, no tiene explicación. 


He leido todo lo que se ha dicho sobre el tema; 
inclusive, leí todo el debate de la Cámara de Represen- 
tantes a riesgo de gastarme los ojos. porque actualmente 
-—No sé por qué— no tenemos los boietines hasta meses 
después de producidos los debates. 


Entonces, hay que movilizarse para conseguir fotoco- 
pias o ejemplares, y como es la octava O novena copia 
que se saca hay muchas palabras que cuesta entender. 
A pesar de ello, pude descifrar, en el ejemplar que me 
llegó, el debate que se produjo en la Cámara de Repre- 
sentantes. Y para lo observado no hay explicación. 


Tampoco la hay acá, porque en la página 19, en el 
' informe de la Cámara de Representantes, se establece: 
“El artículo 82 contiene una limitación —fruto del acuer- 
do político sobre el que reposa el proyecto—”, etcétera. 
Acuerdo político, ¿para qué? ¿Para que funcionarios que 
promedialmente llegarían a los cargos medios de la Ad- 
ministración, de cierta responsabilidad, que por sus con- 
vicciones democráticas fueron desplazados por Ja dicta- 
dura, no pueden volver, mientras en cambio pueden per- 
manecer aquellos que estuvieron ocupándolos durante la 
dictadura? Estos son los hechos. 


Comprendo que para que esto llegue a los Entes Autó- 
nomos y a toda la Administración —como tiene que 
llegar—- se requiere el quórum máximo; comprendo tam- 
bién que es indispensable el acuerdo político, pero no 
puedo menos que dejar constancia de que aquí no se 
respeta la carrera administrativa de mucha gente, que 
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la insuficiencia es absoluta; que ese pretendido 125 % 
nc refleja la posibilidad de una compensación económica 
real, como es aquella a la que los funcionarios tendrían 
derecho. Basta tomar el presupuesto de ANCAP, el de 
ta Administración Nacional de Puertos o el de cualquier 
Ministerio, para ver qué eran los funcionarios —prome- 
dialmente considerados— en 1972 6 1973 y qué son ahora, 
y comprender lo que aquí le estamos haciendo a mucha 
Bente que, a pesar de todos los esfuerzos realizados, no 
ha podido reingresar. 


SEÑOR SINGER, — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Con mucho 
Busto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR SINGER. — Los argumentos que está ex- 
presando el señor senador Rodríguez Camurso, así mani- 
fastados, parecen de total validez; pero escrehándoio, se 
me ocurre formular la siguiente pregunta: ¿qué sucede 
con todos aquellos funcionarios que no fueron destituidos 
y que, por no haberlo sido. no dejan de ser demócratas? 
Hay decenas de miles en esta situación. es decir, que han 
seguido siendo funcionarios porque no fueron destituidos 
pero que son demócratas y militantes de todas las fuer- 
zas políticas que componen el espectro partidario de pues- 
tro país. Ellos también fueron postergados, a Jo largo de 
todos estos años, en sus carreras administrativas. 


Conozco infinidad de casos de funcionarios de la Ad: 
ministración Central, de los Entes Autónomos o de la 
Administración Municipal, que ingresaron antes de 1973 
y que, por distintas razones —algunas que pueden cali- 
ficarse de mala administración y otras de orden político 
e incluso de persecución—- no fueron destituidos. pero sí 
postergados. 


En base a los planteamientos que uno recihe en la 
militancia politica, me atrevería a hacer la afirmación 
de que estos casos son muchísimos más —quizás se por 
dría multiplicar por diez, veinte o treinta la cifra de fos 
casos que estamos manejando— que aquellos contempla- 
dos en este proyecto de ley. 


Entonces, aunque los argumentos del señor senador 
respecto de la situación de los funcionarios que fueron 
destituidos por un acto de arbitrariedad de la dictadura, 
parecen de toda lógica, si bien esta ley contempla la si- 
tuación de éstos, no está teniendo en cuenta cn cambio. 
la de muchísimos más funcionarios que mantuvieron sus 
cargos en la Administración pero que fueron ilegítima: 
mente postergados en sus carreras admini.trativas. 


Y en favor de estos funcionarios no estamos haciendo 
nada, porque nada podemos hacer. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Continúo, señor 
Presidente. 


Ratifico que las razones que estoy dando no “pa: 
recen” de lógica, sino que “son” de lógica. En cambio, 
la respuesta del señor senador Singer es un argumento 
de falsa oposición. 


El artículo 15 del proyecto de ley que estamos con- 
siderando establece que “Las reincorporaciones y repara- 
ciones en la carrera funcional que resultaren de la apli- 
cación de esta ley, no afectarán los derechos adquiridos 
de los funcionarios que actualmente ocupan y desempe- 
ñan cargos y funciones en los respectivos organismos”. 
Es decir que no se pretende afectar los intereses y dere- 
chos de nadie, Que hubo mucha gente postergada y per- 
judicada a través de muchos medios, sin legar a ser des- 
tituida, ¡claro que la hubo! Pero es que nosotros no pre- 
tendemos, a través de este proyecto, afectar los derechos, 
ni siquiera de quienes no fueron perjudicados en ningún 
Sentido. De ninguna manera podría sostener una cosa 
semejante. 


Lo que sí afirmo es que aquí se hace un vacío, del 
cual no se da ninguna explicación. Solamente se dice 
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que hay un acuerdo político que consiste en que a una 
cantidad enorme de funcionarios de todas las reparticio- 
nes del Estado, que estaban promediando la quinta dé- 
cada de su vida —42, 47, 48 años, lo cual, como sabemos 
la mayoría de los señores senadores, representa una extre' 
mada juventud— y fueron echados, ahora no les permi- 
timos volver pero, además, los congelamos en el cargo 
que tenían una década atrás. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción. 
señor senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO, — Con mucho 
gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Agradezco al señor senador 
la interrupción que me concede, Simplemente quiero hacer 
una precisión porque creo que hay un error en la obje- 
ción del señor senador Singer. Quizás él no me escuchó 
cuando enumeré los derechos y beneficios que acordaba 
la ley, entre los cuales se encuentra la recomposición 
de la carrera administrativa para todos aquellos funcio- 
narios que, sin haber sido destituidos, fueron redistribui- 
dos, trasladados o postergados en sus ascensos. 


El artículo 14 de este proyecto de ley es terminante 
en ese sentido, pues establece: “Los funcionarios de los 
organismos públicos estatales o no estatales que, durante 
el periodo indicado por el artículo 19, sin haber cesado 
en sus cargos y funciones, hubieran sido postergados en 
sus carreras funcionales por motivos políticos, ideológicos 
o gremiales, tendrán derecho a la recomposición de sus 
carreras administrativas en los términos y condiciones 
establecidos por los artículos 9% a 12. A tal fin podrán 
formular las reclamaciones pertinentes ante el respectivo 
organismo, dentro del plazo y con las formalidades que 
prescriben los artículos 22 y 49”, 


Quiere decir que todas esas decenas de miles de fun- 
cionarios a que hacía referencia el señor senador Singer, 
tan demócratas —no lo dudo— como todos aquellos que 
fueron destituidos, y que fueron lesionados en sus dere- 
chos, tienen la misma posibilidad que los otros, no a ser 
restituidos, porque nunca fueron destituidos, sino a ocu- 
par el cargo que les hubiere correspondido de no haber 
sido perjudicados por actos arbitrarios de la dictadura. 


Hecha esta aclaración, dejo constancia de que com- 
parto la crítica formulada por el señor senador Rodríguez 
Camusso. Sin ninguna duda, es profundamente injusta la 
disposición del artículo 82. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Continúa en uso de la 
palabra el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Termino dicien- 
do, señor Presidente, que tenemos que hacer una opción, 
ya que el conjunto de este proyecto representa, sin lugar 
a dudas, un enorme paso hacia adelante. Incluye dece- 
nas de conquistas fundamentales por las que muchos de 
nosotros hemos luchado y que trabajosamente han sido 
obtenidas. Pero asimismo, subrayo el hecho de que se 
hace un vacio, un alto en este conjunto de disposiciones, 
porque se selecciona un grupo de gente y se la deja afuera; 
y, además, no se la recompensa adecuadamente. Vuelven 
a tener sobre sí el castigo que recibieron en tiempos de 
la dictadura y ello se agrava por la circunstancia penosa 
—que conozco de modo directo a través de muchos inte- 
resados que permanentemente vienen a plantearme sus 
sufrimientos— de que los expedientes llevan semanas y 
meses, ño en uno o dos sino en muchos organismos del 
Estado, sin que se pueda finalmente sustanciar sus aspi- 
raciones de volver al cargo de que fueron titulares. Y 
ahora, definitivamente, se les deja fuera, privándoseles 
de la posibilidad de acceder a la regularización de sus 
cargos, a una ajtura de la vida en que, además, resulta 
sumamente difícil e improbable volver a empezar. Me 
refiero a las personas que actualmente tienen 62 ú 63 
años y que en la época del comienzo de la dictadura 
contaban con 50, 51 ó 52 años y de pronto, podrían ser 
o jefe de sección al frente de un departamento o gerente 
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en un organismo del Estado. ¿Cómo ahora a los 60 años, 
vuelve a empezar su carrera administrativa? ¿Qué sig- 
nifica para esa persona darle un 25% de jubilación por 
sobre el sueldo dei cargo que tenía doce años atrás? 
¿Qué significa eso, cuando le quedan ocho o diez años 
hábiles por delante como a los demás, para poder cul- 
minar su carrera administrativa? Todos los demás pue- 
den continuar hasta los setenta años, pero a él le dicen 
que no, porque tiene 61 años. Lo destituyeron cuando 
tenía 49 años; quedó afuera y no vuelve jamás, pero 
además lo jubilamos con un premio pequeño por sobre 
el mismo cargo que tenia a los 49 años. Todo eso, por 
buen funcionario que haya sido, por correcto en cuanto 
a su desempeño, por grandes que hayan sido sus méritos. 
Además, ni siquiera le damos una explicación. Cuando 
venga a consultarnos le tendremos que decir: “Mire, aqui, 
en la página 19 dice que este es un acuerdo político". 
Estamos en él, vamos a votarlo, todos los sectores poli: 
ticos lo han hecho, porque el conjunto de beneficios que 
esto representa para miles y miles de personas tiene que 
ser, naturalmente, puesto por delante de los intereses de 
un sector. Pero esto no significa que nosotros silenciemos 
la injusticia que ello representa, porque nada hubiera 
obstado a que en el marco de un conjunto de soluciones 
tan trabajosamente buscadas y finalmente logradas a lo 
largo de nueve meses de tareas, que sé, fueron de una 
excepcional intensidad, se les contemplara; sin embargo, 
al final se les excluye, luego de haber pasado, entre los 
50 y 60 años de edad, más de una década esperando que 
con la democracia llegará un día la hora de su rehabi- 
litación. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Continúa en discusión ge- 
neral el proyecto de ley. 


SEÑOR SINGER. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. -—— Seguramente no fui claro en el 
uso de la interrupción que gentilmente me concedió el 
señor senador Rodríguez Camusso. 


No me referí a los casos previstos en el artículo 14, 
a que después hizo mención el señor miembro informante, 
que son ios de persecución ideológica, gremial o política, 
sino a aquellos, que son los más numerosos. en los que 
no se aplicaron las normas de ascenso pr tas en los 
estatutos o en el ordenamiento administrativo. Esos, no 
están contemplados y, si fuera asi, entonces estamos fren- 
te —si el espíritu es el de ampararlos.-- a un caso de 
reordenamiento total de la administración donde habrá 
por decir una ciíra— cien mil funcionarios que inicia- 
rán los correspondientes reclamos a través de sts expe- 
dientes, para el ascenso administrativo. Me pregunto, en- 
tonces, en qué condiciones estará el Estado -—abarcando 
la Administración Central, Entes Autónomos y los Mu- 
nicipios—— para hacer frente a semejante recomposición 
del ordenamiento de la carrera administrativa. No sé 
cuánto representará para el Estado enfrentar todos estos 
gastos, pero se me ocurre que estamos hablando de una 
cifra que me atrevo a calificar de fabulosa. 


Es a eso que me retería, con respecto a las observa 
ciones, que escuchando resultan lógicas, que hacía el se- 
ñor senador Rodríguez Camusso, 


Era la aclaración que quería hacer al respecto. 
SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Brevemente, señor Presidente. 
vamos a señalar algunas consideraciones a este proyecto 
de ley al que se ha referido, como miembro informante, 
el señor senador Aguirre, en expresiones que compartimos, 
y también el señor senador Rodríguez Camusso, con cuyas 
manifestaciones estamos de acuerdo. 


No es para nadie un secreto que este proyecto es el 
resultado de una larga, trabajosa y confliciuada consi- 
deración a nivel de la Cámara de Representantes. 
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El proyecto tiene un miembro informante por cada 
una de las colectividades políticas aquí representadas. Po- 
demos decir que no implica, en modo alguno —por lo 
menos de nuestra parte— una coincidencia plena con las 
soluciones establecidas en el proyecto. Sin duda, lo mismo 
ocurre con los miembros informantes del Partido Nacio- 
nal y del Partido Colorado. 


Las soluciones aquí establecidas, constituyen parte 
de la reparación que la democracia le debe a hombres 
y mujeres que fueron duramente perjudicados por la dic 
tadura. La reparación no es total, ni plena. 


En tos distintos aspectos que el proyecto contempla 
hay márgenes de injusticia, grandes en algunos casos. 
pequeños en otros. Pero debemos señalar que en nin 
guno de los ejemplos. incluso en los casos en que puede 
aparecer la ley con la máxima generosidad, podrá lle- 
garse a la reparación plena de los perjuicios que la dic- 
tadura impuso a hombres y mujeres. 


Por eso, señor Presidente, nosotros, que hemos seña- 
lado como integrantes de la coalición Frente Amplio, desde 
el momento en que comenzó esta Legislatura, nuestra opi- 
nión sobre ej lema, a través de un proyecto de ley pre- 
sentado --crco, que el primer día—-, entendemos que es 
imprescindible darle nuestro voto a este proyecto, aun 
con plena conciencia de que el mismo no configura una 
reparación total de los daños que la dictadura produjo 
en este pueblo. 


En el curso de la discusión particular señalaremos 
algunas cosas que entendemos imprescindibles para una 
mejor interpretación de un texto que, como muy bien Jo 
decía el señor senador Aguirre, no hemos contribuido 
desde esta Cámara a conformar. pero, que en algunas 
disposiciones, ofrece soluciones ambiguas, aunque creemos 
que la discusión parlamentaria puede mejorarlo. 


Nada más. 
SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. -—— Señor Presidente: ha sido 
señalada por parte de los miembros informantes, los se- 
fiores senadores Aguirre y Batalla, cuál fue la posición 
que en el punto asumió la Comisión de Constitución, Có- 
digos, Legislación General y Administración de la Cá- 
mara de Representantes. 


Diría que cste es uno de los temas más complejos, 
más arduos, que más dificultades crea desde el punto de 
vista de la pretensión legislativa, en cuanto a pergeñar 
una fórmula que pueda reunir los extremos de justicia 
distributiva que una norma de este tipo requeriría teó- 
ricamente en abstracto. 


Comienzo por subrayar aque aun con todas sus fa- 
lencias, con todas sus carencias ——que sin duda el pro- 
yecto las liene—, tenemos que admitir, como bien lo 
señala la Comisión de la Cámara de Representantes, que 
este proyecto estuvo y está presidido por un espíritu de 
justicia que apunta. que tiende a convertirlo —poor lo 
menos esa es la intención— en un instrumento apto de 
pacificación y concordia nacional. 


Se trata de un tema acuciante. Lo fue desde el ins- 
tante mismo —y aun antes- en que el país se encami- 
naba nuevamente hacia la vida institucional. 


Naturalmente no podemos pretender que una Jey de 
estas caracteristicas, habida cuenia del número de fun- 
cionarios que potencialmente pueden estar o están com- 
prendidos en ella, reúna todos los requisitos que señalá- 
bamos al comienzo de nuestra exposición. 


Por otra parte, no es menos cierto —ésta es una 
realidad que vive el país-—- que todas esas reclamaciones 
de justicia deben ser atendidas. Aun así no podriamos 
contemplar todos los casos, que se abren en un espectro 
casi infinito. 
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Se trata de una ley que, una vez puesta en ejecu- 
ción, será esencialmente dinámica. No me cabe ninguna 
duda de que en el futuro van a aparecer infinidad de 
problemas y de hipótesis que aún no han sido conside- 
radas. Pero estes casos serán tamizados convenientemen- 
te y teniendo siempre muy en cuenta el problema per 
«onal e intransferible de todos y rada uno de los afec- 


tados eventualmente, a los cuales se sumará los que esta 


ley pueda :rear. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senadar? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con Mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. -- Señor Presidente: entiendo que 
el artículo 19 de este proyecto de ley requiere dos tercios 
úe votos para ser aprobado en cuanto establece normas 
que aicanzan a los Gobiernos Departamentales y a los 
Entes Autónomos. 


En virtud del quórum claudicante solicitaria a ia 
Mesa que llame a Sala, a los efectos de que una vez que 
culmine su exposición el señor miembro informante y 
que sea aprabado en genera! el proyecto de ley, no ten 
gamos problemas para votar, tundamentalmente en aque- 
llos artículos que requieren una mayoría especial. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se está llamando a Sala. 
señor senador. 


Puede continuar con su exposición, el señor miembro 
informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. —- Teniendo en cuenta Ya ob: 
servación que formulara el señor senador Batalla, trataré 
de ser lo más breve posible, 


Voy a concluir mi exposición haciendo alguna otra 
puntualización sobre este tema. 


Entiendo que fundamentalmente el proyecto tiende a 
contemplar dos o tres objetivos muy claros, que ya fueron 
señalados, y que se refieren a la reposición en sus cart- 
gos de aquellos funcionarios que fueron destituidos o a 
la recomposición de sus carreras administrativas. 


Además. debe señalarse en relación al concepto de 
destituidos, que es muy vasto y amplio, y que será ma- 
teria, naturalmente, de la calificación que eventualmente 
pueda hacerse —planteada la situación del reclamo--- por 
parte del órgano competente que la propia prevé. 


Otro objetivo a tener en cuenta --como corolario 
natural de los problemas que señalaba anteriormente-- 
es la reparación patrimonial de los funcionarios afec- 
tados. 


Volviendo un poco al aspecto del problema, acerca 
de la imposibilidad de contemplar todas las situaciones 
que debieran serlo, vale la pena señalar algunos hechos 
que tuvieron lugar a partir del mes de mayo, momento 
en el cual el Poder Ejecutivo remitia el Mensaje que 
contenía este proyecto de ley. Se hacía referencia a que 
la plena restitución democrática del país hacía imprescin- 
cible la sanción de una ley que corrigiera las vesultan- 
cias perjudiciales de las arbitrarias medidas adoptadas 
respecto a los funcionarios públicos, satisfaciendo, en la 
medida de lo posible, los derechos e intereses legítimos 
de los funcionarios, a lo cual el Poder Ejecutivo agre- 
gaba que la solución justa y legítima, en principio, de 
reparar todos los perjuicios patrimoniales y funcionales 
tiene, sin embargo, para el Estado, en las actuales cir- 
cunstancias, consecuencias tremendamente rutnosas. Esto 
es asi porque el volumen, el quántum económico que su- 
pondría la satisfacción de todas esas reparaciones a las 
(ue evidentemente se ticne derecho, haría que la deuda 
—como muy bien lo señala el Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo— resultara imposible de cumplir, debido a la situa- 
ción del erario público en los actuales momentos. 
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Te todos modos, debemos admitir que ésta no es una 
solución perfecta ni reunirá los extremos de máxima jus- 
ticia. Pero, repito que Se trata de un principio de justicia 
y que, tal como lo señalaba al comienzo, posee un obje- 
divo incuestionable: que esta ley debe interpretarse como 
un instrumento conducente a la pacificación y a la con- 
cordia nacionales. 


En ese sentido, creo que se trata de un paso que todo 
el país debe dar. Todos los partidos democráticos, que 
tanto luchamos para la recuperación del sistema itsti- 
tucional del país, habíamos contraido el compromiso de 
concretar todo esto en una fórmuia legislativa. Sin em- 
bargo, dudo que alguien hubiera pensado que desde el 
primer momento íbamos a encontrar la salida definitiva 
a este problema tan complejo. 


La tarea de la Comisión Especial que entenderá en 
este problema será muy ardua, porque deberá atender 
Jas distintas situaciones que oportunamente se le van a 
plantear. 


Es conveniente destacar que no se cierra el reclamo 
por la vía jurisdiccional, por cuanto existe un recurso 
administrativo y agotada ésta, se mantiene todavía el 
tefurso de anulación ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, 


Finalmente, deseo señalar que tanto 4 mí como u 
los demás compañeros del Cuerpe, nos han llegado varios 
planteamientos en el sentido de señalar, antes de la pues- 
ta en práctica de esta ley, las dificultades que este texto 
plantea en determinados casos concretos. En consecuen- 
cia, no me extrañaría que éstos sean motivo de la san- 
ción de otras leyes, a los efectos de corregir las cmisia- 
nes en que se pudiera haber incurrido al sancionarse esta 
norma que, como paso intcial para el cumplimiento de la 
pacificación del país, entiendo que reúne las minimas 
condiciones. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
estoy escuchando con atención al señor senador Fá Ro- 
baina y realmente pienso que su planteo abre un camino 
positivo para el posible mejoramiento de algunas díspo- 
siciones de este proyecto de ley que tiene un acuerdo 
político general y descuento que saldrá aprobado per el 
Senodo per unanimidad, aungue vayames encontrando en 
su articulado elementos con los que no estamos de acuer- 
do y que afectan a un grupo de funcionarics. Tenemos, 
por ejemplo, algunas objeciones vintwWadas con la situa: 
ción cue se plantea a algunos funcionarios del Ministerio 
de Relociones Exteriores y que según sus categorías tie- 
nen problemas determinados por límites de edad, siendo 
éstas, entre otras. algunas de las observaciones que que- 
remos hacer. 


¿Cuál es la situación, en definitiva, en la que nos 
encontraríamos? O demoramos un proyecto del cual están 
pendientes, desde hace tanto tiempo muchos miles de 
personas que fueron perseguidas por la dictadura, o re- 
nunciamos a establecer esta mejora. Pienso que ¡a inquie- 
tud que plantea el señor senador Fá Robaina, debe ser 
recogida. Además. hay otro elemento de singular impor- 
tancia que, en aras de la brevedad, no quise manejar 
hoy y se refiere a los incontables destituidos de la acti- 
vidad privada que al amparo de la dictadura también 
fueron privados de su trabajo. Naturalmente que este 
tema es más complejo pero de alguna manera tiene que 
ser abordado. 


Por esta razón, simplemente quería dejar constancia 
en esta interrupción de mi apoyo a la idea del señor 
senador. 


Tengo el convencimiento de que en el transcurso de 
la discusión particular vamos a encontrar diversas dis- 
posiciones que van a exigir correcciones. Entonces puede 
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ser que el camino que el señor senador indica sea més 
práctico para que en un plazo muy breve la Comisión en 
el Senado pueda elaborar un nuevo proyecto, que con: 
temple en pocos días estas situaciones que hoy no po- 
dríamos corregir. 


SEÑOR CROCE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR CROCE. — Señor Presidente: quiero simple: 
mente dejar constancia de que vamos a acompañar «n 
forma positiva este proyecto de ley que fue fiuto de un 
acueruo político entre todos los partidos porque, además. 
Zae una de las banderas por las que muestro partido hizo 
Cuestión fundamental desde el momento mismo en que 
estas arbilrariedades afectaron au miles de urugiayos. 
(quiero también retiticar la salvedad a la que hacia alu- 
sión el señor senador Rodríguez Camusso y que fuera 
mencionada por el señor senador Aguirre. 


SEÑCR PRESIDENTE, -- Sino se hare uso de 4 na: 
«9bra, se Va y votar en general el proyecto de ley 


(Se vota: ) 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Pido la palabra para fundar 
el voto. 


£FNOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. -—-— Señor Presidente: nuestru 
sector --como resulta de la votación que acaba de efev- 
tuarse— ha votado en general este aroyecto de ley pese 
a que nosotros, en la Comisión de Censtitución y Legis 
leción. lo hemos hecho con salvedades per algunas eon- 
sideraciones análogas a las que hace un momento formu- 
taba vustro compeñero de bancada, el señor senador Fá 
Rohaina. 


Son varias las observaciones que distintas personas 
cas y jurídicas, nos han hecho llegar respecto de es- 
cicnes y Otras tantas que nosotros, personal 
hemos estructurado en el somero y rápido análi- 
15 : hemos realizado de este proyecto de ley. No obs- 
tante lo cual le hemos dado nuestro voto porque enten- 
demos que en general, por Jas características que el pro- 
vecto tiene. básicamente por la forma en que las distin 
tas banzades y sectores políticos le han acogido, natural: 
mente que iba a recibir en el Senado la aprobación, coma 
ya sucedió en la Cámara de Representantes. 


Por ese motivo entendemos que son muy oportunas y 
atinadas las manifestaciones realizadas por el señor se- 
vader Fá Robaina en cuanto a que las carencias o los 
vacíos de este proyecto de ley o las modificaciones que 
podamos introducir al mismo no se realicen en su texto, 
para evitar que el tema vuelva a consideración de la Cá- 
mara de Representantes y eventualmente, pase a la Asam- 
blea General. Por lo tanto, es necesario aceptar su texto 
en la forma en que viene redactado de la Cámara de 
Representantes. Luego, por alguna ley especial y a través 
de la discusión que aquí en el Senado se formalice en 
cuanto a la consideración en particular de sus distintos 
aspectos, sobre esa base puedan armonizarse y estructu- 
rarse disposiciones legales que digan relación con el me- 
joramiento de algunas de sus normas. 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — Señor Presidente: coincido con 
algunas de las observaciones que aquí se han hecho. fun: 
damentalmente las realizadas por los señores senadores 
Aguirre, y Rodríguez Camusso. En lo particular, tendría 
que hacer algunas salvedades, fundamentalmente en el 
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ema que aquí se tocó, de como el transcurso del tiempo, 
el aumento de edad de las personas las ha inhabilitado pa- 
Tra reintegrarse como legítimamente les hubiera corres- 
pondido a los cargos de los que fueron despojados. Cree- 
mos que no ha sido feliz la solución en cuanto al margen 
de edades establecido. Sin embargo, como este proyecto 
es esperado con verdadera y justificada ansiedad, por una 
parte numerosa de gente que ha sido víctima de la dic- 
tadura y a los efectos de que tenga una rápida repara- 
ción, después de tan larga espera, expreso que he vo- 
tado y votaré la totalidad del proyecto a los efectos de 
que cuanto antes se haga justicia con estos servidores del 
Estado arbitrariamente perseguidos por el régimen dicta- 
torial que padeció el país. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En discusión particular. 


SEÑOR BATALLA. --- Mociono para que se suprima 
la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota: ) 

—18 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 19. 
SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — A efectos de que quede clara: 
mente establecido el sentido de la dispesición, vemos que 
en el párrafo primero de este artículo, se dice lo siguien- 
te: “Establécese el derecho de todas las personas que 
prestaron servicios en organismos estatales o en personas 
públicas no estatales en relación de dependencia funcio- 
nal, como presupuestadas o contratadas...”. Es decir ,que 
entiendo que el término “contratadas” debe ser admitido 
desde el punto de vista jurídico con la máxima amplitud 
o sea, Cualquier calificación que refiera a los presupues- 
tados, porque en muchos erganismos no se aplica la cali- 
ficación de contratados sino de eventuales. etcétera, En- 
tiendo que la interpretación que cabe en ese caso es la 
de toda la situación funcional que no refiera estricta- 
mente a presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa informa que el 
artículo 1% requiere dos tercios de votos y no hay 21 se- 
fñores senadores en Sala. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señcr 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Solicito que se cierre la discu: 
sión y en el momento en que haya 21 señores senadores 
en Sala lo votaremos. Mientras tanto podemos ir adelan- 
tando en el resto de la discusión del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el Cierre de 
la discusión del artículo 10. 


(Se vota:) 

* —20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 20. 
SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Deseo realizar una consulta. Este 
artículo establece que las reclamaciones de los funciona- 
rios se harán por escrito fundado y agrega en el pará- 
grafo segundo que “el peticionante, que deberá constituir 
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domicilio, podrá acompañar y ofrecer las informacienes 
y pruebas que estimare pertinentes”. 


Esto lo relaciono con el artículo 31 —a los efectos de 
plantear en forma completa la consulta— que dice que 
serán admisibles todos los medios de prueba previstos por 
nuestro ordenamiento jurídico. En consecuencia, mi pre- 
gunta es la siguiente: ¿cuál es el alcance de estas dispo- 
siciones? ¿Que a un reclamante le basta presentar un 
testigo para habilitar la presentación de la prueba? ¿La 
presentación con testigos es suficiente a los efectos de 
validar una prueba para fundamentar su demanda? Esta 
interrogante la dejo formulada aclarando que es por des- 
fonorimiento de las disposiciones que se aplican. 

SEÑOR FA ROBAINA. Pido la palabra. 

SFÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra cl señor 
miembro informante. 


SEÑOR FA ROBAINA. -—- Con respecto a la pregunta 
que formula el señor senador Singer, en la medida que 
se hace referencia concreta y especifica a la aplicación 
de too el sistema procesal, debo exprosar que la norma 
es que un testigo único no es válido; un scio testigo no 
hace, piena prueba. “Testis unus, testis 1ullus”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 


miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Creo que no debemos ¿cuftla: 
dirnos per el hecho de que se hable de un medio de pru: 
ta porque aquí no estamos ante un órgano jurisdiccional. 
En este caso la remisión a todos lcs medios de prueba 
previstos por nuestro ordenamiento juridico, quier: decir 
únicamente que se pueden utilizar todos los que prevé 
el Código de Procedimiento Civil o el actual Código del 
Protesc Penal. Ello no significa que haya que medir la 
eficacia de las pruebas con acuerdo a las normas de estos 
“Códigos, ni que la exigencia de medics probatcrios se va: 
ore con la misma eficacia o rigor ton que se debe hacer 
en una instancia judicial. Aqui estamos actuando en vía 
administrativa. El señor senador Singer habló de una de- 
manúa y aquí no la hay. Lo que sí existe en este caso 
es el ejercicio del derecho de petición, de acuerdo al ar- 
tículo 30 de la Constitución y a lo que prevé esta ley. 
Entonces, ¿ante quién se presenta? Ante el érgano admi- 
nistrativo en el que el funcionario trabajaba. De acuerdo 
a la ley —porque la Administración debe manejarse con 
el principio de legalidad, pero también con cierta disere- 
cionalidad— aunque no sean medios de prueba suficientes 
para el Código de Procedimiento Civil. el jerarca admi- 
vistrativo puede considerar que están configurados los 
elementos de juicio que lo habilitan a hacer lugar a la 
reclamación. Además, el artículo 31 —cuando actúa, no 
en función de Tribunal, sino como órgano administra- 
tivo la Comisión Nacional del Servicio Civil— dice que la 
prueba se apreciará de conformidad con el principio de 
la sana crítica. Es decir, que no se exigen los mismos 
requisitos que para apreciar las pruebas existen, en algu- 
nos casos, en el Código de Procedimiento Civil. Aquí hay 
un cierto margen de discrecionalidad porque actúan dos 
órganos administrativos. No existe demanda ni contesta- 
ción. Hablamos de prueba en un sentido no técnico, juri- 
dico ni procesal tampoco hay sentencia, sino que el pro- 
cedimiento termina con una resolución administrativa cue 
es impugnable por un recurso de revocación. Si éste no 
hace lugar al recurso y se considera que el órgano inter- 
viniente no ha actuado dentro de los marcos legales, pue- 
de entablarse la acción de nulidad ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo. 


Reitero, señor Presidente, que todo esto es en la via 
administrativa y no en la jurisdiccional. Por lo tanto, creo 
que no podemos apreciar la referencia a los medios de 
prueba con el mismo rigor que procede cuando se actúa 
ante órganos integrantes del Poder Judicial. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — Creo, señor Presidente, que acá 
tenemos que ver cuál es el mecanismo que establece la ley. 


Entendemos que €s un procedimiento combinado; es 
claro lo que señala el señor senador Aguirre en cuanto a 
que nunca es jurisdiccional. En algún caso podríamos ha- 
blar de un procedimiento que es cuasi jurisdiccional ante 
ta Comisión, pero nunca jurisdiccional. 


Entonces, ¿cuál es el mecanismo” El funcionario se 
presenta y cs posible que la Comisión no actúe ya que 
por Jas pruebas que ella posee O por las que aporta el fun: 
cionario, que inclusive pueden consistir en la declaración 
de un sólo testigo, —que puede ser el jefe de la oficina en 
la época de la dictadura, que manifiesta que sí, que elec- 
tivamente fue destituido por razones ideológicas, políticas 
o gremiales— lu autoridad administrativa determina la 
reincorporación del funcionario. 


SEÑOR AGUIRRE. — Apoyado. 


SEÑOR BATALLA. — De acuerdo con el procedimien- 
to que prevé el artículo 69, que dice que “si dicha auto: 
ridad estimare que no se han acreditado suficientemente 
los requisitos prescritos por esta ley, remitirá los antece- 
dentes a la Comisión Especial sin más trámite”, juega el 
artículo 31. Entiendo que la redacción de este artículo es 
correcta porque, sin perjuicio de que prevé como regla 
general la valoración según la norma de la sana crítica, 
—que es uno de los elementos de valoración de la prueba 
establecido en el procedimiento jurisdiccional — establece, 
atendiendo a la posibilidad de que esos elementos requie- 
ran una flexibilidad mayor, que por convicción moral el 
fallo de la Comisión no esté de acuerdo con lo que la sa- 
na crítica aconsejaría, sino con lo que la libre convicción 
de los integrantes de esa Comisión determina. Entiendo 
que el procedimiento es correcto y gue nosotros tenemos 
que valorarlo y. por lo tanto, manejarnos en esas coorde- 
nadas. 


En definitiva, la autoridad administrativa regula li- 
bremente la prueba. Cuando pasa a la Comisión, ésta tie- 
ne un procedimiento normal que es la sana crítica. Pero, 
también, excepcionalmente puede actuar según su libre 
cenvicción moral. 


Pienso que en ese esquema es que tenemos que deter- 
minar el funicionamiento del procedimiento previsto en 
los artículos 19, 6% y 31. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 2%. 


(Se vota:) 

-—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 30. 

Si no se hace uso de la palabra. se va a votar. 
(Se vota:) 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 49. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — En el parágrafo primero del 
artículo 4% se establece que los peticionantes podrán ac- 
tuar con asistencia letrada. Pero, en el parágrafo segundo 
se hace referencia a lo que se acaba de manifestar recién 
porque dice que con la sola presentación de la solicitud, el 
letrado que la firme quedará investido de la calidad de 
representante en los términos y condiclones previstos en 
los artículos 159 y 160 del Código de Procedimiento Civil, 
en lo pertinente. Esto es exclusivamente en vía jurisdic- 
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cional. Por lo tanto, no veo clara la razón por la que se 
inviste con estas facultades si se va a actuar en la vía 
adminislrativa. O sea ¿esto importa un apoderamiento pa 
ra este caso o solamente Ja disposición puede actuar cuan: 
do se trate de la via jurisdiccional o cuando se reclamo 
ante los estrad Porque sí uha u otra de esas vías es 
de aplicación, ¿ Podría cuurtir ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, ante el Juzgado competente 
ante la Comisión aquí estructurada, o ante el organismo 
correspondiente, de acuerdo con los artículos 29 y siguicn- 
tes del Capitulo 11? 


En el poder para pleitos del que, precisamente habia 
dicho artículo 159 —auugue aquí no se trate de un plei: 
in-— éste establece aque se repulará implicitamente conte 
nida la facultad de interponer los recursos legales ordina 
rios y seguir el juicio en todas sus instancias. Sin embargo. 
a pesar de este apoderamiento se dice en ei parágrafo ler- 
cero del artículo €% que la resolución será notificada al 
interesado personalmente o en el domicilio constituido. 


Teniendo en cuenta que existe un apoderamiento de 
esta naturaleza y, además. por lo que estabiece el artículo 
160 del Código de P: timiento Civil, tendría el letrado 
que estar habilitada : licarse de las resoluciones. 
elemento que parece cnervar esta disposicion del parágrafo 
tercero del artículo 6%. 


No veo elaro si es para el caso de que se recurra a da 
vía judicial o si también rige cuando se trata de esta vía 
g¿dministrativa, en cua rocedimientos que dehen 
seguirse ante la Com y demás organismos, 
que están instituidos para regular la reincorporación de 
los funcionarios de que se brata. 


SEÑOR AGUIRRE. Fido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. -—— Es de toda evidencia que esta 
disposición no se aplica en la vía judicial. 


El Capítulo II se refiere exclusivamente al trámite an- 
te el órgano administrativo del cual había sido destituido 
el funcionario reclamante. Además. es evidente también 
que por la primera frase de este artículo 4% se establece 
que “los peticionantes podrán actuar con asistenci: ra 
da”. Si se pensara en la hipótesis de la comparecencia en 
la via judicial, no debería decirse “podrán actuar” sino 
“deberán actuar”, porque la asistencia letrada ante los 
Tribunales de Justicia es preceptiva. 


Por tanto, señor Presidente, ro puede caber la mini 
ma duda de que esta hipótesis corresponde eu ia via ad 
ministrativa, en la cual se declara por una razón de order 
práctico y para no tener que estar requiriendo permaneo 
temente la presencia O la firma del interesado. que se pue 
de actuar cn la misma forma y calidad con que se auto 
riza a los letrados, en los artículos 159 y 160 del Código 
de Procedimiento Civil. Esto se hace más necesario si pen 
samos que por el arlículo 5 tenemos la hipótesis de los 
beneficiarios residentes en el exterior, quienes. natural: 
mente, no van a poder seguir ej procedimiento firmando 
todos los escritos necesarios. 


Por otra parte, la remisión a esos artículos del Código 
de Procedimiento Civil, según la parte final de este artícu: 
lo 49 es “en lo pertinente”, Es decir que no se trata de una 
aplicación total de estas disposiciones sino en la medida 
en que ellas se adecuen al procedimiento administrativo 
previsto por este Capítulo de Ja ley. Por eso no creemos 
que exista contradicción con lo dispuesto por cl inciso ter- 
cero del artículo 6% del proyecto que estamos consideran- 
do, cuando señala que “la resolución será notificada al 
interesado personalmente o €n el domicilio constituido.” 
La remisión a Jas normas del Código de Procedimiento 
Civil la ley la hace en la medida en que lo considere con- 
veniente. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Simplemente, quisiera pun- 
tualizar que los señores senadores, sobre todo los que son 
abogados saben que ya existe un decreto-ley del año 1982 
que estableció, para esos profesionales el apoderamiento 
automático en estos casos... 


SEÑOR AGUIRRE. — En la vía judicial. 


SEÑOR CERSOSIMO. --- Exactamente. Por eso pre- 
guntaba si esto regía exclusivamente para la vía adminis- 
trativa, porque para ja vía judicial ya existe una dispo- 
sición que lo establece expresamente. 


Es por eso que quería hacer estas puntualizaciones 
que me pareció que podían ser pertinentes. 


Por otro lado, agradezco al señor miembro informante 
la aclaración que ha formulado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 4%. 


(Se vota:) 

—-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—-19 en 19, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 69. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—19 en 19. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7*. 

SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR BATALLA. — Quería simplemente dejar una 
constancia con respecto a que la notificación de la resolu- 
ción que haga lugar al reingreso del peticionante lo habi- 
litará por sí soia para la efectiva e inmediata reincorpora- 
ción a su cargo, El concepto de “inmedita” que se da aqui, 
debe ser entendido con cierta flexibilidad en virtud de que 
no podemos olvidar que por el artículo 5% se prevé la po- 
sibilidad de que el beneficiario resida en el exterior y, 
por consiguiente, puede no ser posible su inmediata rein- 
corporación; en segundo término, por este mismo artículo 
719 se establece una posibilidad o —no sé si cabe el térmi- 
no--- una autorización que va en directo beneficio del res- 
tituido, pues dice que dicha notificación “lo habilitará 
por sí sola”; y, en tercer lugar, aquí cabe aplicar el prin- 
cipio jurídico de que “al justamente impedido no le corre 


término”. 


Creo que corresponde dejar esta constancia en cuanto 
a que el concepto de inmediato no implique luego la pér- 
dida de un derecho que, a través de una decisión de la 
autoridad, pueda haberse concedido al destituido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 89. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Quisiera que se me aclarara 
algo, a pesar de que no sea tan necesario, 


Al igual que otros señores senadores, he recibido un 
memorándum en el que se dice que: “el artículo 8% limita 
las edades de reincorporación y cierra por tanto el camino 
a la reincorporación a aquellos que tienen derecho de 
seguir el trámite de reingreso por medio del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo”. “El restringir el derecho 
al reingreso por límite de edad, no es justo”. 


En consecuencia, señor Presidente, parecería que por 
este artículo no pueden reingresar aquellos que solicitan la 
reincorporación a través del trámite correspondiente por 
lesión de derechos, abuso, desviación de poder o por la 
causal que fuere, ante dicho Tribuna!, cuando todos esos 
recursos sean pertinentes. En este caso, creo que puede es- 
tar enervada esa facultad, esa reincorporación o ese dere- 
cho que tiene el funcionario —cuando aún no ha recaído 
sentencia o cuando ésta ha pasado en autoridad de cosa 
juzgada-- a ser repuesto en su cargo si legitimamente le 
corresponde. 


Esta es la pregunta que deseo formular a los señores 
miembros informantes; no respecto a la otra parte del 
memorándum que hace referencia a que no se puede sor 
Presidente —esto deberá ser tenido en cuenta por aque- 
llos que pueden serlo y estén próximos a esta edad.-- si 
se tiene 71 años. No sé por qué han puesto ese límite y 
no conozco al respecto ninguna disposición que lo esta- 
blezca. 


SEÑOR ARAUJO. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Creo que la interrogante que 
acaba de plantear el señor senador Cersósimo, por la que 
solicita la intervención de los señores miembros informan- 
tes, correspondería que fuese contestada antes de que 
quien habla haga uso de la palabra. 


SEÑOR AGUIRRE. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — El señor senador Cersósimo 
plantea una interrogante con respecto a una de las dispo- 
siciones que en verdad suscitan ciertas perplejidades de 
orden jurídico, aunque algunas de ellas no las ocasiona- 
rían. 


No tengo dudas de que quien haya obtenido una sen- 
tencia ejecutoriada del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, aunque tenga cien años, deberá ser reincor- 
porado en su cargo, porque no se puede desconocer una 
resolución firme de un órgano jurisdiccional. Esto no lo 
digo por lo que se ha expresado con respecto a la ley de 
alquileres, porque se desconozca la cosa juzgada, sino por- 
que se desconoce una resolución de otro Poder del Go- 
bierno. Y, justamente, el fundamento a la consecuencia 
esencial de la separación de Poderes es que ninguno de 
ellos puede dejar sin efecto o enervar las consecuencias 
de la resolución adoptada en el ámbito legítimo de su 
competencia, por órganos de otro Poder del Gobierno. 


En segundo lugar, creo que si está en trámite una 
acción de nulidad, es decir, un litigio entre el Estado y un 
particular, ello no puede ser resuelto ni ordenar clausu- 
rarse por ley. 


Este punto no es tan claro y he escuchado, con mo- 
tivo del trámite de la Ley de Emergencia para la Educa: 
ción, opinión de alguna alta autoridad en materia cons- 
titucional en el sentido de que si la disposición es de ca- 
rácter general por estar contenida en una ley, eso podría 
hacerse. Con todo el respeto que merece esa autoridad, 
entiendo que eso no puede hacerse. Recuerdo que en 
ocasión de sancionar el Consejo de Estado el Decreto Ley 
N9 14.490 que establecía el régimen de caducidad de las 
acciones laborales —cuya derogación ahora está a estu- 
dio del Parlamento— por su artículo 3% se disponía el ar- 
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chivo de juicios en trámite. A este respecto, en dos ar- 
tículos publicados en la Revista de Derecho Laboral, los 
doctores Faget Prati y Arlas, este último con su alta au- 
toridad, sostuvieron que esas disposiciones eran abierta- 
mente inconstitucionales. 


En consecuencia, señor Presidente, creo que si en el 
primer caso hay sentencia ejecutoriada. esta disposición 
no puede jugar; y, en el segundo, aunque podría ser más 
dudoso, no se pueden mandar clausurar los juicios; éstos 
seguirán su trámite y el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo fallará según su leal saber y entender. 


Esa es mi opinión. 
SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. -—-- Pregunto si eso es lo que 
entiende la Comisión, porque soy miembro de ella pero 
firmé el proyecto con salvedades. Si esa es la opinión per- 
sonal del señor senador, con ser muy valiosa, como lo es, 
no sería suficiente a los efectos de la historia fidedigna 
de la probación de este proyecto de ley. 


Por eso es que pregunto si esa es la opinión del miem- 
bro informante y de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. 


SEÑOR AGUIRRE. — Esa es mi opinión personal, 
porque no voy a desdoblar mi personalidad y en esos 
momentos tengo la calidad de miembro informante. Sin 
embargo, como el punto no fue discutido o analizado por 
ta Comisión, no puedo hablar en su nombre. 


SEÑOR BATALLA. — Es, por lo menos. la opinión 
de dos miembros informantes. 


SEROR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Además, de las interrogantes 
que plantea el señor senador Cersósimo, a las que han 
dado respuesta otros señores senadores, este artículo 82 
nos merece la mayor de las reservas. 


Debemos votarlo por las razones expresadas por va- 
rios señores senadores en Sala. Se trata de un proyecto 
de ley aprobado en la Cámara de Representantes después 
de una prolongada discusión. Para alcanzar un consenso 
fue necesario admitir algunos aspectos que nos parecen 
injustos. 


La iniciativa intenta corregir parte de las injusticias 
—no puede dar satisfacción a todas, evidentemente— co- 
metidas por la dictadura. Sin embargo es lamentable que 
en democracia, nosotros cometamos una injusticia con las 
mismas personas que, de esta manera, han de duplicar 
su padecer. 


El caso concreto es que si una funcionaria o un fun- 
cionario públicos contaban con 43 o 48 años respectiva- 
mente en el momento de ser destituidos, a esta altura de 
los acontecimientos no pueden reingresar a la función pú- 
blica, porque tendrían 55 o 60 años. 


Esto sucede mientras otros funcionarios públicos es- 
tán trabajando en forma activa con 64 o 69 años. ¿Por 
qué se les clerra el camino a quienes fueron destituidos 
en forma arbitraria por el gobierno dictatorial? 


A esas personas, a los 43 o 48 años se les retiró de la 
docencia o de cualquier otra función pública. El Estado. 


-—aunque el Gobierno fuera dictatorial— los envió a la- 


calle a vender libros, a hacer changas, perdiendo, en mu- 
chos casos, hasta la vivienda. 


En definitiva, a todo aquel largo padecimiento que, 
en parte, se podía haber corregido a través de este pro- 
yecto de ley, no se le puso fin. Porque les cerramos los 
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caminos, puesto que si esa mujer tiene hoy 55 años y ese 
hombre cuenta con 60 años no pueden reingresar a la 
función pública. 


Estimamos que esto es totalmente injusto; debemos 
votar este proyecto de ley porque no pademos devolverlo 
a la Cámara de Representantes y que recién el año próxi- 
mo sea promulgada la ley. 


Miles de personas están esperando la aprobación de 
este proyecto. Desde ya adelantamos, en nombre de nues: 
tro sector, que hemos de presentar otro que modifique es- 
tas injusticias que no podemos cometer en democracia 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con respecto a los plazos 
estipulados en este artículo, puede ser —-y lo es— com: 
partible la argumentación que ha sido hecha ya en Sala 
en más de una ocasión. 


Sin perjuicio de las observaciones que realizó en su 
momento el señor senador Aguirre a propósito del alcan- 
ce que, desde el punto de vista de un pronunciamiento 
judicial tenía este aspecto de los plazos, ellos en sí mismos 
-—como cualquiera que se establece en distintas mate- 
rias— son arbitrarios. 


En la elaboración de esta norma no intervinimos ho- 
sotros, sino que vino aprobada por la Cámara de Repre- 
sentantes. Si el proyecto lo hubiéramos redactado en este 
Cuerpo, quizás los plazos hubieran sido otros y también 
hubieran sido arbitrarios, ¿por qué? Porque es absoluta- 
mente imposible desde el punto de vista humano y mate- 
ria! contemplar todas las diferentes hipútesis que se dan. 
Hay quienes están en el límite del plazo y otros que se 
encuentran más lejos. Según la distancia en que se en- 
cuentren con relación al plazo, puede ser mayor o menor 
la injusticia. Todos los limites o cifras de dinero estable- 
cidos por ley, pueden ser —y lo son— arbitrarios. porque 
es imposible que ellos contemplen todas las situaciones 
que se pueden crear. 


Nada más. 
SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Nosotros podríamos estar de 
acuerdo con lo expresado por el señor senador Fá Robaina, 
si no fuese que de acuerdo con la Constitución, somos to- 
dos iguales ante la ley. 


Es lamentable que en la Cámara de Representantes 
—y como consecuencia de un acuerdo político con el fin 
de lograr el consenso— no se haya tenido en cuenta ese 
principio constitucional. 


Si en la función pública un hombre puede actuar 
hasta los 70 años, recién entre los 65 y esa edad, el or- 
ganismo puede exigir la jubilación de ese funcionario. Re- 
cién en ese momento, y no antes. ¿Por qué en este caso 
vamos a limitar su reingreso? ¿Por qué razón no es igual 
ante la ley? Estamos castigando, precisamente a quien ya 
fue lesionado por la dictadura. 


Un hombre puede hoy trabajar en la función públi- 
ca con 69 años, haber percibido durante todo ese tiempo 
su salario y no tener inconvenientes en seguir haciéndolo 
hasta que cumpla los setenta. 


Sin embargo, en caso de haber sido castigado por 
la dictadura por razones ideológicas, politicas o gremia- 
les, lo penamos y no lo dejamos reingresar. 


No se trata de que los señores representantes no se 
hayan dado cuenta de esto. Sucede que esto fue una la- 
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mentable exigencia del Poder Ejecutivo para que el par- 
tido de Gobierno le brindara su aprobación. 


No quisiéramos entrar en polémica sobre este aspec- 
to. Sin embargo, debemos señalar que lo que se intentó 
por esa vía, fue evitar que funcionarios con esa edad que, 
naturalmente irían a ocupar cargos de jerarquía, no lo 
hicieran. Esto fue lo que se procuró impedir. 


Es penoso y lamentable que estos hechos acontezcan 
en pleno gobierno democrático, situación que nosotros tra- 
taremos de corregir, reiteramos, a través de otro proyec- 
to de ley. 


SEÑOR CROCE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CROCE. — Voy a votar afirmativamente el 
artículo 82 por los motivos a los que ya hice alusión. 


Asimismo, señor Presidente, deseo manifestar la in- 
justicia que implica esta disposición, incluso agravada por- 
que estas pesronas obligadas a jubilarse, debido a esta 
norma, tampoco tienen derecho a la jubilación que les 
hubiera correspondido de haber continuado su carrera ad- 
ministrativa ya que, por el artículo 18, las prestaciones 
que les corresponden son las de cargo de que eran titu- 
lares. Eso acentúa la injusticia del proyecto de ley que, 
estoy seguro, se podrá mejorar. como sugiiró el señor se- 
nador Fá Robaina. 


Tampoco dejo de reconocer la carga fiscal que aca- 
rrea este tema para el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 80. 
(Se vota:) 


—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 99. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Algunos funcionarios del Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores han planteado algunas dudas 
con respecto a este artículo 9%, especialmente en su literal 
A). En conocimiento de que el acuerdo general era vo- 
tar este proyecto de ley sin modificaciones, advierten la 
necesidad de que, por lo menos, en la discusión quede 
asentado algún criterio que permita la aplicación del mis- 
mo, según ellos lo entienden. 


En ese sentido señalan que las normas estatutarias 
citadas en el literal A) del artículo 9%, para la reparación 
de la carrera administrativa, mantendrán su vigencia con 
referencias a los funcionarios afectados por la aplicación 
de las normas relativas al límite de edad mencionadas en 
el articulo 10 de este mismo proyecto de ley. 


Como es sabido, en el Ministerio de Relaciones Exte- 
riores, después del golpe de Estado, en 1973, se dictaron 
normas estableciendo topes de edad para los sucesivos 
Cargos. 


Cumplo con el deseo de estos funcionarios que me 
parece es muy modesto; no pretenden que se modifique el 
proyecto, sino que quede alguna constancia en la discu- 
sión legislativa que después sirva de orientador. 


También quiero señalar que no advierto claramente 
cómo es que funciona el literal A), porque se trata de los 
funcionarios que se reincorporen, los que tienen que ser 
llevados al cargo que les hubiera correspondido de ha- 
ber permanecido vinculados en forma ininterrumpida al 
respectivo organismo. Esto es, que se pretende respetar 
lo que hubiera sido la carrera funcional de una persona; 
pero ella, así como los ascensos, dependen de muchas cir- 
eunstancias aleatorias: de la calificación que hubiera po- 
dido tener el funcionario y de las vacantes que se produ- 
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jeran. Quizá, en una oficina, en el término de diez años, 
un auxiliar hubiera podido llegar a ser jefe, mientras 
que en otra similar apenas oficial, porque no se produ- 
jeron vacantes. ; 


¿Cómo se hace pues, para determinar cuál hubiera 
sido la carrera de ese funcionario? ¿Habrá que conside- 
rar en forma óptima, es decir, pensar que todos los años 
se hubieran creado vacantes y que ese funcionario hubiera 
ascendido a los máximos cargos? De no ser así, creo que 
se trata de una apreciación muy difícil. No sé si estoy 
interpretando bien lo que dice este literal y muy espe- 
cialmente porque en el literal B) se dan normas precisas, 
pero no referidas a los casos del literal A). En el literal 
B) se dice que para la precisa determinación del cargo 
correspondiente se atenderá, en los casos de duda, a la 
situación actual de los funcionarios que a la fecha del 
cese de la persona a reincorporar se hallaban a su res- 
pecto, en condiciones iguales o similares, de modo que el 
funcionario restituido venga a quedar en una situación 
semejante a la que promedialmente están ocupando aqué: 
llos. Pero todo este criterio que me parece bastante ra- 
zonable se aplica al caso en que no pueda asignárseles el 
cargo que deberían ocupar, es decir, el caso previsto en 
el literal B); pero en el literal A) no se hace ninguna pre- 
visión. De manera que no advierto con qué criterio se va 
a aplicar el literal A). Si éste estuviera en el lugar del B) 
y viceversa, se podría decir que como ya se ha dado una 
norma, se aplica la dada en el literal anterior; pero ello 
no puede ser por la forma en que están colocadas las 
disposiciones. 


Comprendo que esta es una pregunta un tanto fas: 
tidiosa de hacer, pero quisiera saber si los señores miem- 
bros informantes tienen un criterio acerca de cómo fun- 
ciona el literal A). 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de conceder la pala- 
bra a los señores miembros informantes, la Mesa desea 
advertir que tanto este artículo 9% como los restantes de 
este Capítulo parecerían requerir los dos tercios de vo- 
tos, de acuerdo a la norma del artículo 64 de la Constitu- 
ción, para poderse aplicar a funcionarios públicos depen- 
dientes de Municipios y Entes Autónomos. Es decir que 
estaríamos corriendo el riesgo de sancionar con número 
insuficiente de votos, normas que después podrían ser ta- 
chadas en su vigencia de inconstitucionalidad. 


Desde hace rato el quórum es de 19 señores senado- 
res; en este momento hay sólo 17 presentes en Sala, qui- 
zá los otros dos se encuentren en sus despachos; pero creo 
que no hay más en la Casa. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Comparto totalmente el crite- 
rio expuesto por el señor Presidente en cuanto a que las 
disposiciones comprendidas en el Capitulo 111 requieren dos 
tercios de votos, de acuerdo al artículo 64 de la Constitu- 
ción, por cuanto disponen sobre materia de funcionarios 
de entes autónomos y de gobiernos departamentales, ade- 
más de los de los otros organismos estatales. Es decir que 
el Intendente y la Junta Departamental, en su caso, en 
un gobierno departamental y, el Consejo Directivo de un 
ente autónomo o de un servicio descentralizado, no po- 
drán actuar de acuerdo a su criterio sino simplemente 
cumplir con lo que dice la ley, 


Se trata de una de esas normas especiales que, por su 
generalidad, requiere dos tercios de votos de cada Cá- 
mara, según el artículo 64 de la Constitución. 


Con respecto a la difícil pregunta que hace el señor 
senador Ortiz, que se suma a otras que se han formulado, 
parecería que uno estuviera ante un tribunal examinador, 
porque realmente los problemas jurídicos tan particula- 
res que se plantean con este proyecto de ley no son nada 
fáciles de resolver. 


En mi opinión, lo que ocurre con el literal A) del ar- 
tículo 9% es que plantea una hipótesis que puede tener 
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muchas variantes, es decir, puede haber una gran casuís- 
tica. según cuál sea el nivel de la carrera del funciona- 
rlo en el momento en que fue destituido, según de qué or- 
ganismo se trate y así sucesivamente. Pero respecto a de- 
terminar si hubo vacantes o no, creo que ése no es el prin- 
cipal inconveniente, porque es obvio que si el funcionario 
org subgerente y en un momento el cargo de Gerente 
quedó vacante, evidentemente en ese momento tenía la 
opción de ocuparlo, Lo que habrá que saber es si no ha- 
bía otro funcionario con mejor derecho en esa oportu- 
nidad. s e 


Reitero que la casuística es infinita y creo que la 
norma tiene un cierto grado de generalidad porque no 
hay otra manera de plantear el problema. Lo que ocurri- 
rá en la práctica es que el órgano administrativo corres- 
pondiente tendrá un cierto grado de discrecionalidad para 
manejarse en cada caso. Es imposible determinar de an- 
temano en cada situación y dar reglas precisas y absolu- 
tamente exactas que le permitan a cada jerarca estable- 
cer cuál sería el cargo al que debería restablecerse el fun- 
cjonario destituido en aquel momento. 


No sé si con esto satisface la inquietud del señor se- 
nador Ortiz, 


En realidad, mi inquietud principal, en este momento, 
€s que compruebo que desde hace cerca de una hora no 
tenemos quórum suficiente para votar estas disposicio- 
nes. Me parece que a esta altura, por más due sigamos 
aprobando artículos, este proyecto no va a poder ser sat 
cionado en la noche de hoy. 


SEÑOR ARAUJO. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. -— Señor Presidente: precisamente 
por esta preocupación que todos compartimos, creo que 
podríamos votar el cierre de la discusión de estos articu- 
los y abocarnos al estudio de otros, porqve existe la po- 
sibilidad de que vuelva a haber quórum, dado que se nos 
ha informado que la reunión politica en que se encontra- 
ban algunos señores senadores ya ha culminado, por lo que 
podrían regresar al Senado, lo que permitiría culminar con 
la aprobación íntegra de este proyecto. 


Mociono concrelamente para que se cierre la discu- 
sión de este artículo y, en tedo easo, seguir analizando los 
siguientes. En la medida en aque la discusión de cada uno 
de ellos se agote, haremos idéntica moción. De esa manera 
iríamos aprobando los artículos que no requieren dos ter- 
cios de votos, a la espera de cue haya 21 señores seña- 
dores presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Sc va a votar la moción. 
para que se cierre la discusión de los artículos 99 y si- 
guientes, aunque no sean considerados. 


SEÑOR ARAUJO. — A medida que sean considera.- 
dos, formularemos la misma moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar si, a medida que se vayan consi- 
derando los rticulos 92 a 15, se cierra la discusión de ca- 
da uno de ellos. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Quiero hacer 
una breve consideración a propósito de estos artículos, 
sumando una inquietud similar a la que ha pianteado el 
señor senador Ortiz en el sentido —eso sí— de dar mi 
decidido apoyo al texto del artículo 9%. 


Se trata de un artículo que procura regular una ma: 
teria singularmente dificil. en razón de la multiplicidad 
de situaciones que pueden darse. Lo hace mediante un tex- 
to cuidadoso que, en este caso, no vacilo en deiar cons- 
tancia de que lo apoyo decididamente. Además, marca 
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criterios generales a través del literal A), que permitirán 
a cada uno de los organismos actuar. Justamente aquí ra- 
dica la enorme injusticia que implica el artículo 89, por- 
que en delinitiva y en sustancia, más allá de que una 
determinada jerarquía administrativa pueda actuar con 
mayor acierto que otra -—cosa humanamente inevitable-- 
en los hechos, se toma la estructura escalafonal de 1973 
y, según las modificaciones producidas, se inserta al fun- 
cionario que se reintegra en el lugar que normalmente le 
hubiera correspondido. 


Es decir que, por ejemblo, si un funcionario era oficia) 
2do. en 1973 —y en general quienes tenían ese cargo ac: 
tualmente son jefes de sección—-- es lógico presumir que 
esta persona en función de sus antecedentes, sería jee 
de sección. O sea que se le intercala, se le inserta en su 
escalafón, en el cargo en el aue presumiblemente estaría, 
si no hubiera sido objeto de destitución por parte de la 
dictadura. 


Fste criterio, que nosotros compartimos plenamente, 
es el que se le niega de modo absolutamente injustifi: 
cado —nadie ha dado una explicación a ese rospecto 
a quienes, no habieudo podido reintegrarse como conse: 
cuencia de la complejidad de Jas tramitacionos que se 
aplican, tienen cumplidos 60 años si son hombres y 55 
si son mujeres, a 11 ó 12 años de la fecha de su desti: 
tución. Es precisamente este criterio justo, plausible, re- 
dactado con precisión y con acierto el que se le niega a 
ese otro grupo de funcionarios a los cuales al parecer so 
maldice definitivamente a través del artículo 8%, 


Finalmente quiero manife:bar que participo de la ia: 
quictud planteada en cuanto refiere a [uncionarios a los 
cuales se ha aplicado tones de edad. Creo, señor Pre 
dente, que más aliá de una redacción un tanto barroca. 
el artículo 10 en definitiva, los contempla expresamente, 
porque aplica, con carácter particular, para 1 casos en 
que estas situaciones se hayan dado bor anicación de 
normas que exigen topes de edad, los conceptos generales 
del artículo 9%, 


Por lo tanto, señor Presidente, entiendo caramerte 
que esos funcionarios del Ministerio de Relaciones Esto- 
riores —a los que se les ha planteado una situación lan 
singular— quedan expresamente contempiados a través de 
la redacción combinada del artícnlo 9% en su literal Ad 
para el carácter general y del articulo 10 para el por 
ticular. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa 
lahra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Araújo en el sentido que se cierre la discusión de 
estos artículos, en la medida que se vayan considerando. 


(Sc vota:) 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 10. 


SEÑOR BATALLA. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: noto con 
preocupación que el número de senadores en Sala. va dis- 
minuyendo. 


A los efectos de agilitar la discusión del proyecto 
—vemos que algunos articulos no van a poder ser apro: 
bados porque requieren mayoría especial... formulo mo- 
ción en el sentido de que se proceda, sin perjuicio de la 
votación, artículo por artículo, a la discusión por capí- 
bulos. De esa manera apresurariíamos el trámite del pro: 
yecto y no correriamos el riesgo de quedar lamentable- 
mente, sin número. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Sino se hace uso de Ja pa- 
labra, se va a votar la moción de orden formulada por 
el señor senador Batalla en el sentido de que se considere 
este proyecto de ley, capitulo por capítulo. 
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(Se vota:) 
16 en 18. Afirmatiya. 


En consideración el Capitulo 11 “Reparaciones fun- 
cionales”, que comprende los artículos 92 a 15, inclusive. 


SEÑOR BATALLA, -- Corresponde que se cierre la 
discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va votar el cierre de la discusión. 


(Se vota:) 
—18 en 18, Afirmativa, UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo 1V “Régimen jubilatorio 
y pensionario”, que cemprende los artículos 16 a 27 in- 
clusive. 


SFÑOR ORTIZ. - - Fido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — La Caja Bancaria ha presentado 
un memorándum --supongo que a todos los señores legis- 
ladores-— con referencia al artículo 23. Este articwo dice 
que la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias -—en- 
tre otras instituciones— en su caso, aplicarán a solicitud 
de parte y una vez reconocidos los derechos que otorga 
la presente ley, los ajustes establecidos por la misma. La 
Caja Bancaria expresa que no considera equitativo que la 
obligación establecida en este artículo —que implica una 
carga £eouómica para el organismo-- sea absorbida sola- 
mente por la Caja. 


En un memorándum más o menús extenso, manifies- 
ta que si el espíritu de Ja ley consiste en que el Estado 
afronte Ja responsabilidad por lo actuado por el propio 
Estado durante el gobierno anterior, eso se contradice al 
establecer un régimen diferente para resarcir a los afi- 
Jiados bancarios gravando, sin el correspondiente respal- 
do, a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, con 
una importante cuota en la solución del problema. 


De manera que en realidad lo que propician es la 
modificación de este artículo 23; pero por las razones que 
se han expuesto en Sala en el sentido de no modificar 
esta ley, dice que les bastaría que se biciera mención en 
el Senado en el sentido de que los ajustes que se Operen 
por la presente ley, deberán estar en su totalidad, a cargo 
d Rentas Generales, incluyendo la Caja Bancaria, 


El cumplimiento de esta ley va a insumir recursos de 
clerta cuantía, que Creo no están previstos en ningún 
lado. No sé, señor Presidente, si esto se ha tenido en 
cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el señor senador Ortiz 
me hace una pregunta concreta, le diría que no, porque, 
aunque cl Mensaje del Poder Ejecutivo del 5 de noviem: 
bre toma la iniciativa en estas disposiciones, no establece 
los recursos con los Cuales se va a financiar todo esto a 
cargo del Estado. 


SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR ARAUJO. —- Pienso, señor Presidente, que a 
esta altura de los acontecimientos somos muchos los se- 
nadores que compartimos esta inquietud y creo que no 
nos queda otra salida que presentar —al margen de la 
aprobación de este proyecto de ley— otro proyecto que 
corrija y contemple, de alguna manera. las deficiencias 
de éste. 


Este artículo en particular, no es compartido por la 
mayoría de los integrantes del Cuerpo. Por lo tanto pien- 
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so que esto se podría solucionar, coma ya expresé, por 
medio de un proyecto de ley que podríamos firmar varios 
legisladores de distintos sectores. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR CIGLIUTI. — Deseo referirme, señor Presí- 
dente, al artículo 18. 


Al principto del debate, le Jormulé una pregunta al 
señor miembro informante relacionada con las personas 
que, por razones de edad, están autorizadas a reintegrar- 
se a la función pública pero que se encuentran impedidas 
de hacerlo, no por su voluntad, sino por motivos de salud. 
El que está autorizado a reimgresar y no lo hace, recibirá 
una asignación jubilatoria que se determinará sobre las 
asignaciones computables al 1% de marzo de 1085, curres- 
pendientes al cargo de que eran titulares. Si no desea 
reingresar se le efectúa esa liquidación en la Caja pero, 
si no lo hace porque no puede —no porque no desea ha- 
cerlo— esa liquidación no parece justa. Más bien estaria 
comprendido en el artículo siguiente que contempla aque- 
llos casos que no pueden acogerse a esta ley por razones 
de edad, es decir, porque tenían al 1% de marzo más de 
60 o 55 años, ya se trate de un hombre o una mujer res- 
pectivamente. 


Como este proyecto nv se puede modificar dejo cons: 
tancia de que en ese caso Creo que correspondería la so: 
iución más favorable a] gestionante, que es la del pará- 
grafo 2? del artículo 18. 


"Nada más. señor Presidente. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Voy a solicitar que se reconstdere 
£1 capítulo anterior porque quisiera referirme al artícu 
lo 13, 


SEÑOR PRESIDENTE. A pesar de que se cerró la 
discusión, la Mesa entiende que el Senado no se va 
«poner a la reconsideración solicitada por el señor sena: 
dor Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — No comprendo muy bien el inciso 
segundo. Este artículo 13 establece que las personas rein- 
corpcradas a la Administración percibirán, a partir del 
19 de marzo de 1985, la totalidad de los haberes corres- 
pondientes a los cargos y funciones a los que sean rcin- 
corporados, Eso está claro. 


Más adelante dice que los haberes generados entre 
esa fecha y la del efectivo reintegro del funcionario les 
serán abonados, en la forma y condiciones que fije cl 
jerarca del respectivo organismo, dentro de los 60 dias 
siguientes a la reincorporación, a razón del salario vi- 
gente en el momento del pago. 


Supongamos que un funcionario ha sido restituido a 
un cargo que al 19 de marzo tenia un sueldo de nuevos 
pesos 10.000, pero luego, en el mes de agosto, el sueldo 
subió a N$ 15.000. Ahora, su efectiva reincorporación va 
2 tener lugar en diciembre. Entonces, le pagan desde 
marzo a diciembre a razón de N$ 15.000, que es el sueldo 
vigente en el momento del pago. Quiere decir que va a 
cobrar más en el periodo marzo-diciembre que los fun- 
cionarios de esa oficina que ocupan el mismo cargo. No 
sé si me explico pero eso es lo que surge de la redacción. 


SEÑOR SENATORE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SENATORE. — Pienso que la última parte de 
esta disposición indica el monto que se debe pagar, 
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Siguiendo el ejemplo que planteaba el señor senador 
Ortiz, el sueldo que percibía un funcionario en igual fun- 
ción, desde el 19 de marzo hasta agosto era de N$ 10.000. 
A partir de esa fecha pasa a cobrar N$ 15.000. Entonces, 
se Calcula la retroactividad con un sueldo de marzo a 
agosto y con el nuevo de agosto hasta diciembre, en que 
se reincorpora el funcionario destituido. 


Quiere decir que la intención es que la retroactivi- 
dad se pague en función del sueldo mayor, pero no cam- 
biando sueldos. No puede establecerse que si el sueldo se 
aumenta eu agosto a N$ 15.000, se pague desde el 1% de 
marzo de 1985 esa cantidad. Se abonará N$ 10.000 hasta 
agosto y N$ 15.000 de alí en adelante. Si ese funcionario 
se reintegra en diciembre, todo eso sumará una cantidad 
determinada que se pagará de acuerdo con el sueldo de 
diciembre. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite, señor Presidente? 


Eso sería razonable si el artículo no estableciera a 
razón del salario vigente en el momento del pago. Esa es 
una determinación muy precisa. Parecería que desde €l 
19 de marzo al 19 de diciembre hay que pagar los nue- 
vos pesos 15.000 que están vigentes en el momento del 
pago. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Con todo respeto por los seño- 
res senadores que están tratando este tema, digo que esto 
no es conducente porque, en definitiva, no podemos votar 
estos artículos. Entonces, en el momento que vayamos a 
aprobarlos, si queremos aclarar el sentido, volveremos a 
discutirlos. 


Por lo tanto, como ya se discutió el Capitulo IV, creo 
que lo que corresponde es votar sus artículos. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 
Tiene la palabra el señor 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


SENOR ORTIZ. — Pienso que nos estamos haciendo 
trampas al solitario porque es evidente que por más que 
cerremos la discusión, en la próxima sesión, cuando haya 
más senadores en Sala, los que no estaban hoy presentes 
volverán a referirse a estos artículos. Como no les pode- 
mos impedir que se refieran nuevamente a ellos, estaria- 
mos duplicando innecesariamente el debate. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Lo razonable sería suspen- 
der la sesión y pasar a cuarto intermedio, pero no he 
escuchado la moción correspondiente. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR AGUIRRE. -- Hablando con varios colegas 
les manifesté que es de toda evidencia que no vamos a 
conseguir el quórum. Hay dos senadores que están fuera 
del país, otros se han retirado por cuestiones particu- 
lares o enfermedad de familiares, y hace más de una ho- 
ra que estamos tratando de obtener un quórum que, co- 
mo sabemos por la experiencia, a medida que va avan- 
zando la noche languidece de más en más, 


Todos deseamos que este proyecto se apruebe hoy, 
pero realmente estamos chocando contra una realidad. 
¿A qué conduce continuar debatiendo durante una o dos 
horas más, si igualmente vamos a tener que seguir con: 
siderando este proyecto otro dia? 


Como miembro informante no quiero hacer moción 
en el sentido de pasar a cuarto intermedio, pero creo que 
a esta altura es lo único razonable. 
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21) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR MEDEROS. — Mociono para que se pase a 
cuarto intermedio hasta mañana, 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. —— Según es notorio, algu- 
nos integrantes de la Comisión de Hacienda del Cuerpo 
hemos tenido oportunidad de estudiar la ley de refinan- 
ciación que se halla a consideración del Senado. 


En algunos aspectos se ha llegado a un acuerdo que 
puede resultar eficaz a efectos de dilucidar un tema de 
tanta complejidad. 


En principio —no soy yo quien lo va a disponer-- la 
idea seria citar para mañana, sobre las 17 ó 18 horas. 
a la Comisión de Hacienda, para continuar con el estudio 
de esto tema. Todo hace pensar que va a str una dell: 
beración muy larga, porque la ley es muy compleja. Nues- 
tro ánimo es poder terminar mañana con el tratamiento 
de este tema. 


Por consiguiente. solicito que de ser posible, el cuarto 
intermedio que se piensa realizar no sea hasta mañana 
sino hasta pasado mañana. Creemos que quizás, para esa 
fecha ambas leyes podrán considerarse, siguiendo el or- 
den presente, es decir, está en primer lugar y. eventual- 
mente, la de refinanciación. 


No sé si los señores senadores proponentes del cuarto 
intermedio así lo estiman. 


SEÑOR SENATORE, — Pido la palabra. 
Tiene la palabra el señor 


SEÑOR PRESIDENTE, 
senador. 


SEÑOR SENATORE. -- El señor senador Garcia Costa 
mencionaba que se podría entrar a tratar el problema de 
la refinanciación en el dia de mañana. Desde luego. eso 
lo dispondrá la Comisión. 


Es notorio que en esta ley de refinanciación se ha- 
brán de introducir algunas modificaciones, por lo que te- 
nía la idea de solicitar un cuarto intermedio pata poder 
examinarlas. Indudablemente, por la extensión del pro-, 
yecto, pienso que no va a ser posible llegar a un pro- 
nunciamiento en una sola sesión de la Comisión. 


En el caso de que se planteara la situación que aca 
ba de anunciar el señor senador García Costa, dejo cons: 
tancia de que voy a solicitar un cuarto intermedio. Eso 
lo decidirá la Comisión de Hacienda, pero pretendo que 
se contemple la situación de la coalición que represento 


SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Precisamente, habíamos dialoga- 
do con el señor senador Senatore sobre esta materia. Des- 
contábamos que en determinado momento la Comisión de 
Hacienda volvería a reunirse, En varias oportunidades 
fue convocada y luego se suspendieron esas sesiones. 


Debo señalar que hemos sido relegados de toda nego- 
ciación en esta materia. 


A esta altura de los acontecimientos, el Frente Am- 
plio no sabe exactamente qué es lo que está sucediendo 
con la refinanciación. Si en el día de mañana llega a 
este Cuerpo un proyecto de ley sobre el tema, lo primero 
que hará esta coalición será pedir un cuarto intermedio 
a fin de poder estudiarlo porque, en definitiva, nosotros 
debemos cumplir el mismo papel que el resto de los le- 
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gisladores. Por esas razones, adelantamos que de llevarse 
a cabo este procedimiento, solicitaremos un cuarto inter- 
medio y es costumbre de este Cuerpo acceder a un pe- 
dido de tal naturaleza formulado por cualquier partido 
pilítico, cuando el mismo surge por la necesidad de un 
mayor estudio de determinado proyecto de ley. Pensamos 
que la sesión de la Comisión de Hacienda del día de ma- 
ñana va a durar poco, por lo que el Senado estaria en 
condiciones de continuar, luego, el análisis de un pro- 
yecto de ley tan importante para los funcionarios pú- 
blicos de nuestro pais y, en definitiva, para Ja conciencia 
nacional, porque a todos nos tranquilizará saber que he- 
mos hecho algo de justicia en esta materia. 


Por lo expuesto, manifiesto que estoy de acuerdo con 
la moción formulada en el sentido de pasar a cuarto 
intermedio hasta el día de mañana a las 17 y 30 horas a 
fin de que la Comisión de Hacienda nos brinde su infor- 
me y luego pasar nuevamente a cuarto intermedio, tal 
como lo solicitará el señor senador Senatore en nombre 
del Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Han pedido la palabra los 
señores senadores Pereyra, Flores Silva y García Costa: 
naturalmente, se las concederé, pero advierto que nos en- 
contramos frente a una moción que no admite discusión 
y, por el contenido de las expresiones que se están ver- 
tiendo, me temo que nos estamos yendo fuera del tema. 


Tiene la palabra el señor senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. — Creo que la posición señalada 
por el señor senador García Costa puede armonizarse con 
la de aprobar en el dia de mañana este proyecto de lex 
que, naturalmente, tiene suma urgencia. Por ejemplo. la 
Comisión podría reunirse a la hora 15 y el Senado a la 
hora 18. 


Es público y notorio que junto con mis compañeros 
he estado bregando por la aprobación de un proyecto de 
ley de refinanciación de adeudos que sea justo, pero tam- 
bién comprendo la ansiedad con que la gente, desde mu- 
cho tiempo atrás, está siguiendo la discusión del proble- 
ma de los destituidos. Confieso que entre el apuro por- 
que los bancos cobren y el apuro por restituir a los des- 
tituidos, me quedo con el último. 


(Manifestaciones en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Como es público y notorio 
el Reglamento establece que la Barra no puede hacer 
manifestaciones, por lo que ruego a los funcionarios que 
procedan a su desalojo. 


Puede continuar ¡el señor senador Pereyra. 


SENOR PEREYRA. — Formulo moción, entonces, en 
el sentido de que el Senado comience su sesión a la ho: 
ra 18. 

; 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Lo que habia manifes- 
tado es que existía la posibilidad de que la Comisión se 
reuniera a última hora de la tarde; quizá pueda hacerlo 
antes, pero no puedo asegurarlo porque cl señor Presi- 
dente de la misma no se encuentra en Sala y quien ha- 
bla no puede convocarla. Si todos sus integrantes lo con- 
sideran posible, tal vez se reúna temprano. Lo que soli- 
citaria, entonces, es que el Cuerpo se reúna tarde. Los 
señores senadores Senatore y Araújo se refirieron a la 
necesidad de un mayor estudio del proyecto de ley rela- 
tivo a Ja refinanciación de adeudos y pienso que de esta 
forma tendrán oportunidad de llevarlo a cabo, ya que 
la intención es debatir, conversar o dialogar y teremos 
la absoluta certeza de que todos los integrantes de la 
coalición Frente Amplio —cquienes integran la Comisión 
y quienes no— podrán aportar al tema muchos aspectos 
que servirán para ilustrar a ese Cuerpo. Supongo que lo 
que es compartido por todos es la necesidad de aprobar 
el proyecto. Lo único que solicitaría, entonces, es que la 
sesión se realice lo más tarde posible. 
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SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador Flores Silva. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: estoy 
seguro de que la sesión de la Comisión de Hacienda del 
día de mañana no durará ' mucho tiempo. Personalmente 
debo decir que apoyaré la moción de cuarto intermedio 
que formulara el señor senador Senatore por razones pa- 
recidas a las que lo motivan a él, es decir, por el escaso 
conocimiento que tenemos de lo que se ha debatido, Natu: 
ralmente, no podemos estar de acuerdo con algo que des- 
conocemos, y antes de darle nuestro voto entendemos 
necesario realizar un anáiisis pormenorizado, con el cui- 
dado y el rigor que merece un tema tan trascendentr. 


(Manifestaciones en la Barra) 


-—Continúo hactendo uso de la palabra aunque le pese 
a algunos individuos que tienen poco conocimiento de lo 
que es la democracia y el respeto de los fueros legisla- 
tivos. Lamentablemente algunas personas tienen la djeta- 
dura calada en los huesos y no han aprendido que sola- 
mente por el camino de la tolerancia y el respeto puede 
Megarse al clima que el país necesita, 


Como decía, señor Presidente, estoy seguro de que la 
sesión de la Comisión de Hacienda no durará mucho. 
pues sus integrantes ya están en conocimiento de que 
se solicitará un cuarto intermedio cuando se comience a 
considerar el tema en el seno de este Cuerpo. Sin em- 
bargo, en cuanto a lo que señalaba el señor senador Pe- 
reyra, debo informar que la Comisión de Industria y Ener- 
gía se reunirá a la hora 15, por lo que creo conveniente 
que la sesión del Senado se postergue aproximadamente 
una hora. Pienso que podemos continuar con el estudio 
del tema de los destituidos a la hora 18. 


Deseo señalar como acotación final la vrolunda ve- 
beldía que siento frente a la falta de respeto aque parece 
estar haciéndose costumbre en la gente que concurre a 
la Barra. En el día de hoy hemos oído, en diversas opor: 
tunidades, manifestaciones de la Barra y manifiesto que 
me resulta profundamente desagradable aue nuestras pa- 
labras sean interrumpidas por gritos destemplados de 
gente que en el alma sólo tiene el fascismo. 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. Pido la palabra 

SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: en primer lugar deseo dejar constancia de que yo tam: 
bién rechazo las expresiones intolerantes, provengan de la 
Barra o de donde fuere. 


En segundo término, deseo hacer notar la contradice: 
ción que se registra en esta Sala que, naturalmente, no 
nos sorprende ni nos conmueve demasiado, porgue nos 
resulta obvia: la Comisión de Hacienda se reunirá cuando 
Jo determine la mayoría de sus miembros. Lo que resulta 
claro es que allí no ha existido apuro. Hace por lo menos 
15 días que la mencionada Comisión se reunió para con- 
siderar el tema del endeudamiento interno y Corpora- 
ción para el Desarrollo y analizar el proyerto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes, invitendo a eros 
efectos al señor Ministro de Economía y Finanzas, quien 
efectuó una exposición cuya versión taauigráfica nos ha 
sido repartida. Luego de eso, sólo hubo ausencias, cuartos 
intermedios, diálogos entre componentes de otras fuerzas 
politicas, de los cuales sistemática, deliberada y forzada: 
mente fue excluido el Frente Amplio. 


La Comisión de Hacienda está integrada por sena: 
dores de tres organizaciones politicas. El tema ha sido 
considerado en privado por dos de ellas: una invitada en 
actitud que nos resulta respetable y sobre la cual nada 
tenemos que objetar; otra invitante, aue también tiene 
derecho a dialogar con quien le plazca. Pero a ¡o que no 
se tiene derecho en adelante es a pretender o fingir que 
con el Frente Amplio se ha dialogado o se ha conside- 
rado el tema en términos de equidad. 
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Los representantes del Frente Amplio asistirán a la 
Comisión cuando la mayoría de sus miembros resuelvan 
citarios, Ellos expresarán sus iniciativas, darán su apoyo 
y aportarán sus ideas, que serán recogidas en todo, en 
parte o en nada. Este es el juego natural de las institu: 
ciones democráticas. 


El tema endeudamiento interno fue incluido tiempo 
atrás en un conjunto de problemas que nos propusimos 
abordar en el diálogo nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Lamento interrumpirlo se- 
ñor senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — El Reglamento 
ha sido violado por muchos colegas antes que yo. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Sí, señor senador, tiene ra- 
zón, pero hace rato advertí que estábamos deslizándonos 
por este camino. Usted ya no está insinuando el desliz 
sino que se ha deslizado totalmente. Lo exhorto a ter- 
minar. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Termino este pá- 
rrafo, señor Presidente, con el modesto consuelo y des- 
cargo de conciencia de haber sido el octavo o noveno que 
peca y de ninguna manera uno de los primeros. 


Decía, entonces, que este tema del endeudamiento in- 
terno fue incluido entre los primeros para considerar a 
nivel del diálogo politico, con la aprobación del señor 
Presidente dei Senado en representación del Partido Co- 
lorado; del señor senador Zumarán en representación del 
Partido Nacional; con una delegación de la Unión Cívica 
y con la presencia de la del Frente Amplio. Y sin em- 
bargo este tema ha sido examinado hasta el presente 
larga y profusamente, sin la participación de estos secto- 
res, ni tampoco en el nivel a que en aquel momento nos 
habíamos comprometido o con el alcance que le había- 
mos dado, 


Estos son hechos y no valen palabras ni proposiciones, 
como tampoco recuerdos trasnochados, para ocultarlos o 
disimularlos. Por lo tanto, iremos a la Comisión en el mo- 
mento en que la mayoría de la misma resuelva citarnos. 


SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Había pedido la palabra en 
primer término el señor senador García Costa. pero vuel- 
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vo a hacer la exhortación :a los señores senadores de que 
votemos el cuarto intermedio y terminemos esta inciden- 
cia que, inevitablemente, nos va llevando cada vez más 
fuera del tema que tenemos que considerar. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Acepto la observación del 
señor Presidente, porque tiene razón. Me siento un poto 
ceonsternado, porque o dije nada más que pienso que 
mañana va a cer convorada la Comisión de Hacienda: 
y para mejorar --lo que me pareció prudente—— el trabajo 
del Cuerpo, sugería que se citara para otra hora. Des: 
pués se me dijo que no, y no insisto más. 


Todo lo demás, señor Presidente, no pertenece a mi 
proposición; no voy a amordazar a vadie, ni niego a nadie 
el derecho a hablar. Seguramente todos van a hablar en 
la Comisión extensamente y yo también lo hard. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Se va a votar la moción 
presentada en el sentido de que el Cuerpo pase e cuarto 
intermedio hasta mañana á la fiora 18 y 30 minutos, 

(Se vota:) 

--18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD 


£e levanta la sesión. 


(Así se hace a Ja hora 22 y 34 minutos. presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Araújo, Batalla, Capeche, Cardoso, Cersósimo, Cigliuti, 
Crece, Fá Rebaina, Fleres Silva, García Costa, Mederos, 
Pereyra, Posadas, Rodríguez Camusso, Senalore, Terra y 
Zumarán.) 
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